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Introducción


 Los derechos nacen, viven y, en ocasiones, también mueren. La prescripción no es sino la muerte de determinados derechos por el transcurso del tiempo, porque nuestro ordenamiento jurídico, como todos los de nuestro entorno, considera que hay concretos derechos que han de verse afectados por el prolongado desinterés de los sujetos en su pervivencia. La consecuencia que se sigue a ese desinterés es la prescripción del derecho, su desaparición por causa de una institución jurídica al servicio de la certeza, y a la necesidad de cerrar de forma definitiva relaciones jurídicas que no es aconsejable que permanezcan de forma indefinida en el espacio y en el tiempo.

Si hay una institución que encarna la seguridad jurídica, ésa es la prescripción. Sin embargo, de los vaivenes legislativos y titubeos jurisprudenciales (a veces en pos de la justicia material), pronto se aprecia que estamos ante una figura que, en los momentos actuales, despliega una gran inseguridad jurídica para los justiciables, algo ciertamente no deseable. Asistimos de manera harto frecuente a que, la justicia del caso concreto, tiene como indeseable efecto reflejo la desestructuración de instituciones centenarias, con el consiguiente debilitamiento de su esencia.

Esta idea sencilla de tomar un momento inicial para, tras aplicar el concreto plazo prescriptivo fijado por el legislador, alcanzar un momento final, se torna extremadamente ardua cuando la arrostramos con un mundo cada día más complejo, con unas relaciones jurídicas diversas en las que las respuestas no son fácilmente reductibles a un sí o un no. Tal vez sería deseable repensar, en un momento como el actual, no la existencia de la institución en sí misma, sino muchos de sus aspectos, como el momento inicial de su cómputo o el plazo máximo de su existencia.

La prescripción, forzoso es admitirlo, es a la par una institución injusta y necesaria. Injusta porque resulta difícil de entender, y más aún de explicar —en especial a personas legas en derecho—, que determinados derechos pueden extinguirse como por arte de magia, por el mero transcurso de —a veces— plazos muy breves, porque no parece justo que quien deba una cantidad, no la deba para siempre. Porque no parece razonable ni tampoco justo que el tiempo proteja al deudor y castigue al acreedor, porque no parece que responda a una idea de justicia que quien ha sufrido un daño, pierda en un breve plazo el derecho a ser justamente resarcido.

Pero a la vez, y aunque resulte paradójico, es una institución necesaria. Necesaria en una sociedad que precisa que el tiempo borre relaciones jurídicas desatendidas, que mire más al futuro que el pasado, que purgue derechos tras razonables lapsos temporales sin noticia de su existencia. ¿Si ni el acreedor ni el deudor muestran interés alguno en la pervivencia de un concreto derecho, tiene sentido que el ordenamiento jurídico permita su subsistencia? ¿Existe interés general en mantener derechos privados sine die? Claro está que no. Aunque las nuevas tecnologías permitan la conservación de la información de forma ilimitada, la lógica aconseja que en las relaciones jurídicas es necesario y conveniente pasar página, cerrar etapas y borrar el pasado remoto parar seguir nuestro camino, libres de ataduras.

Lo contrario sería absurdo. Reclamaciones eternas, transmitidas de una a otra generación, con la dificultad probatoria que ello entrañaría, enfrascados en litigios perpetuos, inacabables, con eventuales devengos de intereses que producirían sonrojo, inundando Juzgados y Tribunales, con sucesiones procesales, generación tras generación, de tal modo que el origen de la concreta deuda reclamada se remontaría a la noche de los tiempos. En suma, algo disparatado. Hasta en materia tributaria, a pesar del interés público subyacente, se aplica el instituto de la prescripción, prueba palmaria de la necesidad social de su existencia.

Pero también la prescripción funciona como verdadero baremo de la fortaleza de un concreto derecho, que se resuelve en la asignación de un mayor o menor plazo prescriptivo. La atribución legislativa de una mayor duración del plazo prescriptivo como símbolo tangible de la importancia de un derecho, también se aprecia en otros ámbitos, como el penal, en el que el plazo de prescripción de los delitos es directamente proporcional a su gravedad, de tal suerte que los delitos que atacan bienes jurídicos especialmente valiosos, tiene asignados largos plazos prescriptivos.

En el ámbito civil, especialmente, asistimos de alguna manera a una especie de discriminación prescriptiva, pues de la lectura del Código civil, pronto apreciamos que los plazos exigibles para consumarse la prescripción se elevan exponencialmente en la usucapión de inmuebles frente a la de muebles, o en la prescripción de acciones en un rango que puede multiplicarse incluso por veinte (acciones hipotecarias frente a las de responsabilidad civil). Esa jerarquización es apreciable incluso en la propia sistemática del Código civil, en la que se arranca el establecimiento de los plazos prescriptivos comenzando por los de mayor duración, para terminar por los más breves, lo cual sin duda no es casual.

Cuando el estudioso aborda la figura de la prescripción, enseguida constata que está plagada de aparentes contradicciones, pues la jurisprudencia constantemente pone de relieve que, al ser un instituto limitativo de derechos, su apreciación por los Tribunales ha de ser necesariamente objeto de una interpretación fuertemente restrictiva, pero a renglón seguido se afirma que las causas de su interrupción también han de recibir un tratamiento restrictivo.

La idea de redactar una obra que abordase un estudio unitario de la prescripción en el Derecho de obligaciones, nos pareció un verdadero desafío, un reto para cualquier estudioso, como lo constata el hecho de que, en más de un siglo de producción científica, apenas podamos contar con los dedos de una mano las obras que hayan acometido esta tarea.

Hemos querido dar una especial relevancia a los aspectos procesales, tradicionalmente orillados en esta materia, pues se presentan inescindibles de las cuestiones sustantivas y permiten, a nuestro juicio, obtener una perspectiva más precisa y coherente de las soluciones aportadas. No en vano la prescripción es, ante todo, una excepción procesal.

La obra que tiene el lector ante sí, se ha estructurado de la forma más intuitiva posible, reforzada con un ingente aparato doctrinal y, especialmente, jurisprudencial, que facilitará la labor de quien acceda a sus páginas. En ella se han volcado años de experiencia investigadora, docente y profesional de sus autores, por lo que merece destacar la utilidad de su contenido, que creemos firmemente que no defraudará a quienes se adentren en sus páginas, en las que no se ha eludido ninguna materia, por espinosa que resulte.

En el Capítulo 1 se aborda el estudio del tiempo y su influencia en las relaciones jurídicas, con un detallado análisis del cómputo de los plazos en las distintas esferas jurídicas.

En el Capítulo 2 se acomete un exhaustivo análisis de la totalidad de las diversas instituciones jurídicas en las que el transcurso del tiempo es uno de sus elementos configuradores, analizando con detalle sus similitudes y diferencias con la figura de la prescripción. Nos hemos decantado por un planteamiento y enfoque novedoso que, hasta ahora, no se había realizado en otros estudios de esta naturaleza. Por ello se acomete un análisis de las diferencias de la prescripción con la caducidad, con la preclusión procesal, con la caducidad de la acción ejecutiva, con la caducidad de la instancia y con la Verwirkung. En contra de lo que pudiera parecer, todas estas instituciones jurídicas a las que hemos hecho alusión y en las que el tiempo es uno de sus elementos configuradores, no funcionan como compartimentos estancos, ajenas entre sí, pues aunque su objeto, causas, estructura y razón de ser pueda ser dispar, en ocasiones constatamos que la concurrencia de una puede, como efecto directo o reflejo, hacer que se produzca o manifieste otra. Es por ello, a nuestro juicio, necesario acometer el estudio de las interrelaciones que existen entre ellas, en especial, con el instituto de la prescripción extintiva.

El Capítulo 3 se ha reservado para el estudio de las nuevas orientaciones sobre la prescripción extintiva en los Textos Armonizadores, internacionales y europeos, donde se da cumplida noticia de esta importante materia.

Una figura tan controvertida, como se constata de la lectura de la ingente producción jurisprudencial que provoca, es determinar el momento de inicio del plazo prescriptivo, verdadero caballo de batalla en múltiples procedimientos, en los que la controversia gira en torno a ese detalle, no menor, con el consiguiente efecto de considerar el derecho vivo o prescrito. Se ha considerado conveniente residenciar esta importante cuestión en un capítulo específico de esta obra, concretamente el número 4.

Los Capítulos 5, 6, 7 y 8 se destinan a desentrañar los distintos modos de interrumpir la prescripción, esto es, la interrupción judicial, con especial atención a los procedimientos concursales, la reclamación extrajudicial y, por último, el reconocimiento por parte del deudor del derecho.

A la suspensión de la prescripción y a la fijación de plazos prescriptivos máximos, se dedican los Capítulos 9 y 10. Se ha prestado especial atención a la cuestión de limitar la vida máxima de los plazos prescriptivos, técnica que, a fecha de hoy, no existe con carácter general en nuestro ordenamiento jurídico, aunque sí en la legislación especial y en los Derechos Civiles Autonómicos.

A la prescripción de las obligaciones con pluralidad de sujetos obligados y a los supuestos de fianza, se destinan los Capítulos 11 y 12, donde se desgrana con especial atención los supuestos de solidaridad, tanto propia como impropia, o inclusive dentro de la Ley de Ordenación de la Edificación.

Los Capítulos 13, 14 y 15 van dirigidos al análisis de las interrelaciones entre prescripción y compensación, inclusive dentro del concurso, así como la renuncia a la prescripción, e igualmente a los posibles pactos sobre esta materia, realizados al amparo de la autonomía privada.

La clásica regla contra non valentem, su aplicación y efectos, son materia del Capítulo 16 de nuestro estudio.

Se cierra la obra (Capítulos 17 y 18) con las normas de derecho transitorio y con las prescripciones especiales, de las que se hace un estudio detallado, tanto en el Código civil, como en los Derechos civiles de Cataluña y Navarra, y en algunas leyes especiales.
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Capítulo 1 La influencia del tiempo en las relaciones jurídicas


 1.   El tiempo en el Derecho

El tiempo y su cómputo son consustanciales para el ejercicio de los derechos y el cumplimiento de las obligaciones: los derechos (1)  nacen, viven y mueren, por lo que manejar una reglas claras, comunes y preestablecidas se revela esencial. Sólo así podremos determinar si un derecho se ha ejercitado a tiempo (o a destiempo), si una obligación se ha cumplido de forma puntual o intempestiva, si un derecho ha o no nacido o si se ha extinguido por prescripción.

Como nos indica Andrew Robinson, «Desde los albores de la civilización, las medidas han definido la sociedad, el gobierno y el progreso. Delimitar tierras, sembrar cosechas, erigir palacios, comerciar, gravar con impuestos, establecer registros y celebrar festividades son actividades que exigían que la longitud, el área, el volumen, el ángulo, el peso, el valor monetario, la lengua y el tiempo fuesen cuantificados y sistematizados» (2) . A través de la ciencia, las medidas alumbraron el mundo moderno, pues nos guste o no, nuestras vidas están reguladas por el tiempo (3) . Vivimos pendientes del calendario. Relojes, agendas y alarmas gobiernan nuestras vidas. Jornadas laborales o escolares, horarios comerciales, vacaciones, viajes, efemérides, cumplimiento de obligaciones legales o tributarias, plazos y términos, son tan consustanciales con nuestras vidas que disponer de unas reglas estandarizadas se alza como algo imprescindible para nuestra civilización (4) . Nuestras vidas y rutinas están sometidas al calendario. No obstante —destaca David Ewing Duncan (5) — en los tiempos modernos damos por sentado el mecanismo del actual calendario, pero no siempre ha sido así, pues durante miles de años, el esfuerzo por medir el tiempo y crear un calendario factible ha sido una de las grandes luchas de la humanidad, un enigma para los astrónomos, matemáticos, sacerdotes, reyes y todos los que han necesitado contar los días que faltan para la siguiente cosecha, calcular la fecha para el pago de los impuestos, o los sacrificios para calmar a un dios colérico, hasta el punto de poder afirmarse que la misma ciencia arrancó de la necesidad humana de comprender el paso del tiempo, de domeñar el avance de la vida e imponerle un sentido del orden.

El calendario es, en suma, fruto del afán del ser humano por medir el tiempo, que culminó con la implantación del calendario gregoriano, que es el actualmente empleado de manera oficial en casi todo el mundo. Se denomina así por su promotor, el Papa Gregorio XIII (6) . Este calendario sustituyó (7)  en 1582 al denominado calendario juliano, que se utilizaba desde que Julio César lo instaurara (8)  en el año 46 A.C (9) . El calendario gregoriano fue aplicado inmediatamente por los estados católicos europeos (10) , y fue progresivamente adoptado por otros países hasta su plena implantación a lo largo del siglo XX (11) , no sin algunos paréntesis en los que se abandonó, como aconteció durante la Revolución Francesa con la creación de un nuevo calendario (12) , denominado «Calendario de la Razón», «Calendario Revolucionario» o simplemente «Calendario Republicano» (13) , que se aplicó en Francia (14)  desde 1792 hasta que en 1806 Napoleón reinstauró sin pestañear (15)  el calendario gregoriano (16) . El denominado «Calendario Revolucionario» fue simbólicamente recuperado por la Comuna de París en 1871 (17) .

Respecto a la duración de cada una de las unidades de medida del tiempo, dispone el art. 60.1 CCom que «en todos los cómputos de días, meses y años se entenderán: el día, de veinticuatro horas; los meses, según estén designados en el calendario gregoriano, y el año, de 365 días» (18) . No obstante, este enunciado debe ser objeto de algunas matizaciones, que será abordadas en las páginas siguientes, y a lo largo de esta obra.

2.   El cómputo del tiempo

Computar el tiempo equivale a medirlo. El cómputo exacto del tiempo resulta fundamental en todas las instituciones en las que el legislador toma en consideración el factor temporal para determinar la posible adquisición o pérdida de derechos. Así ocurre con la prescripción extintiva en la que, aunque haya transcurrido un sólo día o pocos días desde la finalización del plazo previsto por la ley, la prescripción ya habrá tenido lugar y, por tanto, podrá ser alegada por quien la ha ganado a su favor. Esta circunstancia se pone claramente de relieve en el caso resuelto por la STS (1ª) 16 Mar. 2010 (ECLI:ES:TS:2010:1287): el plazo de prescripción, en una acción de responsabilidad civil, había concluido muy pocos días antes de presentarse la demanda. Aunque el Juzgado de Primera Instancia y la Audiencia consideran que «el plazo transcurrido no es excesivo y que, en consecuencia, no puede apreciarse la existencia de una dejación de su derecho por parte de la actora», el Tribunal Supremo casa la sentencia precisamente por entender que la jurisprudencia no puede derogar, por vía de interpretación, el instituto jurídico de la prescripción, «pues ello aparece prohibido por el ordenamiento jurídico. El plazo prescriptivo es improrrogable y lo propio sucede con los iniciados en virtud de interrupciones anteriores como es el caso, y sería contrario a la seguridad jurídica distinguir entre pequeñas y grandes demoras, algo que no tiene el mínimo apoyo legal ni jurisprudencial, por lo mismo que siempre se ha negado la posibilidad de interpretación extensiva de los supuestos de interrupción».

Para realizar el cómputo del tiempo el ordenamiento jurídico utiliza las unidades convencionales fijadas por segundos, minutos, horas, días, semanas, meses o años.

El sistema de cómputo de momento a momento al que suele denominarse «cómputo natural», apenas es utilizado por ningún ordenamiento jurídico. Este sistema es poco práctico, pues supone realizar el cómputo teniendo en cuenta la hora y minuto del momento inicial: obliga a conocer el instante exacto a partir del cual se realiza el cómputo del plazo. El CC no utiliza este sistema (19) , pues aboca a grandes dosis de inseguridad. De hecho, para evitar equívocos en cuanto al momento en el que se adquiere la mayoría de edad, a pesar de que en el Registro Civil consta la hora exacta del nacimiento, y la inscripción «hace fe del hecho, fecha, hora y lugar del nacimiento» (art. 44.2 LRC), el art. 315 CC dispone: «Para el cómputo de los años de la mayoría de edad, se incluirá completo el día del nacimiento».

Ello quiere decir que si una persona nació a las 19:50 horas del día el 15 de diciembre de 2002, adquiere la mayoría de edad a las 0:00 horas del día 15 de diciembre de 2020. Es decir, a efectos de la adquisición de la mayoría de edad, es indiferente a qué hora se haya nacido el día 15 de diciembre de 2002 (20) , pues en cualquier caso se adquiere la mayor edad a las 0:00 horas del día 15 de diciembre de 2020 (21) .

No obstante, el art. 30.1, ap. 2.º de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas (LPAC-AP), prevé el cómputo por horas: «Los plazos expresados por horas se contarán de hora en hora y de minuto en minuto desde la hora y minuto en que tenga lugar la notificación o publicación del acto de que se trate y no podrán tener una duración superior a veinticuatro horas, en cuyo caso se expresarán en días».

La generalización de los Registros electrónicos ha hecho que adquiera una relevancia esencial el momento temporal exacto de presentación, porque permite la presentación de solicitudes y documentos durante las veinticuatro horas del día. Así, dentro de las reglas de funcionamiento del registro electrónico de las Administraciones Públicas, según el art. 31.2.a) de la Ley 39/2015, se permite la presentación de documentos todos los días del año durante las veinticuatro horas. En similares términos, el art. 135 de la LEC (22)  dispone que «Se podrán presentar escritos y documentos en formato electrónico todos los días del año durante las veinticuatro horas».

La cuestión reviste especial importancia en cuanto a la presentación de documentos en el Registro de la Propiedad, teniendo en cuenta el posible cierre registral y el principio de prioridad (arts. 17, 24 y 25 LH). Como recuerda la RDGRN 18 Jun. 2013 (BOE núm. 178, de 26 de julio, pp. 54870-54872): «El registrador, en estricto cumplimiento del principio de prioridad, ha de calificar, despachar y practicar los asientos por el orden cronológico en que han llegado al Registro». Por ello, contemplada la situación desde la perspectiva de la presentación telemática, el art. 252 LH se encarga de establecer el riguroso y orden temporal de despacho, teniendo en cuenta los títulos presentados en el día hábil precedente fuera de horas. Actualmente es obligatoria la llevanza del Libro de Entrada, cuya finalidad es establecer de modo inmediato la hora exacta de presentación de los documentos por todas las vías posibles en el Registro (23) .

El art. 252.2 LH se refiere a la presentación telemática del título, que ha de reflejar el sellado acreditativo del tiempo exacto con expresión de la unidad temporal precisa de presentación del título. La presentación telemática en el Registro de la Propiedad es objeto de regulación en los arts. 112 de la Ley 24/2001, de 27 de diciembre, de Medidas Fiscales, Administrativas y de Orden Social, y en los arts. 249 RN, 252 LH y 418 RH.

En cuanto a los documentos judiciales, hay que tener en cuenta las importantes y sucesivas reformas introducidas en la LEC por medio de la Ley 42/2015, de 5 de octubre, cuya Disposición Adicional primera impuso, a partir del 1 de enero de 2016, la obligatoriedad para todos los profesionales de la justicia y órganos y oficinas judiciales y fiscales, de emplear los sistemas telemáticos existentes en la Administración de Justicia para la presentación de escritos y documentos y la realización de actos de comunicación procesal en los términos de la ley procesal y de la Ley 18/2011, de 5 de julio, reguladora de las tecnologías de la información y la comunicación en la Administración de Justicia, respecto de los procedimientos que se inicien a partir de esta fecha (norma derogada y sustituida por el RDLey 6/2023, de 19 de diciembre, que ha regulado de forma más pormenorizada esta materia, dando un paso adelante con el establecimiento definitivo del expediente judicial electrónico y de las comunicaciones electrónicas, en cuya Exposición de Motivos se recoge el extenso iter legislativo recorrido). Se aplica, además, en esta materia el RD 1065/2015, de 27 de noviembre, sobre comunicaciones electrónicas en la Administración de Justicia en el ámbito territorial del Ministerio de Justicia y por el que se regula el sistema LexNET, que se desarrolla hoy por el RDLey 6/2023; y la Resolución de 15 de diciembre de 2015, de la Secretaría General de la Administración de Justicia, aprueba el modelo de formulario normalizado previsto en el RD 1065/2015. Todo ello conlleva la posibilidad de remisión electrónica del documento, que se considera auténtico, no por la constancia de un sello y firma manuscrita, sino por la existencia de un Código Seguro de Verificación (CSV), comprobable a través del enlace correspondiente de la página web del Ministerio de Justicia.

Así lo han venido a reconocer, entre otras, dos RRDGRN de 23 Mar. 2017 (BOE núm. 83, de 7 de abril de 2017, pp. 28115-28119, y 28120-28123), que admiten incluso que, generado electrónicamente un mandamiento de judicial y remitido del mismo modo al Procurador de la parte actora, este proceda a su traslado a soporte papel, es decir, a imprimirlo, y a su presentación en el Registro de la propiedad, siempre que el documento presentado refleje, al pie en cada una de sus hojas su Código Seguro de Verificación (CSV), la advertencia de que permite la verificación de la integridad de la copia del documento electrónico en la web https//www.administraciondejusticia.gob.es, la afirmación de que el documento incorpora firma electrónica reconocida de conformidad con la Ley 59/2013, de 19 de diciembre, de firma electrónica, así como la identidad del firmante, fecha y hora (24) .

Por otro lado, cabe distinguir entre plazos y términos (25) , pues a diferencia de la expresión «término», que indica la fecha o momento exacto en que debe realizarse un concreto acto (el cumplimiento de un contrato o una determinada actuación procesal) (26) , con la expresión «plazo» se indica un período de tiempo dentro o a partir del cual, debe realizarse un determinado acto, lo que necesariamente exige computarlo. Por ejemplo, se conceden veinte días para presentar una solicitud de una subvención ante la Administración, o para contestar a una demanda.

Los plazos pueden ser de muy diverso tipo. Podemos encontrarnos con plazos «durante los cuales» se puede realizar un determinado acto. Por ejemplo, los del art. 844 CC, que fija el plazo de un año para comunicar la decisión de pago en metálico de la legítima desde la apertura de la sucesión: la notificación se puede hacer cualquier día, siempre que sea anterior al transcurso del plazo de un año (se puede hacer durante ese año, en cualquier momento). Podemos también estar ante plazos «a partir de los cuales» se va a producir un determinado efecto, como ocurre con la entrada en vigor de las leyes y el art. 2.1 CC.

Al margen de las peculiaridades antes citadas que plantean los registros electrónicos, vamos a centrarnos en la manera de computar los plazos por días, meses o años. A los efectos del cómputo de los plazos de prescripción (de caducidad, o de preclusión procesal) proporcionan más seguridad jurídica los sistemas de cómputo que no toman en consideración las fracciones de tiempo inferiores a un día. Este el sistema que sigue nuestro CC en su art. 5, y es el que se sigue en otras leyes de carácter administrativo, procesal o laboral. No obstante, la manera de computar los plazos en cada caso es diferente, y puede provocar una cierta confusión. De ahí la importancia de la calificación del plazo, como cuestión previa, sobre la que insistiremos a lo largo de estas líneas.

3.   El cómputo civil de los plazos

En Derecho Privado, mientras una norma específica no establezca lo contrario, el cómputo de los plazos se realiza con arreglo a lo establecido en el art. 5 CC. Según el núm. 1 de este precepto: «Siempre que no se establezca otra cosa, en los plazos señalados por días, a contar de uno determinado, quedará éste excluido del cómputo, el cual deberá empezar en el día siguiente; y si los plazos estuviesen fijados por meses o años, se computarán de fecha a fecha. Cuando en el mes del vencimiento no hubiera día equivalente al inicial del cómputo, se entenderá que el plazo expira el último del mes». A ello se añade en su núm. 2 otra regla general: «En el cómputo civil de los plazos no se excluyen los días inhábiles». Se hace preciso distinguir, por un lado, el cómputo por días, y por otro, el cómputo por meses o años.

3.1.   Cómputo por días

3.1.1.   Reglas aplicables al cómputo por días

Para el cómputo civil por días, el art. 5 CC establece dos reglas claras:


	
a)  Se cuentan los días naturales, es decir, todos los días, sin excluir los inhábiles. Así pues, como se trata de días naturales se incluyen en el cómputo todos los días, inclusive domingos y festivos.

	
b)  El día inicial de un plazo no se cuenta, el cómputo se inicia al día siguiente. Esta misma regla se recoge en el art. 1130 CC para el cómputo de las obligaciones a plazo: «Si el plazo de la obligación está señalado por días a contar desde uno determinado, quedará éste excluido del cómputo, que deberá empezar en el día siguiente».Ejemplos:


	
1)  Si en un contrato celebrado el día 18 de mayo de 2023 se pacta que la mercancía debe entregarse a uno de los contratantes dentro del plazo de 10 días, el cómputo se iniciará el día 19 de mayo y terminará transcurrido totalmente el día 28 (el plazo de entrega expira a las 24:00 horas del día 28 de mayo): se cuentan todos los días naturales, siendo indiferente que existan días festivos dentro del plazo.

	
2)  Si una Ley se publica en el BOE el día 18 de mayo de 2022, y en ella se establece que entrará en vigor a los 10 días de su publicación en el BOE, dicha Ley entrará en vigor a las 0:00 horas del día 28 de mayo (o sea el décimo día a partir de la publicación, excluyéndose del cómputo el día inicial).Nótese la diferencia que existe entre plazo durante el cual se puede realizar un acto y un plazo a partir del cual entrará en vigor. En ambos casos el día clave es el día 28 de mayo, pero en el primer caso la mercancía se puede entregar hasta las 24 horas del día 28 de mayo (desde que se celebró el contrato hasta las 24:00 horas del día 28 de mayo), y en el segundo caso la ley entra en vigor a las 0:00 horas del día 28 de mayo (a partir de las 0:00 horas del día 28 de mayo).









Debe tenerse muy en cuenta la redacción de la norma aplicable. En el caso resuelto por la STS (1ª) 26 Abr. 2000 (ECLI:ES:TS:2000:3490), se estudia el contenido del art. 15 LPH, conforme al cual «la citación para la junta ordinaria anual se hará, cuando menos, con seis días de antelación» (lo que en la actualidad se contempla en el art. 16.3 LPH). La citación para la Junta se había practicado a las 17:00 horas del día 20 de marzo de 1992, para celebrarse el 26 de marzo de 1992, a partir de las 17:00 horas. El TS considera que, recibida la citación el 20 de marzo de 1992, tal día no entra en el cómputo que comienza el siguiente, día 21 y alcanza seis días, a la celebración de la Junta, de manera que esta no se produce con los «seis días de antelación» legalmente exigibles, porque para ello sería preciso que la Junta se hubiera celebrado el día 27 de marzo de 1992 (27) .

3.1.2.   El día final del cómputo

El art. 5.1 CC prevé la exclusión del día inicial en el cómputo de los plazos, pero no establece nada en cuanto al día final. A los efectos del cumplimiento de obligaciones es doctrina pacífica que el día final debe ser computado por entero, pues si se excluye el día inicial y nada se prevé sobre el día final, es porque éste debe ser contado por entero (28) , lo cual parece razonable, pues sólo así el plazo se disfruta en su integridad. Es de cita obligada en este punto el clásico aforismo dies a quo non computatur in termino, sed computatur dies ad quem, es decir, el día desde el que se inicia el plazo no se computa, pero sí el día final (29) . En este mismo sentido se pronuncia la jurisprudencia (30) .

Además, como se destaca en la STS (1ª) 21 Jun. 2019 (ECLI:ES:TS:2019:2026), en el día final del cómputo no resulta aplicable el art. 130.3 LEC, conforme al cual la demanda debería haberse presentado antes de las 20 horas, porque el plazo de prescripción es civil, no procesal. En este caso el plazo de prescripción finalizaba el 20 de febrero de 2018, y la demanda se había presentado en el sistema LexNET a las 22:40 horas de ese mismo día 20 de febrero y, por lo tanto, dentro del plazo.

Sin embargo, este debate hoy no se plantearía ante la nueva redacción del art. 135.5 LEC, fruto del RDLey 6/2023, que permite ahora presentar escritos sujetos a plazo sustantivo hasta las quince horas del inmediato día hábil posterior a su vencimiento.

Ello nos obliga a reelaborar y redefinir el problema de la determinación del día final del cómputo de los plazos cuando, para la articulación de un derecho sustantivo, se requiere su ejercicio procesal (v. gr., la reclamación judicial de una indemnización por responsabilidad extracontractual cuyo pago rechaza o no admite el causante del daño).

Para una mejor comprensión de esta importante cuestión, creemos conveniente analizar la evolución legislativa y jurisprudencial acontecida estructurándola a través de tres etapas a nuestro juicio claramente diferenciables. Así, podremos ver cómo ha sido resuelto el problema de que, en ocasiones, el derecho material sólo podría articularse, es decir, materializarse, a través del ejercicio de una acción procesal, para cuya promoción el justiciable debía adaptarse a las reglas procesales que, en ese momento normativo y organizativo, estaban vigentes.

Un primera etapa arranca con la entrada en vigor de la LEC, pues con la legislación anterior (LEC 1881), sí que era posible la presentación de cualquier escrito (demandas inclusive) ante el Juzgado de Guardia.

El problema que se planteó con la vigente LEC es que la nueva regulación (ap. 1 y 2 del art. 135 LEC, en su redacción original), no admitía la presentación en el Juzgado de Guardia de escritos dirigidos a los tribunales civiles, aunque sí permitía la presentación de los escritos procesales sometidos a plazos preclusivos hasta las quince horas del día hábil siguiente al del vencimiento del plazo ante la Secretaría del Tribunal, Oficina o Registro.

Por lo tanto, la interposición de una demanda en el ejercicio de un derecho cuyo plazo sustantivo caducaba o prescribía un día procesalmente inhábil (v. gr., un retracto), no era legal ni materialmente posible, toda vez que la Oficina, Decanato o Registro estaba cerrada y el Juzgado de Guardia inadmitía su presentación. Como vemos, asistíamos a una disfunción cuando el derecho sustantivo (acción de retracto) sólo podía materializarse mediante el ejercicio de una acción procesal ante los Tribunales (interposición de la correspondiente demanda). El problema no era menor, pues al ser distinto el sistema de cómputo civil del procesal, el justiciable veía que su plazo sustantiva podía verse literalmente recortado por la organización procesal, acomodada especialmente en el ámbito civil, a un calendario de días hábiles.

La cuestión que se planteó en el caso resuelto por la SAP Valladolid (Secc. 3ª) 9 May. 2011 (ECLI:ES:APVA:2011:660), gira en torno a sistema de cómputo de los plazos sustantivos tras la vigencia de la LEC, cuando el ejercicio del derecho sustantivo se articula a través de un cauce procesal. Se trata del ejercicio de una acción de retracto arrendaticio rústico. La notificación de la enajenación se había realizado al arrendatario el 8 de diciembre de 2008, y la demanda se había interpuesto el 26 de febrero de 2009. El demandante mantenía que el retracto se había ejercitado dentro del plazo de los 60 días hábiles a que se refiere el art. 22 de la LAR, pero para ello alegaba que debían excluirse del cómputo, además de los domingos, los sábados, así como los días 24 y 31 de diciembre. La sentencia pone de relieve que se trata de un plazo de naturaleza sustantiva y no procesal, y que para cuyo cómputo no pueden quedar excluidos, como inhábiles, los sábados ni los días 24 y 31 de diciembre:


«No hay duda de que estamos ante un plazo que es de carácter civil y sustantivo y no procesal, atendida la diferenciación que repetidamente ha venido señalando nuestra jurisprudencia (…) que considera que únicamente ofrecen carácter procesal los que tienen su origen o punto de partida en una actuación de igual clase (notificación, citación, emplazamiento o requerimiento), por lo que no están comprendidos aquellos en que se asigna un determinado plazo para el ejercicio de una acción o un derecho jurídico material como es el caso del retracto rustico que aquí se quiere ejercitar. Y por otra parte, tampoco hay duda de que se trata, como ambas partes reconocen, de un plazo de caducidad, fatal y perentorio, de modo que necesariamente el retracto debe ejercitarse en el período que determina la ley, transcurrido el cual decae y caduca el derecho siendo esta, la caducidad, una institución que normalmente opera en el ámbito del Derecho material o sustantivo, y no del Derecho procesal.

Pues bien, partiendo de tales premisas, el cómputo de dicho plazo, 60 días hábiles, y más concretamente la determinación de cuales sean días hábiles o inhábiles a tal efecto, que es esencia lo que constituye la cuestión controvertida, debe hacerse acudiendo, no a los dispuesto en las normas procesales reguladoras de plazos o actuaciones procedimentales o judiciales, que es lo que postula y defiende la parte recurrente invocando la aplicación de lo dispuesto en los articulo 182 LOPJ y 130 de la LEC, sino que ha de debe acudirse a las pautas y criterios que para el cómputo de plazos civiles vienen marcados por la normativa sustantiva sea general (artículo 5 CC) o especial de cada caso (artículos 88 y 91 LAR).

El hecho de que el artículo 5 CC establezca como regla general que en el cómputo civil de los plazos no se excluyen los días inhábiles, mientras que el artículo 88 de la LAR hable de 60 días hábiles, no significa, cual interesadamente interpretar el recurrente, que ello altere la naturaleza sustantiva y perentoria del plazo de retracto, ni tampoco que el cómputo del mismo deba hacerse aplicando sin más, la regulación procesal que fija los días y horas hábiles, pues como antes dijimos, esta habilidad exclusivamente se refiere a plazos y actuaciones procesales y no sustantivas o civiles, como es el caso. Constituye por consiguiente, la habilidad a que se refiere el artículo 88 LAR una mera excepción a la regla general contenida en el artículo 5 CC, que como tal debe ser objeto de una interpretación restrictiva (…).

Quiere decirse en suma que para el computo civil de los 60 días no cabe excluir como inhábiles los sábados ni los días 24 y 31 de diciembre (tampoco lo sería el mes de agosto), cual pretende el recurrente, sino exclusivamente los domingos y días festivos previstos por la normativa específica de cada ámbito (Nacional, Autonómico o Local), cual mantiene la parte recurrida y sentencia apelada concluyendo así, con buen criterio, que cuando la presente demanda fue presentada (26 de febrero 2009), la acción de retracto ya había caducado 7 días antes (19 de febrero 2009), ya que el actor tuvo perfecto conocimiento de las condiciones de venta de las fincas objeto de dicho retracto el 7 de diciembre de 2008».



Como puede comprobarse, resulta clave en este caso la calificación del plazo aplicable (civil o procesal), porque la manera de realizar el cómputo es diferente, hasta el punto de que decae el derecho del arrendatario por su ejercicio extemporáneo. No obstante, en los casos como el resuelto por esta sentencia, en que el ejercicio del derecho sometido a plazo de prescripción o caducidad se realiza a través de un acto de naturaleza procesal (como es la presentación de una demanda de retracto), cabía plantear la posibilidad de tomar en consideración que el último día del plazo sea inhábil a efectos procesales. No se trataba de aplicar las reglas del cómputo procesal de los plazos, sino exclusivamente de aquellas que se refieren al problema de la inhabilidad procesal del último día del plazo. En este sentido, lo único que podría tenerse en cuenta es lo previsto en el art. 133.4 LEC: «Los plazos que concluyan en sábado, domingo u otro día inhábil se entenderán prorrogados hasta el siguiente hábil». En este sentido, se pronuncia también la citada SAP Valladolid (Secc. 3ª) 9 May. 2011 (ECLI:ES:APVA:2011:660):

«Y ningún óbice representa para la conclusión anterior la doctrina contenida en las recientes sentencias del TS (v.gr. STS 22 de enero de 2009, 29 de abril 2009 de Pleno y 30 de abril de 2010), pues se limita a considerar adecuado presentar la demanda de retracto el primer día hábil siguiente a aquel en el que finalizaba el plazo de ejercicio del derecho de retracto argumentando literalmente que "una interpretación razonable de la norma y de los intereses en juego no puede originar como resultado final un efecto contrario al derecho fundamental a obtener la tutela judicial efectiva de los Jueces y Tribunales en el ejercicio de los derechos e intereses legítimos, desde el momento en que se privaría al titular de un derecho, como el de retracto, a disponer de la totalidad del plazo concedido por la Ley, incluso aunque se arbitraran mecanismos organizativos distintos de acceso a los órganos judiciales (inexistentes en la actualidad, puesto que los juzgados no permanecen abiertos durante las veinticuatro horas del día, y no es posible la presentación de escritos ante el Juzgado que presta servicio de guardia), pues siempre dispondría de la facultad de agotarlo en su integridad, y de esta facultad no puede ser privado por las normas procesales u orgánicas que imposibilitan el pleno ejercicio de la acción ante los órganos judiciales"».


La cuestión, exclusivamente referida al ejercicio judicial del derecho de retracto, fue igualmente contemplada por el TS, que apuntó la posibilidad de aplicar el art. 135 LEC, que antes de su reforma por medio del RDLey 6/2023 literalmente establecía: «La presentación de escritos y documentos, cualquiera que fuera la forma, si estuviere sujeta a plazo, podrá efectuarse hasta las quince horas del día hábil siguiente al del vencimiento del plazo (…)». En este sentido, se pronuncia la STS (1ª) 29 Abr. 2009 (ECLI:ES:TS:2009:2391:


«Esta regla permite la presentación de escritos sujetos a plazo hasta las quince horas del día siguiente hábil al del vencimiento, pero se trata de una regla que está prevista para los plazos procesales y no para los sustantivos en los que se atiende al hecho objetivo de la falta de ejercicio de la acción a la que se vincula dentro del plazo prefijado. La diferenciación entre unos y otros es evidente, y así lo ha señalado con reiteración esta Sala, al señalar que únicamente ofrecen carácter procesal los que tengan su origen o punto de partida de una actuación de igual clase (notificación, citación, emplazamiento o requerimiento), entre los que no están aquellos a los que se asigna un determinado plazo para el ejercicio de una acción (…). Sin duda, el plazo de sesenta días que establece el artículo 47 LAU para el ejercicio de la acción de retracto por el arrendatario de viviendas urbanas es de caducidad, lo que exige que el derecho se ejercite en un período determinado, transcurrido el cual decae, y la institución de la caducidad opera, en principio, en el ámbito propio del Derecho material o sustantivo y no en el del Derecho procesal, en cuyo cómputo se incluyen los días inhábiles, a diferencia de los plazos propios del proceso, tal como establece el artículo 5 CC.

Ahora bien, la acción judicial que pone en movimiento el derecho de retracto sólo se materializa a través de la presentación de una demanda que formula el titular del derecho ante el órgano jurisdiccional, y este acto de presentación es un acto de naturaleza procesal que da lugar con su admisión a la iniciación del proceso —y consiguiente litispendencia (artículo 410 LEC)— en el que ha de ventilarse necesariamente el derecho frente a quien lo niega. Como tal está sujeto a las normas que regulan el procedimiento, incluidas las del artículo 135 LEC, pues se trata de la presentación de un escrito mediante el que actúa procesalmente el derecho a partir del día siguiente en que concluye el plazo civil que tenía para hacerlo efectivo, aproximando de una forma justa y razonable unos y otros plazos. No es, por tanto, un problema de plazos, pues su computación no se ve alterada, ni se prolongan los sesenta días de los que dispone el interesado. Se trata de permitir al titular de un derecho cuyo ejercicio se encuentra sometido a plazo de caducidad disponer del mismo en su integridad, con perfecto ajuste a lo dispuesto en el artículo 5 CC que aunque no menciona si el día final del cómputo ha de transcurrir por entero habrá de entenderse que es así pues no excluye aquel precepto en su texto el día de su vencimiento a diferencia de lo que dispone sobre el día inicial [SSTS (1ª) 3 Oct. 1990 y 17 Nov. 2000, entre otras].

Por lo demás, una interpretación razonable de la norma y de los intereses en juego no puede originar como resultado final un efecto contrario al derecho fundamental a obtener la tutela judicial efectiva de los Jueces y Tribunales en el ejercicio de los derechos e intereses legítimos, desde el momento en que se privaría al titular de un derecho, como el de retracto, a disponer de la totalidad del plazo concedido por la Ley, incluso aunque se arbitraran mecanismos organizativos distintos de acceso a los órganos judiciales (inexistentes en la actualidad, puesto que los juzgados no permanecen abiertos durante las veinticuatro horas del día, y no es posible la presentación de escritos ante el Juzgado que presta servicio de guardia), pues siempre dispondría de la facultad de agotarlo en su integridad, y de esta facultad no puede ser privado por las normas procesales u orgánicas que imposibilitan el pleno ejercicio de la acción ante los órganos judiciales» (31) .



En cualquier caso, la posibilidad de aplicar al cómputo civil los arts. 133.4 y 135.1 LEC debía ser objeto de interpretación restrictiva, extensible sólo al ejercicio de retractos u otras acciones de necesaria promoción jurisdiccional, como lo son —entre otras— la impugnación de acuerdos sociales, o de acuerdos de Juntas de Comunidades de Propietarios, por considerar que no es posible su ejercicio extrajudicial. De este modo, la jurisprudencia mantuvo la diferenciación clara entre plazos sustantivos y procesales, pero posibilitaba la aplicación a los plazos sustantivos de la normativa referente a los procesales, no en cuanto a su cómputo, sino en cuanto a su materialización (32) . No existía confusión ni asimilación de unos plazos y otros, sino que se trata de aplicar o computar los plazos procesales para hacer efectivos los plazos sustantivos (33) , toda vez que «(…) el derecho y la acción se ejercitan en la demanda y ésta es la que inicia el proceso. Existe una estrecha vinculación entre el plazo de caducidad, el derecho, el ejercicio de la acción y la interposición de la demanda», tal y como afirma la STS (1.ª) 11 Jul. 2011 (ECLI:ES:TS:2011:4876).

Esta era, a nuestro juicio, la esencia del problema como antes se ha apuntado: en ocasiones el derecho material sólo podría articularse, es decir, materializarse, a través del ejercicio de una acción procesal, para cuya promoción el justiciable debía adaptarse a las reglas procesales que, en ese momento normativo y organizativo (34) , no posibilitaban la presentación de una demanda un día festivo, pues no existía Oficina, Decanato o Registro disponible al efecto, máxime porque no es legalmente posible la presentación de escritos o demandas civiles en los Juzgados de Guardia (35) . De este modo, el modelo organizativo jurisdiccional, limitaba —restringiéndolo— el plazo sustantivo, que no permitía al justiciable disponer del plazo en su integridad (36) , lo que imponía a los Tribunales hacer una interpretación flexible, de tal suerte que, cuando el plazo sustantivo exigía la promoción de una acción procesal, su cómputo debía acomodarse a las posibilidades que el sistema organizativo jurisdiccional ofrecía (37) . Así, v. gr., si el plazo para el ejercicio de una acción de retracto caducaba un domingo, se permitía la presentación de la demanda en el inmediato día hábil posterior. Aunque la Ley 41/2007, de 7 de diciembre introdujo una pequeña modificación en el art. 135 LEC, dejó invariable su contenido esencial en esta materia.

La segunda etapa en esta cuestión arranca con la reforma del art. 135.1 LEC por medio de la Ley 42/2015. En efecto, el criterio jurisprudencial del año 2009, se compadecía mal y exigía ser revisado con la nueva redacción que, tras la Ley 42/2015, recibió el art. 135.1 de la LEC (38) : «Se podrán presentar escritos y documentos en formato electrónico todos los días del año durante las veinticuatro horas». También se aprovechó la ocasión para modificar y reubicar el apartado 1 del art. 135 LEC y llevarlo al apartado 5, con el siguiente contenido:


«La presentación de escritos y documentos, cualquiera que fuera la forma, si estuviere sujeta a plazo, podrá efectuarse hasta las quince horas del día hábil siguiente al del vencimiento del plazo.

En las actuaciones ante los tribunales civiles, no se admitirá la presentación de escritos en el juzgado que preste el servicio de guardia».



Ese importante cambio legal, en tanto en cuanto permitía presentar escritos todos los días del año durante las veinticuatro horas, inevitablemente exigía un replanteamiento de la cuestión. Nos explicamos: a partir de ese momento normativo y tecnológico, ningún obstáculo impedía la presentación de una demanda cualquier día y a cualquier hora (fuese hábil o inhábil procesalmente hablando), por lo que las conclusiones mantenidas por la antes citada STS (1ª) 29 Abr. 2009 (ECLI:ES:TS:2009:2391), no era ya defendibles, lo que significaba lisa y llanamente que el derecho sustantivo podía y debía materializarse conforme a sus propias reglas de cómputo, ya que la organización procesal (Oficina, Registro o Decanato), no limitaba, condicionaba ni restringía el ejercicio en plazo de los derechos y acciones. Así, la SAP Zaragoza (Secc. 4ª) 287/2020, de 20 Nov. 2000 (ECLI:ES:APZ:2020:1625) afirmó:


«En efecto el vigente art. 135.1 LEC, tras la reforma de la Ley 42/2015, dispone que "cuando las oficinas judiciales y los sujetos intervinientes en un proceso estén obligados al empleo de los sistemas telemáticos o electrónicos...remitirán y recibirán todos los escritos, iniciadores o no, y demás documentos a través de estos sistemas...", añadiendo que "se podrán presentar escritos y documentos en formato electrónico todos los días del año durante las veinticuatro horas". Y que "presentados los escritos y documentos por medios telemáticos, se emitirá automáticamente recibo por el mismo medio, con excepción del número de entrada de registro y de la fecha y la hora de presentación, en la que se tendrán por presentados a todos los efectos. En caso de que la presentación tenga lugar en día u hora inhábil a efectos procesales conforme a la ley, se entenderá efectuada el primer día y hora hábil siguiente". Lo que aclara, a lo que creo, el art. 32.3 de la Ley 18/2011.

Ahora no hay problema material para que el cómputo del plazo sustantivo se realice de forma autónoma respecto al procesal, y ello porque no hay ahora dificultad material en la presentación de escritos en cualquier hora y día, y que esa presentación tenga los efectos que tengan que tener en el orden sustantivo. Sin perjuicio de que la presentación en un momento inhábil, desde una consideración puramente procesal, se tenga por efectuada el primer día y hora hábil siguiente. En definitiva, si la parte lo puede presentar telemáticamente aunque sea en tiempo procesalmente inhábil debe así presentarlo si quiere respectar el plazo sustantivo».



Esta línea jurisprudencial creó un nuevo escenario (39)  o, como la propia sentencia comentada lo calificaba, un nuevo panorama (40) , a pesar de que ya la propia AP de Zaragoza se había pronunciado en dos ocasiones anteriores en idéntico sentido; resoluciones que pasaron desapercibidas (41) . Nos referimos a la SAP Zaragoza (Secc. 4.ª) 21 Dic. 2017 (ECLI:ES:APZ:2017:2741) y la SAP Zaragoza (Secc. 4ª) 5 Feb. 2018 (ECLI:ES:APZ:2018:239) (42) .

Sin embargo, cabe destacar que también encontrábamos otros pronunciamientos que se apartan de este criterio, es decir, que mantenían la vigencia de la línea jurisprudencial de la antes citada STS (1ª) 29 Abr. 2009 (ECLI:ES:TS:2009:2391); línea que entendían no había variado pese a la reforma del art. 135.1 de la LEC por la Ley 42/2015. Así la SAP Pontevedra (Secc. 1ª) 12 Sep. 2019 (ECLI:ES:APPO:2019:1911), o la posterior SAP Cáceres (Secc. 1ª) 30 En. 2020 (ECLI:ES:APCC:2020:155) (43) .

En todo caso, el criterio de la AP de Zaragoza parecía más acorde con la letra y espíritu del art. 135 de la LEC tras su reforma por la Ley 42/2015, pues los plazos sustantivos no cumplen ninguna finalidad en sí mismos considerados, sino como instrumento al servicio de la seguridad jurídica, por lo que, si un derecho tiene un plazo sustantivo asignado para su ejercicio, será su titular quien deba desplegar las medidas necesarias para su cumplimiento, y pudiendo promover su acción en cualquier momento, no cabe ampararse en recovecos procedimentales. De este modo, y parafraseando a la AP de Zaragoza, si la parte podía presentar telemáticamente su demanda, aunque fuese en tiempo procesalmente inhábil, debía así hacerlo, para poder de este modo respetar el plazo sustantivo (44) . Por lo tanto cabía disociar o deslindar los efectos sustantivos de la presentación de la demanda, que se producirán en el mismo día de su presentación (la no caducidad de la acción o la no prescripción del derecho), de los efectos procesales, que se producirán ex lege el inmediato día hábil posterior (la perpetuación de la jurisdicción, el comienzo de la litispendencia, la posible competencia del Tribunal, etc.).

La tercera e importante etapa en la evolución legislativa que estamos analizando, comienza con la reciente modificación del art. 135.5 por medio del RDLey 6/2023, que en su nueva redacción dispone:


«La presentación de escritos y documentos, cualquiera que fuera la forma, si estuviere sujeta a plazo, procesal o sustantivo, podrá efectuarse hasta las quince horas del día hábil siguiente al del vencimiento del plazo.

En las actuaciones ante los tribunales civiles, no se admitirá la presentación de escritos en el juzgado que preste el servicio de guardia».



Dos son, a nuestro juicio, las cuestiones que merece destacar. En primer lugar, se mantiene invariable la prohibición de presentar escritos para los tribunales civiles ante el Juzgado de Guardia (lo que obviamente se hace extensivo a demandas o cualquier otro escrito promotor).

En segundo y último lugar, cabe reseñar que la presentación de escritos y documentos si estuviera sujeta a plazo, sea este procesal o —ahora también— sustantivo, podrá hacerse hasta las quince horas del día hábil siguiente al del vencimiento del plazo. Esta importantísima modificación significa, si se nos permite la expresión, que se procesalizan los plazos sustantivos, pues aunque su cómputo se somete a las reglas del CC, su ejercicio procesal, por el contrario, se acomoda a la normativa adjetiva. Si bien se mira, aunque los plazos sustantivos y procesales divergen en cuanto a las reglas de cómputo, la nueva regulación provoca que converjan el día final del cómputo en lo que a su ejercicio ante los Tribunales se refiere.

V.gr., si queremos impugnar los acuerdos tomados en una Junta de Propietarios celebrada el 6 de agosto de 2023 que, a juicio del impugnante, vayan en contra de los Estatutos (plazo de un año), el plazo sustantivo expirará el 6 de agosto de 2024, pero con la nueva redacción del art. 135.5 LEC, podremos presentar nuestra demanda hasta las quince horas del primer día hábil siguiente al del vencimiento del plazo, que en nuestro caso será el día 2 de septiembre de 2024. Otro ejemplo: si la Junta de Propietarios se celebró el 31 de julio de 2023, el plazo vencería el 31 de julio de 2024, pero podríamos presentar nuestra demanda hasta las 15:00 horas del primer día hábil posterior, que en este caso sería igualmente el 2 de septiembre de 2024. Por lo tanto, es indiferente que el plazo sustantivo finalice un día hábil o inhábil, pues en todo caso se permite la presentación hasta las 15:00 horas del inmediato día hábil posterior.


En suma, como es fácil de apreciar, los plazos sustantivos de necesario ejercicio procesal (v.gr., demandas de acciones de impugnación de acuerdos sociales, retractos, acciones de filiación sometidas a caducidad, etc.) se convierten o tratan normativamente como plazos preclusivos en orden a su ejercicio tempestivo. Esto provocará, sin duda, que determinados plazos sustantivos especialmente breves (v. gr. plazos de caducidad en acciones de retracto) vean ampliada sustancialmente su duración al trasladarlos al calendario procesal, insistimos, no en lo que a su cómputo se refiere, sino exclusivamente en orden a su ejercicio ante los Tribunales. Ello será también extensible, si bien se mira, a los plazos prescriptivos, pues plazos sustantivos son.

El tiempo nos dirá cómo será interpretada por los Tribunales esta importante modificación legal, pero no nos resistimos a sacar a la palestra dudas que, prima facie, nos sugiere la norma, ciñéndonos en lo que al concreto ámbito prescriptivo se refiere.

No está claro si podemos o no hablar de una ampliación o prórroga ex lege de los plazos prescriptivos en determinados supuestos, esto es, cuando el plazo del ejercicio de un derecho sometido a prescripción expira un día inhábil. En otras palabras, resulta dudoso discernir si el derecho se considera prescrito, pero se permite la presentación de la demanda hasta las quince horas del inmediato día hábil siguiente, lo cual parece razonable defender, o si se considera prorrogado el plazo prescriptivo. Las consecuencias de decantarse por una u otra postura son importantes, pues en puridad no parece que se prorrogue propiamente la vida del derecho, sino exclusivamente la posibilidad de su ejercicio procesal.

V.gr., el 10 de agosto de 2023, se producen daños en un vehículo como consecuencia de la caída de una maceta desde una vivienda. Dado que estamos ante un plazo de un año por tratarse de responsabilidad extracontractual, podremos presentar nuestra demanda hasta las quince horas del 2 de septiembre de 2024. ¿Pero qué ocurre si hacemos un requerimiento de pago (burofax) el día 15 de agosto de 2024, es decir, después de haber transcurrido el año que impone el art. 1968 CC, pero antes del límite para su ejercicio procesal? ¿Se considerará interrumpida extrajudicialmente la prescripción o solo salvará la prescripción la presentación en plazo de la demanda?


Otra cuestión más que dudosa que se nos plantea trae causa del dispar calendario procesal puesto que, dependiendo de cada plaza, se ve afectado por las fiestas autonómicas y locales.

V. gr., supongamos que un concreto plazo sustantivo terminó el 22 de abril de 2024 (lunes y, por lo tanto, día procesalmente hábil), extremo del que la parte no se percata hasta dos días después, concretamente el miércoles 24 de abril de 2024, en el que constata que su derecho ha prescrito. Pudo haber presentado su demanda hasta las 15:00 horas del día siguiente al del vencimiento, esto es, hasta el día 23 de abril de 2024, pero por error no lo hizo. Pues bien, pese a saber que la competencia corresponde a, v. gr., los Juzgados de Vitoria, aprovecha que casualmente el día 23 de abril de 2024 es fiesta autonómica en Castilla y León, y al amparo del nuevo art. 135.5 LEC presenta su demanda ante los Juzgados de Salamanca a las 13:35 horas del día 24 de abril de 2024, sabedor de que aunque se promueva y prospere una declinatoria, su demanda habrá sido presentada en plazo y salvada la posible prescripción. ¿Podrá en su momento el Juez de Vitoria cuando le recale la competencia, declarar prescrito el derecho o se lo impedirá la perpetuatio jurisdictionis?


Una última cuestión que queremos destacar en esta siempre compleja materia, es atinente a los problemas que pueden plantearse cuando el Registro judicial electrónico no funciona correctamente o cuando existe una interrupción del servicio, así como la obtención del justificante de la presentación. A tal fin hemos considerado conveniente transcribir los arts. 70 a 72 del RDLey 6/2023 que dan cumplida respuesta a estas importantes cuestiones.


«Artículo 70. Registro judicial electrónico.

1. Las oficinas judiciales con funciones de registro y reparto dispondrán de los medios electrónicos adecuados para la recepción y registro de escritos y documentos, traslado de copias, realización de actos de comunicación y expedición de resguardos electrónicos a través de medios de transmisión seguros, entre los que se incluirán los sistemas de firma y sellado de tiempo basados en certificados electrónicos cualificados.

2. En estos registros judiciales electrónicos únicamente se admitirán escritos y documentos dirigidos a los órganos judiciales, oficinas judiciales y oficinas fiscales adscritos al registro judicial electrónico de que se trate.

3. La recepción de solicitudes, escritos y comunicaciones podrá interrumpirse por el tiempo imprescindible sólo cuando concurran razones justificadas de mantenimiento técnico u operativo. La interrupción deberá anunciarse a los potenciales usuarios y usuarias del registro electrónico con la antelación que, en cada caso, resulte posible. En supuestos de interrupción no planificada en el funcionamiento del registro electrónico, y siempre que sea posible, se dispondrán las medidas para que el usuario o usuaria resulte informado de esta circunstancia, así como de los efectos de la suspensión, con indicación expresa, en su caso, de la prórroga de los plazos de inminente vencimiento. Alternativamente, podrá establecerse un redireccionamiento que permita utilizar un registro electrónico en sustitución de aquél en el que se haya producido la interrupción.

Artículo 71. Funcionamiento.

1. Los registros electrónicos emitirán automáticamente un recibo consistente en una copia autenticada del escrito, documento o comunicación de que se trate, incluyendo la fecha y hora de presentación y el número de entrada de registro.

2. Los documentos que se acompañen al correspondiente escrito o comunicación deberán cumplir los estándares de formato y requisitos de seguridad que se determinen en el marco institucional de cooperación en materia de administración electrónica. Los registros electrónicos generarán recibos acreditativos de la entrega de estos documentos que garanticen la integridad y el no repudio de los documentos aportados, así como la fecha y hora de presentación y el número de registro de entrada en la correspondiente sede judicial electrónica.

Artículo 72. Cómputo de plazos.

1. Los registros electrónicos se regirán, a efectos de cómputo de los plazos imputables tanto a las personas interesadas como a las oficinas judiciales, por la fecha y hora oficial de la sede judicial electrónica de acceso, que deberá contar con las medidas de seguridad necesarias para garantizar su integridad y figurar visibles. El inicio del cómputo de los plazos que hayan de cumplir los órganos judiciales, oficinas judiciales y oficinas fiscales vendrá determinado por la fecha y hora de presentación en el propio registro.

2. Los registros electrónicos permitirán la presentación de escritos, documentos y comunicaciones todos los días del año durante las veinticuatro horas.

3. A los efectos que prevean las leyes procesales en cuanto al cómputo de plazos fijados en días hábiles o naturales, y en lo que se refiere a cumplimiento de plazos por los interesados, la presentación por medios electrónicos, en un día inhábil a efectos procesales conforme a la ley, se entenderá realizada en la primera hora hábil del primer día hábil siguiente, salvo que una norma permita expresamente la recepción en día inhábil.

4. Cada sede judicial electrónica en la que esté disponible un registro electrónico indicará, atendiendo al ámbito territorial en el que ejerce sus competencias el titular de aquélla, los días que se considerarán inhábiles a los efectos de los apartados anteriores».



3.1.3.  Posibilidad de que una ley establezca expresamente que el cómputo civil se realice teniendo en cuenta sólo días hábiles y no naturales

Cuando el art. 5.2 CC dispone que «en el cómputo civil de los plazos no se excluyen los días inhábiles», está estableciendo una general, que se aplicará en todos los casos en que estemos ante un cómputo civil de los plazos. No obstante, dicha regla no se aplicará en aquellos casos en que el propio legislador disponga que se tomen en cuenta sólo días hábiles, y no días naturales. Ello conlleva el problema de determinar qué debe entenderse por días hábiles a efectos civiles.

Entre las leyes que establecen un plazo de naturaleza civil en el que sólo y exclusivamente se computen los días hábiles, está la Ley 28/1998, de 13 de julio, de Venta a Plazos de Bienes Muebles, cuyo art. 9.1 dispone: «El consumidor podrá desistir del contrato dentro de los siete días hábiles siguientes a la entrega del bien, comunicándolo mediante carta certificada u otro medio fehaciente al vendedor y, en su caso, al financiador» (45) .

Otro supuesto aparece recogido en el art. 88 LAR/1980 y en el art. 22.2 LAR/2003 en cuanto a los derechos de tanteo, retracto y adquisición preferente del arrendatario de fincas rústicas en caso de enajenación por el propietario de la finca arrendada. Así, según el art. 22.2 LAR/2003: «El arrendatario tendrá un plazo de 60 días hábiles desde que hubiera recibido la notificación para ejercitar su derecho de adquirir la finca en el mismo precio y condiciones, y lo notificará al enajenante de modo fehaciente. A falta de notificación del arrendador, el arrendatario tendrá derecho de retracto durante 60 días hábiles a partir de la fecha en que, por cualquier medio, haya tenido conocimiento de la transmisión». Igualmente, una vez consumada la enajenación, el art. 22.3 LAR/2003 obliga a notificar la misma al arrendatario. Y si las condiciones de la enajenación, el precio o la persona del adquirente no se corresponden de un modo exacto a las contenidas en la notificación previa, o si no se hubiera producido esta notificación previa, se dispone: «En este caso, el retracto o el derecho de adquisición preferente podrán ser ejercitados durante el plazo de 60 días hábiles a partir de la notificación» (46) . Esta regulación contrasta con la que se prevé de manera paralela para el ejercicio de los derechos de adquisición preferente en el art. 25 de la Ley 29/1994, de 24 de noviembre, de Arrendamientos Urbanos. Reiteradamente se utiliza en esta ley la expresión de «días naturales» (47) .

También se establecía un cómputo por días hábiles en el art. 71.1 TRLGDCU en su redacción originaria, al regular el plazo de ejercicio del derecho de desistimiento por parte del consumidor: «El consumidor y usuario dispondrá de un plazo mínimo de siete días hábiles para ejercer el derecho de desistimiento. Será la ley del lugar donde se ha entregado el bien objeto del contrato o donde hubiera de prestarse el servicio, la que determine los días que han de considerarse hábiles» (48) . La necesidad de que se tratara de días hábiles procede de haber asumido el contenido del art. 44.1 LOCM para los contratos a distancia, y haberlo generalizado a los demás supuestos en que se reconocía un derecho de desistimiento. En este caso, el origen de la norma hay que buscarlo en el art. 6.1 de la Directiva 97/7/CE, de 20 de mayo, de protección de los consumidores en materia de contratos a distancia, conforme al cual «el consumidor dispondrá de un plazo mínimo de siete días laborables para rescindir el contrato» (aunque en la versión española de esta Directiva se utiliza la expresión rescindir, este derecho se corresponde con el desistimiento). Asumiendo el mínimo marcado por esta Directiva, el tanto la LOCM como el TRLGDCU establecieron que el comprador o el consumidor podían desistir libremente del contrato dentro del plazo de siete días hábiles.

La expresión días hábiles a afectos civiles se presta a confusión (49) , pues no queda claro que los días inhábiles que se excluyen del cómputo coincidan con los días que son inhábiles a efectos procesales (arts. 182 a 185 LOPJ, y arts. 130 y ss. LEC), o los que lo son a afectos administrativos (art. 30 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre), o incluso a efectos registrales (art. 109 RH y art. 19 de la Ley 14/2013, de 27 de septiembre, de apoyo a los emprendedores y su internacionalización) (50) .

Desde luego no tiene sentido utilizar la regulación procesal de los días inhábiles, porque tendríamos que considerar como tales los sábados y domingos, todos los días del mes de agosto, así como todos los días desde el 24 de diciembre hasta el 6 de enero del año siguiente, ambos inclusive (51) , los días de fiesta nacional y los festivos a efectos laborales en la respectiva Comunidad Autónoma o localidad (arts. 182.1 y 183 LOPJ, y art. 130.2.LEC).

Tampoco tiene sentido acudir a la regulación administrativa, en la que actualmente se excluyen del cómputo los sábados, los domingos y los declarados festivos (art. 30.2 de la Ley 39/2015); pero que dispone que cuando un día fuese hábil en el municipio o Comunidad Autónoma en que residiese el interesado, e inhábil en la sede del órgano administrativo, o a la inversa, se considerará inhábil en todo caso (art. 30.6 de la ley 39/2015), y que la declaración de un día como hábil o inhábil a efectos de cómputo de plazos no determina por sí sola el funcionamiento de los centros de trabajo de las Administraciones Públicas (art. 30.8 de la ley 39/2015). La normativa estrictamente laboral tampoco puede resultar plenamente aplicable, porque toma en consideración efectos retributivos de los trabajadores completamente ajenos a la problemática de los afectados por referidos plazos de Derecho civil puro (y porque dependiendo del tipo de trabajo y del convenio aplicable, un día festivo se puede considerar como laboral a efectos de determinados trabajadores).

En realidad, cuando una norma civil se refiere a la necesidad de computar sólo los días hábiles, la única manera de interpretar lo que se entiende por días inhábiles, aparte de considerar como tales los domingos, es utilizar el calendario laboral a que se refiere el art. 37.2 del Estatuto de los Trabajadores (al mismo se remiten expresamente los arts. 182.1 LOPJ, 130.2 LEC, y 30.7 de la Ley 39/3015) (52) .

Introducir el criterio de tomar en consideración exclusivamente los días hábiles a efectos del cómputo civil de los plazos fijados por días, sólo crea inseguridad jurídica, porque dependiendo del lugar (53)  los días inhábiles pueden ser diferentes. Además, en las normas civiles a que nos acabamos de referir, en las que se recoge expresamente la necesidad de computar determinados plazos en días hábiles, ninguna utilidad proporciona este sistema a las partes implicadas (consumidor y vendedor o financiador, arrendatario y arrendador (54) ). El propio TRLGDCU era consciente de esta problemática cuando en su art. 71.1 en su redacción originaria establecía: «Será la ley del lugar donde se ha entregado el bien objeto del contrato o donde hubiera de prestarse el servicio, la que determine los días que han de considerarse hábiles». Ello es lo que provocó un cambio de criterio en el legislador comunitario a los efectos del plazo para el ejercicio del derecho de desistimiento por parte de los consumidores. En realidad, el art. 6.1 de la Directiva 97/7 permitía realizar el cómputo en días naturales, pues sólo se refería a la necesidad de que el consumidor dispusiera, como mínimo, de un plazo de siete días laborables (lo que permite establecer un plazo superior en días naturales). Esto es lo que se hizo en Portugal al desarrollar la citada Directiva a través del Decreto-Ley núm. 143/2001 de 26 de abril, cuyo art. 6.1 fijó como plazo para desistir el de catorce días naturales (55) . La cuestión cambia de manera radical con la Directiva 2011/83/UE, del parlamento Europeo y de Consejo, de 25 de octubre de 2011, sobre los derechos de los consumidores (que deroga expresamente la Directiva 97/7/CE). Su art. 9.1 establece un plazo para desistir de «catorce días» sin especificar más. Pero conforme se especifica en su considerando (41), debe entenderse que estamos ante días naturales. Para ello se efectúa una remisión al Reglamento (CEE, Euratom) núm. 1182/71 del Consejo, de 3 de junio de 1971, por el que se determinan las normas aplicables a los plazos, fechas y términos. Lo dispuesto en este Reglamento en cuanto al cómputo del tiempo está plagado de reglas especiales y de excepciones. Lo único claro es que en los cómputos por días (art. 3.3), si no se dice lo contrario «debe entenderse que se trata de días naturales, por lo que se incluyen todos los días, incluidos sábados, domingos y festivos». En consonancia con lo anterior, el vigente texto del art. 71.1, incorporado con la Ley 3/2014, de 27 de marzo, dispone ahora: «El consumidor y usuario dispondrá de un plazo mínimo de catorce días naturales para ejercer el derecho de desistimiento» (56) .

Esta materia se ha aclarado, a los efectos del ejercicio del derecho de desistimiento, en el TRLGDCU, pero las dudas siguen existiendo en cuanto a qué debe entenderse por días hábiles en la Ley 28/1998, de 13 de julio, de Venta a Plazos de Bienes Muebles, y en la Ley 49/2003, de 26 de noviembre, de Arrendamientos Rústicos. Si tenemos en cuenta que estamos ante un plazo civil, creemos que los únicos días que se deben excluir del cómputo son los domingos y festivos. Por ello es de suma importancia la calificación del plazo en cada caso. Si nos centramos en la regulación de la LAR, el plazo para ejercitar el tanteo, el retracto o el derecho de adquisición preferente, es un plazo para comunicar a la otra parte una declaración de voluntad. No puede inducir a confusión la posibilidad de que dentro de ese plazo se pueda presentar demanda ejercitando el retracto (arts. 249.1.7.ª, 251.3ª.4 y 266.2.º LEC). El plazo es, en todo caso, civil y no procesal. Por eso no puede realizarse el cómputo de los días hábiles utilizando el criterio del art. 130.2 de la LEC (que excluye del cómputo sábados, domingos, así como todos los días desde el 24 de diciembre hasta el 6 de enero del año siguiente, ambos inclusive, los días de fiesta nacional y festivos a efectos laborales en la respectiva Comunidad Autónoma o localidad, así como todos los días del mes de agosto).

Como conclusión de este punto, cabe afirmar que la regla general en el cómputo civil de los plazos por días, es que se computan los días naturales (todos los días, incluidos domingos y festivos), salvo que expresamente se establezca otra cosa en la ley.

3.1.4.   La determinación de los días festivos

A efectos de determinar los días inhábiles, y dejando de lado por ahora las especialidades que plantea el cómputo procesal y administrativo de los plazos, es necesario determinar qué se entiende por días festivos (aparte de los domingos) y quién tiene la competencia para fijarlos.

El art. 37.2 del RDLeg 2/2015, de 23 de octubre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, se refiere a las fiestas laborales que tienen carácter retribuido y no recuperable, cuestión que desarrollan los arts. 45 a 47 del Real Decreto 2001/1983, de 28 de julio (con las modificaciones introducidas por Real Decreto 1346/1989, de 3 noviembre) (57) . Son precisamente los arts. los arts. 45, 46 y 47 del Real Decreto 2001/1983 los que contienen el régimen jurídico aplicable a la fijación de los días festivos, en desarrollo de lo previsto en el ET, cuyo art. 37.2 dispone:


«Las fiestas laborales, que tendrán carácter retribuido y no recuperable, no podrán exceder de catorce al año, de las cuales dos serán locales. En cualquier caso se respetarán como fiestas de ámbito nacional las de la Natividad del Señor, Año Nuevo, 1 de mayo, como Fiesta del Trabajo, y 12 de octubre, como Fiesta Nacional de España.

Respetando las expresadas en el párrafo anterior, el Gobierno podrá trasladar a los lunes todas las fiestas de ámbito nacional que tengan lugar entre semana, siendo, en todo caso, objeto de traslado al lunes inmediatamente posterior el descanso laboral correspondiente a las fiestas que coincidan con domingo.

Las comunidades autónomas, dentro del límite anual de catorce días festivos, podrán señalar aquellas fiestas que por tradición les sean propias, sustituyendo para ello las de ámbito nacional que se determinen reglamentariamente y, en todo caso, las que se trasladen a lunes. Asimismo, podrán hacer uso de la facultad de traslado a lunes prevista en el párrafo anterior.

Si alguna comunidad autónoma no pudiera establecer una de sus fiestas tradicionales por no coincidir con domingo un suficiente número de fiestas nacionales podrá, en el año que así ocurra, añadir una fiesta más, con carácter de recuperable, al máximo de catorce».



El régimen general para determinar los días festivos se contiene en el Real Decreto 2001/1983, de 28 de julio, cuyo art. 45.1 determina lo siguiente


«Uno.— Las fiestas laborales de ámbito nacional de carácter retribuido y no recuperable, serán las siguientes:


	
a)  De carácter cívico:
	
•  12 de octubre, Fiesta Nacional de España.

	
•  6 de diciembre, Día de la Constitución Española.





	
b)  De acuerdo con el Estatuto de los Trabajadores:
	
•  1 de enero, Año Nuevo.

	
•  1 de mayo, Fiesta del Trabajo.

	
•  25 de diciembre, Natividad del Señor..





	
c)  En cumplimiento del artículo III del Acuerdo con la Santa Sede de 3 de enero de 1979
	
•  15 de agosto, Asunción de la Virgen.

	
•  1 de noviembre, Todos los Santos.

	
•  8 de diciembre, Inmaculada Concepción.

	
•  Viernes Santo.





	
d)  En cumplimiento del artículo III del Acuerdo con la santa Sede de 3 de enero de 1979
	
•  Jueves Santo.

	
•  6 de enero, Epifanía del Señor.

	
•  19 de marzo, San José

	
•  25 de julio, Santiago Apóstol.







Dos.— Cuando alguna de las fiestas comprendidas en el número anterior coincida con domingo, el descanso laboral correspondiente a la misma se disfrutará el lunes inmediatamente posterior.

Tres.— Corresponde a las Comunidades Autónomas la opción entre la celebración de la fiesta de San José o la de Santiago Apóstol en su correspondiente territorio. De no ejercerse esta opción antes de la fecha indicada en el número cuatro de este artículo, corresponderá la celebración de la primera de dichas fiestas.

Además de lo anterior, las Comunidades Autónomas podrán sustituir las fiestas señaladas en el apartado d) del número uno de este artículo por otras que por tradición, les sean propias. Asimismo, las comunidades Autónomas podrán también sustituir el descanso del lunes de las fiestas nacionales que coincidan con domingo por la incorporación a la relación de fiestas de la Comunidad Autónoma de otras que les sean tradicionales.

Cuatro.— La relación de las fiestas tradicionales de las Comunidades Autónomas, así como la opción prevista en el número tres, deberán ser remitidas por éstas cada año al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social con anterioridad al día 30 de septiembre, a fin de que por dicho Departamento se proceda a dar publicidad a las mismas a través del "BOE" y al cumplimiento de las obligaciones en esta materia derivadas del Reglamento del Consejo de las Comunidades Europeas 1182/1971, de 3 de junio. No obstante lo anterior, las Comunidades Autónomas cuya relación de fiestas tradicionales que sustituyen a las de ámbito nacional sea adoptada con carácter permanente, no deberán reiterar anualmente el envío de esta relación».



Como se puede ver, de acuerdo con el art. 45.4 de Real Decreto 2001/1983, el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social (o equivalente) debe publicar anualmente en el BOE la relación de fiestas laborales para la anualidad siguiente a la publicación (58) . Las Comunidades Autónomas publican igualmente cada año una relación de las fiestas fijadas en el ámbito de su territorio (59) . Igualmente, según el art. 30.7 de la Ley 39/2015, la Administración General del Estado y las Administraciones de las Comunidades Autónomas, con sujeción al calendario laboral oficial, fijarán, en su respectivo ámbito, el calendario de días inhábiles a efectos de cómputos de plazos (60) . Dicho calendario debe publicarse antes del comienzo de cada año en el diario oficial que corresponda, así como en otros medios de difusión que garanticen su conocimiento generalizado (61) . Ambas publicaciones sirven para conocer cada año los días festivos (además de los domingos), considerados como inhábiles cuando el sistema de cómputo se refiere sólo a días hábiles (62) .

3.2.   Cómputo por meses o por años

Según el art. 5.2 CC: «si los plazos estuviesen fijados por meses o años, se computarán de fecha a fecha. Cuando en el mes del vencimiento no hubiera día equivalente al inicial del cómputo, se entenderá que el plazo expira el último del mes».

El cómputo de fecha a fecha parece claro, pues siempre que exista día equivalente en el mes de vencimiento, no existirá problema.


Ejemplos:

1) Un contrato de arrendamiento se inicia el día 31 de enero de 2023, y se pacta que tendrá una duración de cinco años. El contrato vencerá el 31 de enero de 2028.

2) La Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil se publicó en el BOE el día 8 de enero de 2000, y en su Disposición Final 23ª se disponía: «La presente Ley entrará en vigor al año de su publicación en el BOE». Entró en vigor el 8 de enero de 2001.



Cuando no haya día equivalente al inicial del cómputo en el mes de vencimiento, se entiende que el plazo expira el último del mes.


Ejemplos:

1) Contrato de comodato iniciado el día 31 de julio de 2023 en el que se pacta una duración de dos meses. Termina el día 30 de septiembre de 2023.

2) Ley publicada en el BOE el día 29 de febrero de 2020 (fue año bisiesto). Si dispusiera que entra vigor al año de su publicación, entraría en vigor el 28 de febrero de 2021.

3) Ley publicada en el BOE el día 31 de enero de 2023, que dispone que entrará en vigor al mes de su publicación. Entrará en vigor el día 28 de febrero de 2023.

4) Ley publicada en el BOE el día 31 de enero de 2020, que dispone que entrará en vigor al mes de su publicación. Entrará en vigor el día 29 de febrero de 2020 (por ser bisiesto).



En el cómputo de fecha a fecha no se excluye del cómputo el día inicial, como sí ocurre en los plazos fijados por días. Dicho de otro modo, en el cómputo por meses o por años, el ordinal de partida en el calendario ha de coincidir con el de llegada (63) , salvo que no exista día equivalente, en cuyo caso, se corrige decantándose por el último día del mes en cuestión.

La normativa procesal y administrativa, sobre la que más adelante nos detendremos, ha introducido una cierta confusión en la materia (64) . Por ello, si el cómputo comienza en determinada fecha, es esa misma fecha la que habrá que tomar como referencia, en el mes o en el año correspondiente, para marcar el final del plazo. Lo que ocurre es que las circunstancias de cada plazo pueden ser diferentes. Así, no es lo mismo un plazo dentro del cual debe tener lugar un determinado acto (cumplir una obligación, reclamar un derecho), que un plazo a partir del cual se van a producir determinados efectos (como la entrada en vigor de una ley).

Esta segunda cuestión se trata en la STS (1ª) 21 May. 1994 (ECLI:ES:TS:1994:3967), referida a la entrada en vigor de la Ley 32/1988, de 10 de noviembre, de Marcas, publicada en el BOE de 12 de noviembre de 1988. Según su disposición final primera: «La presente Ley entrará en vigor a los seis meses de su publicación en el "BOE"». La citada sentencia afirma que la Ley entró en vigor el día 12 de mayo de 1989. La entrada en vigor se produjo, pues, a las 0:00 horas de ese día (65) . En cambio, cuando se trata de un plazo dentro del cual debe realizarse una determinada actividad, el último día del plazo debe transcurrir en su totalidad. Es decir, en estos casos de cómputo de fecha a fecha, en cuanto al día final del plazo el criterio es el mismo que en el cómputo por días, en el sentido de que aquel debe computarse por entero (66) . Así, una obligación contraída el 31 de enero de 2022, y pagadera en el plazo de dos años, podrá cumplirse y reclamarse, hasta las 24 horas del día 31 de enero de 2024.

Por otro lado, son aplicables al cómputo por meses o por años las consideraciones que se han hecho en cuanto a la distinta naturaleza del cómputo civil y el cómputo procesal de los plazos. Así se pone de relieve en la STS (1ª) 22 Ene. 2009 (ECLI:ES:TS:2009:36), en un supuesto en que resultaba aplicable el art. 1490 CC, que prevé un plazo de seis meses para el ejercicio, entre otras, de la acción redhibitoria por vicios ocultos. La entrega de la cosa había tenido lugar el 14 de mayo de 2002, y la demanda se interpuso el 15 de noviembre de 2002, es decir, un día después de la expiración del plazo de seis meses reseñado en el precepto citado. Alegaba el recurrente que, con arreglo al art. 135 LEC, la demanda podía presentarse «hasta las quince horas del día hábil siguiente al del vencimiento del plazo», lo que, aunque es algo que hoy expresamente admite el nuevo art. 135.5 LEC para los plazos sustantivos coma arriba se ha tratado, en aquél momento normativo fue negado por el Tribunal Supremo:

«Y en cuanto a la denuncia principal vertida por el ahora recurrente, sobre la aplicación al supuesto de autos de la normativa procesal sobre cómputo de plazos, concretamente la posibilidad prevista en el artículo 135.1 LEC [equivalente al actual artículo 135.5 LEC] de presentar escritos (demanda en este caso) hasta las quince horas del día hábil siguiente al del vencimiento del plazo, no cabe sino ratificar la solución alcanzada en la instancia a la luz de la evidente diferenciación existente entre los plazos civiles, cuyo cómputo debe efectuarse conforme a lo dispuesto en el artículo 5 CC (para los plazos fijados por meses, como es el caso ahora controvertido, se computarán de fecha a fecha, sin excluir en ningún caso los inhábiles), de los procesales, los que atañen al tracto de esta naturaleza, los únicos para los que resulta aplicable la especialidad prevista en el artículo 185 LOPJ —que tras remitirse con carácter general al artículo 5 CC dispone que en los plazos señalados por días quedan excluidos los inhábiles y si el último día de plazo fuere inhábil, se entenderá prorrogado al primer día hábil siguiente—, así como la previsión contenida en el artículo 135.1 LEC, el que ahora invoca el recurrente. En este sentido, recordaba la STS (1ª) de 1 Feb. 1982, con cita de otras muchas, la jurisprudencia de esta Sala que, distinguiendo entre términos o plazos sustantivos y procesales, tiene declarado que sólo ofrecen carácter procesal los que tengan su origen o punto de partida en una actuación de igual clase (notificación, citación, emplazamiento o requerimiento), pero no cuando se asigna el plazo para el ejercicio de una acción, como es el presente caso».


En el mismo sentido antes apuntado de no permitir —como ahora sí se hace— la aplicación del art. 135 LEC también a los plazos sustantivos, la STS (1ª) 28 Sept. 2000 (ECLI:ES:TS:2000:6869) establece que el plazo de seis meses del artículo 1490 CC, aplicable a la acción quanti minoris, es un plazo civil, que no puede confundirse con un plazo procesal. Teniendo en cuenta esto, «no hay lugar a dudas que a tenor de lo dispuesto en el artículo 5 CC, y al tratarse de un plazo fijado por meses, el referido plazo debe computarse en fecha a fecha y sin excluirse los días inhábiles». En este caso el plazo empezaba a contarse a partir del 27 de julio de 1990, por lo que terminaba el 27 de enero de 1991. En este sentido, se añade: «Por lo que en el presente caso la demanda iniciadora de la presente contienda judicial se tenía que haber prestado como último día el 27 de enero de 1991, y no el 28 como así se hizo, sin que quepa, por caer aquél en domingo, aplicar lo dispuesto en el artículo 185.2 de la LOPJ, o sea prorrogar el plazo de vencimiento al siguiente día hábil; pues ello sería confundir, como ya se ha dicho, el concepto de plazo procesal con el de sustantivo, pues para éste no rige tal precepto, sino el artículo 5 CC, que no tiene en cuenta los días inhábiles para el procedente cómputo».

Igualmente, por lo que se refiere al plazo de prescripción de un año en caso de responsabilidad civil extracontractual, la STS (1ª) 29 Feb. 2012 (ECLI:ES:TS:2012:2538) niega la posible aplicación del art. 135 LEC a las actuaciones que se pueden realizar extrajudicialmente. En concreto, en este caso, a un acto de interrupción de la prescripción por fax exigiendo responsabilidad a la empresa aseguradora. Se alegaba que el fax no se había presentado el sábado 8 de febrero de 2008, por ser inhábil, por lo que se había remitido el lunes 1 de febrero, interesando la aplicación analógica de la normativa procesal. El TS reitera la necesidad de diferencias plazos civiles y procesales y rechaza claramente lo solicitado:

«Este argumento no puede ser atendido cuando de reclamaciones extrajudiciales se trata, pues la actuación llevada a cabo ni tiene carácter procesal ni va dirigida a un órgano judicial, lo que imposibilita la aplicación de la doctrina relativa al artículo 135 LEC antes mencionada. Al ser una comunicación directa, el cómputo ha de realizarse de fecha a fecha, sin excluir los inhábiles conforme al artículo 5 CC. En reclamaciones extrajudiciales, la parte dispone de otros mecanismos de los que se carece cuando es necesaria la presentación de documentos ante órganos judiciales. Así, en este caso existía la posibilidad de haber remitido la carta dejando constancia de su fecha el sábado 8 de febrero de 2003, a pesar de su carácter inhábil procesalmente hablando, a través del servicio de correos e incluso utilizando el medio habitual en sus comunicaciones, que era el fax. Lo importante era hacer conocer la voluntad de interrumpir la prescripción a la empresa aseguradora».


4.   El cómputo administrativo de los plazos

El sistema de cómputo administrativo de los plazos se regula básicamente en los arts. 30 y 31 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, que entró en vigor el día 2 de octubre de 2016. Con anterioridad se aplicaba el régimen previsto en el art. 48 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

4.1.   Cómputo por días

La regla general es la contraria al CC, es decir, no se computan días naturales, sino días hábiles. Sin embargo, también aquí es posible que una Ley administrativa imponga que el cómputo se realice tomando en consideración días naturales. Así, la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, establece en su Disposición adicional duodécima: «Los plazos establecidos por días en esta Ley se entenderán referidos a días naturales, salvo que en la misma se indique expresamente que sólo deben computarse los días hábiles. No obstante, si el último día del plazo fuera inhábil, este se entenderá prorrogado al primer día hábil siguiente».

La Ley 39/2015 introdujo un cambio importante respecto a régimen anterior. Según el art. 48.1 de la Ley 30/1992, «cuando los plazos se señalen por días, se entiende que éstos son hábiles, excluyéndose del cómputo los domingos y los declarados festivos». El art. 30.2 de la Ley 39/2015 incluyó, a partir de su entrada en vigor, los sábados como días inhábiles: «cuando los plazos se señalen por días, se entiende que éstos son hábiles, excluyéndose del cómputo los sábados, los domingos y los declarados festivos».

El cambio que supuso el art. 30.2 de la Ley 39/2015, al declarar los sábados como días inhábiles a efectos del cómputo de plazos, hizo que se publicara la Resolución de 28 de septiembre de 2016, de la Secretaría de Estado de Administraciones Públicas, por la que se establece el calendario de días inhábiles a efectos de cómputos de plazos, en el ámbito de la Administración General del Estado para el año 2016, a partir del día 2 de octubre de 2016 (67) .

Al entrar en vigor el día 2 de octubre de 2016 la Ley 39/2015, de 1 de octubre, se hacía necesario dictar nueva Resolución, de la Secretaría de Estado de Administraciones Públicas, con el fin de recoger la previsión contenida en la mencionada Ley respecto a la declaración de los sábados como día inhábil a efectos del cómputo de plazos. Con anterioridad se había publicado la Resolución de 3 de noviembre de 2015, de la Secretaría de Estado de Administraciones Públicas, por la que se establecía el calendario de días inhábiles en el ámbito de la Administración General del Estado para el año 2016 (68) , en la que se incluían como días hábiles todos los sábados del año 2016. Por ello, la Resolución de 28 de septiembre de 2016 lo que hace es fijar un nuevo calendario exclusivamente para los meses de octubre, noviembre y diciembre de 2016, en los que se incluyen, a partir del 2 de octubre los sábados como inhábiles (69) .

Según el art. 30.3 de la Ley 39/2015: «Los plazos expresados en días se contarán a partir del día siguiente a aquel en que tenga lugar la notificación o publicación del acto de que se trate, o desde el siguiente a aquel en que se produzca la estimación o la desestimación por silencio administrativo». En este sentido, el sistema es idéntico al del CC.

No obstante, como hemos destacado, la exclusión del cómputo de los días inhábiles se realiza «siempre que por Ley o en el Derecho de la Unión Europea no se exprese otro cómputo», según prevé el art. 30.2 de la Ley 39/2015. Por ello, este mismo precepto añade: «Cuando los plazos se hayan señalado por días naturales por declararlo así una ley o por el Derecho de la Unión Europea, se hará constar esta circunstancia en las correspondientes notificaciones».

4.2.   Cómputo por meses o años

El cómputo de los plazos establecidos por meses o años se realiza de fecha a fecha. En esto coincide con el régimen del CC. Sin embargo, de acuerdo con el art. 30.4 de la Ley 39/2015, la fecha inicial del cómputo, es el día siguiente a aquel en que tenga lugar la notificación o publicación del acto de que se trate, o el día siguiente a aquel en que se produzca la estimación o desestimación por silencio administrativo. En esto difiere del régimen del art. 5 CC. En el régimen administrativo, cuando en el mes de vencimiento no hubiera día equivalente al inicial del cómputo, se entenderá que expira el último día del mes (el sistema es aquí idéntico al del CC). Y cuando el último día del plazo es inhábil, se entiende prorrogado al primer día hábil siguiente. Como puede suceder que el interesado resida en un municipio distinto a aquél en que está ubicado el órgano administrativo, si un día es hábil en el municipio o Comunidad Autónoma en que reside el interesado, e inhábil en la sede del órgano administrativo, o a la inversa, se considera inhábil en todo caso (art. 30-5 de la Ley 39/2015).

Cuando los plazos se fijan por meses o años, teniendo en cuenta que el cómputo comienza el día siguiente, se plantea el problema de determinar el día final del plazo, en concreto, si la fecha a tener en cuenta en la correlativa al día de la notificación, o la correspondiente al día siguiente de la notificación. Antes de la Ley 39/2015 existían dos corrientes jurisprudenciales. Unas sentencias se inclinaban por considerar que la fecha final del plazo debía coincidir con el ordinal de la fecha de la notificación (70) . Otras entendían que en el cómputo de fecha a fecha debía utilizarse la fecha del día siguiente a la notificación (71) , criterio seguido por la STC 48/2003, de 12 de marzo (ECLI:ES:TC:2003:48)

El art. 30.4 de la Ley 39/2015 ha zanjado la cuestión adoptando expresamente la primera de estas posturas: «El plazo concluirá el mismo día en que se produjo la notificación, publicación o silencio administrativo en el mes o el año de vencimiento. Si en el mes de vencimiento no hubiera día equivalente a aquel en que comienza el cómputo, se entenderá que el plazo expira el último día del mes». Este es también el criterio que con anterioridad había recogido la STC 209/2013, de 16 de diciembre (ECLI:ES:TC:2013:209), en la que el problema de centra no en el cómputo del plazo «de fecha a fecha», sino en el día que debe tomarse de referencia para el cómputo: el de la propia notificación, o el siguiente. El TC no entra a decidir cómo debe realizarse el cómputo del plazo para recurrir en estos casos (que considera un cuestión de legalidad ordinaria), sino que se limita a afirmar que el criterio utilizado por el Tribunal que inadmitió el recurso no es irrazonable ni arbitrario, ni incurre en error patente o asume un criterio contrario al derecho a la tutela judicial efectiva (aunque admite que esta interpretación es una posibilidad entre varias, y que podía haberse optado por otra más beneficiosa para el contribuyente) (72) .

5.   El cómputo procesal de los plazos

Según se destaca, entre otras muchas, en las SSTS (1ª) 11 Jul. 2011 (ECLI:ES:TS:2011:4876) y 20 Oct. 2011 (ECLI:ES:TS:2011:6605), sólo ofrecen carácter procesal los plazos que tengan su origen o punto de partida en una actuación de igual clase, es decir, que sólo tienen carácter procesal los que se generan a partir de una notificación, citación, emplazamiento o requerimiento, pero no cuando se asigna el plazo para el ejercicio de una acción (73) . V. gr., el plazo para interponer un recurso de apelación tiene naturaleza procesal, pues nace con la notificación de un auto o sentencia. Por el contrario, el plazo para el ejercicio de una acción de retracto tiene naturaleza sustantiva, puesto que su nacimiento parte de una norma que lo fija o establece, pero completamente desvinculado de un proceso concreto.

Con relación a los plazos procesales, hay que tener en cuenta tres cuestiones que deben deslindarse perfectamente:


	
a)  Momento inicial: Es el denominado dies a quo, que se toma como punto de referencia. Procesalmente este momento es la fecha de la notificación, que propiamente no forma parte del plazo y que es sólo el momento que se toma como punto de referencia. A esta idea se refiere el art. 133.1 LEC cuando afirma: «Los plazos comenzarán a correr desde el día siguiente a aquel en que se hubiere efectuado el acto de comunicación del que la Ley haga depender el inicio del plazo» (74) .

	
b)  Momento final: Es el denominado día del vencimiento o dies ad quem. El día final sí forma parte del plazo, por lo que se computa hasta las 24 horas. A ello se refiere la parte final del art. 133.1 LEC cuando dice: «y se contará en ellos (se refiere a los plazos) el día del vencimiento, que expirará a las veinticuatro horas». Así se afirma: dies a quo non computatur in termino, dies ultimus pro completo habetur. Eso significa que el «día desde el que» no se computa en el plazo, mientras el «día hasta el que» sí que debe computarse (75) .

	
c)  Reglas de cómputo. A las reglas sobre la manera de computar los plazos se refieren los núm. 2 a 4 del art. 133 LEC.



Desde el punto de vista normativo, rige con carácter general lo previsto en la LOPJ, cuyo art 185 dispone: «1. Los plazos procesales se computarán con arreglo a lo dispuesto en el Código Civil. En los señalados por días quedarán excluidos los inhábiles. 2. Si el último día de plazo fuere inhábil, se entenderá prorrogado al primer día hábil siguiente.»

El 182 de la LOPJ determina qué debe entenderse por días inhábiles: «1. Son inhábiles a efectos procesales los sábados y domingos, los días de fiesta nacional y los festivos a efectos laborales en la respectiva Comunidad Autónoma o localidad. El Consejo General del Poder Judicial, mediante reglamento, podrá habilitar estos días a efectos de actuaciones judiciales en aquellos casos no previstos expresamente por las leyes. 2. Son horas hábiles desde las ocho de la mañana a las ocho de la tarde, salvo que la ley disponga lo contrario» (76) .

Debe entenderse que el calendario a tener en cuenta es el del lugar donde se tiene que realizar la actuación procesal concreta (si un recurso debe presentarse en un Tribunal de Madrid capital, hay que estar a las festividades de la ciudad de Madrid).

Además de lo anterior, el art. 183 LOPJ se refiere a la inhabilidad del mes de agosto y de la Navidad, en el siguiente sentido: «Serán inhábiles los días del mes de agosto, así como todos los días desde el 24 de diciembre hasta el 6 de enero del año siguiente, ambos inclusive, para todas las actuaciones judiciales, excepto las que se declaren urgentes por las leyes procesales. No obstante, el Consejo General del Poder Judicial, mediante reglamento, podrá habilitarlos a efectos de otras actuaciones» (77) .

Las anteriores reglas rigen con carácter general en los procedimientos civiles, contencioso-administrativos y sociales (laborales); pero no en los penales en los que se aplica la regla especial del art. 184 LOPJ para la instrucción de causas criminales.

Según el art. 184 LOPJ: «1. Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos anteriores, todos los días del año y todas las horas serán hábiles para la instrucción de las causas criminales, sin necesidad de habilitación especial. 2. Los días y horas inhábiles podrán habilitarse con sujeción a lo dispuesto en las leyes procesales». Además, según el art. 201 LECrim: «Todos los días y horas del año serán hábiles para la instrucción de las causas criminales, sin necesidad de habilitación especial». En definitiva, en las actuaciones procesales penales de instrucción, todos los días y horas son hábiles para su realización.

Así pues, a excepción de la instrucción de causas criminales, por lo que se refiere a los plazos procesales con carácter general son inhábiles, los sábados, domingos, festivos y todos los días del mes de agosto, más la Navidad tras la LO 14/2022.

Hay que tener en cuenta, finalmente que las disposiciones de la LEC son de aplicación en defecto de los que dispongan con carácter especial las leyes que regulan los procesos penales, contencioso-administrativos, laborales y militares. Lo mismo que el CC es Derecho Común en el ámbito del Derecho Privado, la LEC es Derecho Común en el campo del Derecho Procesal. Así se desprende del art. 4 LEC: «En defecto de disposiciones en las leyes que regulan los procesos penales, contencioso-administrativos, laborales y militares, serán de aplicación, a todos ellos, los preceptos de la presente Ley».

5.1.   Procesos civiles

En lo relativo a los procesos civiles hay que estar a lo dispuesto en el Capítulo II, Título V del Libro I de la LEC (art. 130 a 136), que tiene como rúbrica genérica: «Del tiempo de las actuaciones judiciales». Según el art. 130 LEC (78) :


«1. Las actuaciones judiciales habrán de practicarse en días y horas hábiles.

2. Son días inhábiles a efectos procesales los sábados y domingos, y los días que median entre el 24 de diciembre y el 6 de enero del año siguiente, ambos inclusive, los días de fiesta nacional y los festivos a efectos laborales en la respectiva Comunidad Autónoma o localidad. También serán inhábiles los días del mes de agosto.

3. Se entiende por horas hábiles las que median desde las ocho de la mañana a las ocho de la tarde, salvo que la ley, para una actuación concreta, disponga otra cosa.

Para los actos de comunicación y ejecución también se considerarán horas hábiles las que transcurren desde las ocho hasta las diez de la noche.

4. Lo previsto en los apartados anteriores se entenderá sin perjuicio de lo que pueda establecerse para las actuaciones electrónicas».



Con carácter excepcional, el art. 131 LEC prevé que los Tribunales puedan habilitar días y horas inhábiles, cuando haya causa urgente que lo exija. Para estas actuaciones urgentes se consideran hábiles los días del mes de agosto sin necesidad de expresa habilitación.

En el art. 133 LEC se contienen una serie de reglas especiales que afectan al cómputo de los plazos de los procesos civiles.


«1. Los plazos comenzarán a correr desde el día siguiente a aquel en que se hubiere efectuado el acto de comunicación del que la Ley haga depender el inicio del plazo, y se contará en ellos el día del vencimiento, que expirará a las veinticuatro horas.

No obstante, cuando la Ley señale un plazo que comience a correr desde la finalización de otro, aquél se computará, sin necesidad de nueva notificación, desde el día siguiente al del vencimiento de éste.

2. En el cómputo de los plazos señalados por días se excluirán los inhábiles.

Para los plazos que se hubiesen señalado en las actuaciones urgentes a que se refiere el apartado 2 del artículo 131 no se considerarán inhábiles los días del mes de agosto y sólo se excluirán del cómputo los sábados, domingos y festivos.

3. Los plazos señalados por meses o por años se computarán de fecha a fecha.

Cuando en el mes del vencimiento no hubiera día equivalente al inicial del cómputo, se entenderá que el plazo expira el último del mes.

4. Los plazos que concluyan en sábado, domingo u otro día inhábil se entenderán prorrogados hasta el siguiente hábil».



Finalmente, debe tenerse presente una regla especial que se recoge en el art. 135.5 LEC que, tras su reforma por medio del RDLey 6/2023, dispone: «La presentación de escritos y documentos, cualquiera que fuera la forma, si estuviere sujeta a plazo, procesal o sustantivo, podrá efectuarse hasta las quince horas del día hábil siguiente al del vencimiento del plazo». Como se puede ver se trata de un extra que permite ampliar al plazo hasta las quince horas del día hábil siguiente al del vencimiento del plazo, que ahora, además de a los plazos procesales, se ha hecho igualmente extensivo a los sustantivos.

5.1.1.   Computo por días

Las reglas relativas a los plazos procesales fijados por días son claras:


	
a)  Se cuentan sólo los días hábiles, debiendo entenderse que son inhábiles, los sábados, los domingos y festivos, y todos los días del mes de agosto, más los que median entre el 24 de diciembre y el 6 de enero del año siguiente, ambos inclusive.

	
b)  El plazo se computa a partir día del día siguiente a aquel en que se hubiere efectuado el acto de comunicación del que la Ley haga depender el inicio del plazo (el mismo criterio que en el art. 5 CC).

	
c)  Cuando en el mes de vencimiento no hubiera día equivalente al inicial del cómputo, se entenderá que expira el último día del mes (el régimen es idéntico al del CC, y al de los plazos administrativos).

	
d)  Cuando el último día del plazo es inhábil, se entiende prorrogado al inmediato día hábil posterior.



5.1.2.   Computo por meses o años

Según el art. 133.3 LEC: «Los plazos señalados por meses o por años se computarán de fecha a fecha». Esta parte del precepto puede provocar alguna confusión y debe conectarse con su núm. 1, conforme al cual: «Los plazos comenzarán a correr desde el día siguiente a aquel en que se hubiere efectuado el acto de comunicación del que la Ley haga depender el inicio del plazo, y se contará en ellos el día del vencimiento, que expirará a las veinticuatro horas». La interpretación de esta parte del precepto debe ponerse en relación con el art. 185.1 LOPJ y la remisión que se efectúa en el mismo al CC (que debe entenderse realizada al art. 5 CC).

El problema interpretativo es si en el cómputo de los plazos fijados por meses o años se aplica la regla dies a quo non computatur in termino (el día inicial no se computa en el término). El planteamiento es similar al que acabamos de referirnos para los plazos administrativos. Igualmente aquí la cuestión se presta al debate, pero tiene una gran importancia práctica (79) . La confusión procede de algunas sentencias que consideran que en los plazos señalados por meses o años, el cómputo se inicia al día siguiente a aquél en que se practica la notificación, y concluye el día correlativo a la notificación. Por ejemplo, si la notificación se realiza el 21 de septiembre de 2022, y el plazo es de dos meses, habría de iniciarse el cómputo el día 22 de septiembre, pero concluiría el 21 de noviembre. Es decir, esta jurisprudencia dice que el plazo comienza a contar al día siguiente al de la notificación, pero de un modo un tanto confuso entiende que el «día inicial del cómputo» (dies a quo), cuyo equivalente ha de buscarse en el mes de vencimiento (dies ad quem) no es el día siguiente al de la notificación, sino el día de la notificación misma.

Con ello se provoca una enorme confusión, por pensar que se deben tomar en consideración días completos y no las fracciones menores. Es cierto que las notificaciones nunca se practican a las cero horas de un día determinado, sino cuando el día ya ha comenzado (por ejemplo, a las 11 horas). Aunque un acto procesal sólo se pueda realizar, como muy pronto, al día siguiente al de la notificación, a efectos del cómputo por meses o años debe entenderse que el dies ad quem no es el correlativo, en el mes de vencimiento, al día siguiente a aquel en que se practica la notificación, sino el correlativo al mismo día en que se hizo la notificación.

Como ejemplo, puede servir la STS (1ª) 3 Oct. 1990 (ECLI:ES:TS:1990:10952). Se trataba de un plazo de seis meses para presentar una demanda. La notificación de la sentencia se había efectuado el día 25 de mayo de 1988, y la demanda se había presentado el 26 de noviembre de 1988. La STS considera que se había presentado fuera de plazo, pues el cómputo debía efectuarse de fecha a fecha tomando en consideración como fecha inicial el mismo día de la notificación (25 de mayo), y no el día siguiente. Los argumentos que utiliza el TS para defender este criterio son los siguientes:

«a) Se trata de un plazo señalado por meses, no por días, con lo que se excluye la aplicación de la regla de que el plazo haya de empezar a contarse el día siguiente, que la legislación sigue (arts. 303 y 304 de la LEC) para los emplazamientos, citaciones y notificaciones por días. b) En cambio, al contarse el plazo por meses, ha de aplicarse el art. 5 del CC, según el cual si los plazos estuviesen fijados por meses o años "se computarán de fecha a fecha", sin exclusión de los días inhábiles (p. 2 del mismo art. 5.º); es decir, en este caso del 25 de mayo al 25 de noviembre (último día del plazo). Criterio que corrobora el art. 60 de la vigente Ley de Procedimiento Administrativo en cuanto la computación "de fecha a fecha" no debe conducir al error que como, según la regla sobre el momento inicial del plazo (art. 59 de la misma Ley, análogo al art. 303 de la LEC), este es el día siguiente a la notificación o publicación el plazo vence en la misma fecha de ese día siguiente del mes correspondiente (en este caso el 26 de noviembre); sino que el cómputo "de fecha a fecha", esto es por meses naturales, supone que el plazo vence el mismo día de la notificación o publicación —"no el siguiente"— del mes correspondiente. En este caso el 25 de noviembre de 1988. c) Ya se ha dicho que no se descuentan los días, y menos los meses inhábiles; por lo tanto no es aplicable a este caso lo dispuesto en el Real Decreto-Ley de 17 de julio de 1973) y art. 183 de la LOPJ, que declaró inhábiles a efectos judiciales en materia civil y penal los días 1 a 31 de agosto, ambos inclusive de cada año; puesto que, aparte de lo dicho, se trata de unas normas esencialmente procesales referidas a días, y no a meses, frente al plazo de seis meses para el ejercicio de una acción de carácter sustantivo que señala el art. 905 de la LEC».


Como destaca Vallines García, se puede afirmar que «en los plazos fijados por meses o años no hay distinción entre el dies a quo y el momento inicial del plazo, pues, como regla, ambos confluyen en un único instante temporal, a saber: el día (rectius, la hora del día) en que se tiene por realizado el acto de comunicación» (80) .

En conclusión, podemos afirmar que en el cómputo procesal por meses o años:


	
a)  Se computan de fecha a fecha (en esto coincide con el régimen del CC), con independencia de la existencia de días inhábiles dentro de cada mes.

	
b)  Cuando en el mes de vencimiento no hubiera día equivalente al inicial del cómputo, se entenderá que expira el último día del mes (el régimen es idéntico al del CC).

	
c)  Cuando el último día del plazo es inhábil, se entiende prorrogado al primer día hábil siguiente (lo mismo que en el cómputo por días).

	
d)  El art. 135.5 LEC incorpora una peculiaridad, pudiendo presentarse un escrito hasta las quince horas del día hábil siguiente al del vencimiento del plazo.



La cuestión puede verse más clara a través de un ejemplo. Se concede un plazo de dos meses que se notifica el miércoles 29 de junio de 2022. Al tratarse de un cómputo de fecha a fecha, debería terminar el día 29 de agosto. Como todos los días del mes de agosto son inhábiles, hay que esperar al primer día hábil siguiente, que es el 1 de septiembre (este es el último día del plazo, es decir, el día del vencimiento, pero el escrito podría presentarse hasta las quince horas del viernes 2 de septiembre. Si el día 1 de septiembre cayera en sábado (inhábil), siendo domingo el 2 de septiembre, el plazo concluiría el lunes 3 de septiembre. Aunque es el último día del plazo, es decir, el día del vencimiento, el escrito podría presentarse hasta las quince horas del martes 4 de septiembre.

No ha de cometerse el error, cuando los plazos vienen señalados por meses, de excluir en el cómputo el mes de agosto. En este sentido se expresa la STS (1ª) 14 Oct. 2003 (ECLI:ES:TS:2003:6296):

«Ha de examinarse ante todo, como cuestión previa, si la demanda solicitando la declaración de error judicial en que se dice ha incurrido la Sección Sexta de la Audiencia Provincial de Valencia en el auto dictado el 7 de mayo de 2002 ha sido interpuesto dentro del plazo de tres meses que establece el artículo 293-1-a) de la Ley Orgánica del Poder Judicial, dado el carácter de inexcusable que por evidentes razones asigna a dicho plazo el precepto mencionado. Se afirma en el propio escrito de demanda que la petición se formula dentro del mencionado plazo, que acertadamente se califica de caducidad, añadiéndose que el mismo comienza a contar desde el día 24 de mayo de 2002, fecha de notificación del auto cuestionado. Sin embargo, del cajetín del Registro de Entrada de este Tribunales desprende que la presentación del escrito no ha tenido lugar hasta el 24 de septiembre de 2002, fecha en que el referido plazo de 3 meses había transcurrido con exceso. Tal dilación probablemente obedece a la errónea consideración de que al ser inhábiles los días del mes de agosto, deberían ser excluidos los mismos en su totalidad del cómputo del plazo que nos ocupa. Sin embargo, de lo dispuesto en el artículo 133 de la Ley de Enjuiciamiento Civil se desprende que tal exclusión resulta improcedente pues no nos hallamos ante un plazo señalado por días al que sería de aplicación lo prevenido en el apartado 2 del precepto, sino por meses y subsumible, por tanto, en su apartado 3, en el que claramente se establece que los plazos de la clase del que para la presente acción se concede habrán de computarse de fecha a fecha. A ello ha de añadirse que en el último de los apartados del artículo se previene con carácter general que los plazos que concluyan en domingo u otro día inhábil se entenderán prorrogados hasta el siguiente hábil En tal contexto, el plazo del artículo 293 LOPJ concluía para los aquí demandantes el 24 de agosto de 2002, ya que el auto en que se supone se ha sufrido error les había sido notificado el 24 de mayo del mismo año. Pero, toda vez aquel era día inhábil —como todos los del mismo mes— el plazo debía considerarse prorrogado hasta el siguiente hábil, es decir, hasta el 2 de septiembre, ya que el primer día de este mes caía en domingo. Procede, por todo ello, desestimar una demanda que ha sido presentada veintidós días más tarde de aquel en que caducaba el plazo concedido para instar la acción que en la misma se ejercita» (81) .


Nos recuerda Achón Bruñen (82)  que conforme a lo previsto en el art. 133.3 de la LEC «los plazos señalados por meses o por años se computarán de fecha a fecha», y mediando en ese plazo el mes de agosto el mismo no ha de excluirse de ese cómputo, porque la inhabilidad de los días del mes de agosto que recoge el art. 130.2 de la LEC, cuando dice que «también serán inhábiles los días del mes de agosto», se está claramente refiriendo al cómputo de plazos señalados por días, y no por meses o años, que siempre se cuentan de fecha a fecha, sin exclusión de días inhábiles, como se infiere del hecho de que el art. 133.3 de la LEC no haga referencia en el cómputo de plazos por meses o años a mes inhábil alguno.

En este sentido se pronuncia la STS (1.ª) 29 Mar— 2011 (ECLI:ES:TS:2011:2163), que declaró un recurso presentado fuera de plazo, pue el el último día para presentar la demanda era el día 6 de agosto y al ser este inhábil, se debía considerar prorrogado al 1 de septiembre, según el art. 133.4 LEC, pero al haberse presentado el día 4 de septiembre el plazo se consideró precluido:

«Ello es así porque los plazos procesales por meses (o periodos superiores al mes) se computan de la siguiente manera: (a) se cuentan de fecha a fecha (art. 133.3 LEC); (b) el "dies a quo" es el siguiente a la notificación (art. 133.1 LEC); (c) no se descuentan los días inhábiles; (d) en relación con el mes de agosto, no es inhábil el mes sino que son inhábiles los días (art. 130.2 LEC); (e) si el último día es inhábil se entiende prorrogado el plazo al primer día hábil (art. 133.4 LEC), pudiéndose hacer la presentación del escrito hasta las quince horas del día hábil siguiente al del vencimiento del plazo (art. 135.1 LEC). En el caso, al ser inhábiles los días del mes de agosto, aunque la segunda fecha ("dies ad quem" del plazo) sería el 6 de agosto, se prorroga el plazo al día 1 de septiembre (lunes), habiéndose producido la preclusión de la presentación del escrito a las quince horas del día 2 de septiembre (martes)».


Debemos insistir en la importancia de deslindar cuándo estamos ante un plazo civil y cuando ante uno procesal, recuperando el contenido de la SAP Valladolid (Secc. 3ª) 9 May. 2011 (ECLI:ES:APVA:2011:660). En esta sentencia el problema era el plazo para presentar una demanda de retracto de acuerdo con el art. 88 LAR/1980. Dicho precepto regula un plazo de caducidad de «sesenta días hábiles», pero se trata de un plazo civil del que sólo se pueden excluir los festivos en sentido estricto, no los sábados, ni los días del mes de agosto. No puede inducir a confusión que se trate de un plazo para presentar una demanda, pues no por ello estamos un plazo procesal. sólo son plazos procesales los que nacen en el curso de un proceso para intervenir en el mismo. Como se recoge en la jurisprudencia del TS: «únicamente ofrecen carácter procesal los que tienen su origen o punto de partida en una actuación de igual clase (notificación, citación, emplazamiento o requerimiento), por lo que no están comprendidos aquellos en que se asigna un determinado plazo para el ejercicio de una acción o un derecho jurídico material como es el caso del retracto rustico que aquí se quiere ejercitar» (83) .

5.1.3.   La regla especial del artículo 151 de la LEC

Como acabamos de ver, la regla general de LEC para el cómputo de los plazos es clara: si estamos ante un plazo señalado por días, se computará a partir día del día siguiente a aquel en que se hubiere efectuado el acto de comunicación; por el contrario, si se trata de una plazo señalado por meses o años, se computa de fecha a fecha, sin que haya distinción entre el dies a quo y el momento inicial del plazo, pues ambos confluyen en un único instante temporal. Pero, en ambos supuestos, se parte de la idea de que la fecha de la recepción es, a todos los efectos, siempre la fecha de la notificación. De esta suerte, recepción y notificación se presentan como conceptos temporalmente inescindibles. Por decirlo de un modo simple: si hoy recibimos una resolución judicial, se tiene necesariamente por notificada con fecha de hoy.

Pues bien, la LEC decidió, ya desde su redacción original (84) , modificar esta regla en algunos supuestos, en concreto en cuando los destinatarios de los actos de comunicación eran determinados operadores jurídicos, como los Procuradores, los Abogados del Estado o el Ministerio Fiscal. La regla especial obedecía a la necesidad de otorgar a esos profesionales un margen de maniobra en el ejercicio de su función, permitiendo disponer de un plazo extra para la gestión y tratamiento de las comunicaciones o notificaciones procesales, siempre en beneficio de la función que desempeñan. Diversas reformas legislativas han hecho extensiva esta regla especial a otros colectivos

La regla especial consiste en escindir o disociar temporalmente el acto de la recepción del de notificación, de tal modo que, cuando el destinatario del acto de comunicación sea alguno de los profesionales o colectivos plasmados en la norma, la fecha de notificación será, no la del día de la recepción, sino la del inmediato hábil posterior, o incluso (cuando la recepción se verifique después de las 15:00 horas), la fecha de recepción, y como reflejo la de notificación, se posponen otro día más.

En efecto, tras su reforma por el RDLey 5/2023, dispone el art. 151.2 de la LEC: «Los actos de comunicación al Ministerio Fiscal, a la Abogacía del Estado, a los letrados o las letradas de las Cortes Generales y de las asambleas legislativas de las comunidades autónomas, o del Servicio Jurídico de la Administración de la Seguridad Social, o de las demás Administraciones Públicas de las Comunidades Autónomas o de los entes locales, así como los que se practiquen a través de los servicios de notificaciones organizados por los Colegios de Procuradores se tendrán por realizados al día siguiente hábil a la fecha de recepción que conste en la diligencia o en el resguardo acreditativo de su efectiva recepción cuando el acto de comunicación se haya efectuado por los medios y con los requisitos que establece el artículo 162. Cuando el acto de comunicación fuera remitido con posterioridad a las 15:00 horas, se tendrá por recibido al día siguiente hábil».


Así las cosas, vemos claramente que se disocia el acto y fecha de la recepción (que acontece el día en el que el destinatario recoge o descarga de la plataforma telemática el concreto acto de comunicación), del día a efectos de la notificación, que será el inmediato hábil posterior. Ello siempre y cuando la recepción se produzca antes de las 15:00 horas, pues si se verifica después de esa hora, se tendrá por recibido al día siguiente, con el reflejo que ello supone en la fecha de notificación, que será la del posterior día hábil.


Ejemplos:

1) Partiendo de una semana sin días festivos, si se recibe una sentencia el lunes día 9 de enero de 2023, a las 12:17 horas de la mañana, se tendrá por notificada el martes día 10 de enero de 2023.

2) Si recibimos esa misma sentencia el lunes día 9 de enero de 2023 a las 15:23 horas, se tendrá por recibida el inmediato hábil posterior, es decir, el día 10 de enero de 2023 y, en consecuencia, por notificada el miércoles 11 de enero de 2023.



Sin embargo, conviene precisar más aún esta cuestión, pues en ocasiones se han suscitado problemas en orden a determinar con claridad la fecha en la que ha de entenderse efectivamente producida la recepción a través de LexNET u otra plataforma equivalente. La cuestión no es menor, pues la fecha de la recepción es el primer hito del cómputo, por lo que fijar con claridad y precisión ese momento, se revela esencial para realizar un correcto cómputo del plazo en cuestión.

La primera incógnita a despejar es, por tanto, cuándo debe tenerse por efectuado el acto de comunicación en el universo LexNET (85) . Nos recuerda la STS (1ª) 20 Oct. 2020 (ECLI:ES:TS:2020:3334) lo que es el sistema LexNET:

«Es preciso tener también en cuenta que, conforme al art. 13 del RD 1065/2015, de 27 de noviembre, sobre comunicaciones electrónicas en la Administración de Justicia, el sistema Lexnet es un medio de transmisión seguro de información que, mediante el uso de técnicas criptográficas, garantiza la presentación de escritos y documentos y la recepción de actos de comunicación, sus fechas de emisión, puesta a disposición y recepción o acceso al contenido de los mismos. Garantiza también el contenido íntegro de las comunicaciones y la identificación del remitente y destinatario de las mismas mediante técnicas de autenticación adecuadas, de conformidad con lo dispuesto en la Ley 59/2003, de 19 de diciembre, de firma electrónica, y en el Reglamento (UE) núm. 910/2014, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 de julio de 2014, relativo a la identificación electrónica y los servicios de confianza para las transacciones electrónicas en el mercado interior y por el que se deroga la Directiva 1999/93/CE».


Pero en la propia sentencia, con apoyo en la jurisprudencia del TC acertadamente se apostilla:

«Ahora bien, como señalan las SSTS 55/2019, de 6 de mayo (ECLI:ES:TC:2019:55) y 34 /2020, de 24 de febrero (ECLI:ES:TC:2020:34), 55/2019, de 6 de mayo, FJ 5 (ECLI:ES:TC2019:55) y 34/2020, de 24 de febrero, FJ 3 (ECLI:ES:TC:2020:34): "La modernización de la administración de justicia mediante la generalización en el uso de las nuevas tecnologías y, en lo que aquí nos atañe, a través de las comunicaciones electrónicas procesales, no constituye un fin en sí mismo sino un instrumento para facilitar el trabajo tanto del órgano judicial, como de los justiciables que actúan en los procesos a través de los profesionales designados o directamente por ellos cuando esto último es posible. No pueden en ningún caso erigirse tales medios tecnológicos, en impedimento o valladar para la obtención de la tutela judicial a la que «todas las personas» (art. 24 CE) tienen derecho"».


Pues bien, dicho esto y volviendo a la cuestión que nos ocupa de determinar el momento exacto de la recepción, ha de estarse al consolidado criterio interpretativo del TS, plasmado, entre otros muchos, en el ATS (1ª) 3 Nov. 2021 (ECLI:ES:TS:2021:14454A):

«Es decir, si el acto de comunicación se remite al Colegio de Procuradores antes de las 15:00 horas, se tiene por recibido en esa fecha, y por realizado al día siguiente hábil. Y si, por el contrario, se remite al Colegio de Procuradores después de las 15 horas, se tiene por recibido al día siguiente hábil y por realizado en el segundo día hábil posterior a dicha remisión. En consecuencia, la "recepción" a la que se refiere el art. 151.2 LEC se produce en la fecha en que el órgano jurisdiccional remitente envía la resolución al servicio común de notificaciones organizado por el Colegio de Procuradores, salvo que exista alguna incidencia o error en los términos del art. 17.5 del RD 1065/2015, de 27 de noviembre, sobre comunicaciones electrónicas en la Administración de Justicia en el ámbito territorial del Ministerio de Justicia y por el que se regula el sistema LexNET, que en este caso no consta. Por ello, la fecha a tener en cuenta es la denominada "fecha/hora de envío" que aparece en la carátula del mensaje generado por LexNET, porque es la que se corresponde con la fecha y hora de entrada en el buzón del servicio de notificaciones del Colegio de Procuradores. Así lo establece el citado el art. 151.2 y resulta de la STS (1ª) 6 Jul. 2021 (ECLI:ES:TS:2021:2707) y de los Autos de esta Sala de 7 de febrero de 2012 (ECLI:ES:TS:2012:1937A), 28 de marzo de 2006 (ECLI:ES:TS:2006:7009A) y 16 de octubre de 2019, (ECLI:ES:TS:2019:10516A), e igualmente de la STS (3ª) 6 Oct. 2015 (ECLI:ES:TS:2015:4214) y de todas las resoluciones citadas en ella».


Finalmente, cabe añadir que el art. 151.3 contiene una regla cuando a la notificación no se adjunte algún documento, sino que se remita posteriormente: «Cuando la entrega de algún documento o despacho que deba acompañarse al acto de comunicación tenga lugar en fecha posterior a la recepción del acto de comunicación, éste se tendrá por realizado cuando conste efectuada la entrega del documento, siempre que los efectos derivados de la comunicación estén vinculados al documento».

5.2.  Especialidades del cómputo de los plazos en los procesos contencioso-administrativos

El cómputo de los plazos en los procesos contencioso-administrativos se rige por los mismos criterios de la LOPJ y de la LEC, ya analizados, en cuanto a lo que se consideran días inhábiles. Existen sin embargo dos importantes especialidades, que se recogen en el art. 128 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa (LJCA), que se transcribe a continuación. Este precepto dice lo siguiente (la cursiva es nuestra)


«1. Los plazos son improrrogables, y una vez transcurridos el Letrado de la Administración de Justicia correspondiente tendrá por caducado el derecho y por perdido el trámite que hubiere dejado de utilizarse. No obstante, se admitirá el escrito que proceda, y producirá sus efectos legales, si se presentare dentro del día en que se notifique la resolución, salvo cuando se trate de plazos para preparar o interponer recursos.

2. Durante el mes de agosto no correrá el plazo para interponer el recurso contencioso-administrativo ni ningún otro plazo de los previstos en esta Ley salvo para el procedimiento para la protección de los derechos fundamentales en el que el mes de agosto tendrá carácter de hábil.

3. En casos de urgencia, o cuando las circunstancias del caso lo hagan necesario, las partes podrán solicitar al órgano jurisdiccional que habilite los días inhábiles en el procedimiento para la protección de los derechos fundamentales o en el incidente de suspensión o de adopción de otras medidas cautelares. El Juez o Tribunal oirá a las demás partes y resolverá por auto en el plazo de tres días, acordando en todo caso la habilitación cuando su denegación pudiera causar perjuicios irreversibles».



Podemos apreciar dos especialidades respecto a la situación que se produce en los procesos civiles:

1) En los procesos civiles, la preclusión se produce de manera automática. Transcurrido un plazo para realizar un determinado acto procesal, se pierde definitivamente la posibilidad de realizarlo. La preclusión procesal equivale al concepto civil de caducidad. Una vez que transcurre el plazo, automáticamente se extingue la posibilidad de realizar el acto. «Praecludere» significa acción de cerrar o impedir que se promueva una actividad procesal. Si nos atenemos al sentido etimológico de la palabra, preclusión significa cerrar antes, no en el curso de una actividad. Así, por ejemplo, cuando se debe promover un recurso dentro de un término dado, y probar (por exigirlo la ley) que se ha hecho reclamación previa, y no se prueba, la disposición que impide promover ese recurso por no haberse cumplido los requisitos legales es preclusiva: nos cierra la puerta a la posibilidad de recurrir. A ello se refiere el art. 136 LEC en los siguientes términos: «Transcurrido el plazo o pasado el término señalado para la realización de un acto procesal de parte se producirá la preclusión y se perderá la oportunidad de realizar el acto de que se trate. El Letrado de la Administración de Justicia dejará constancia del transcurso del plazo por medio de diligencia y acordará lo que proceda o dará cuenta al tribunal a fin de que dicte la resolución que corresponda».

En cambio, en los procesos contencioso-administrativos la preclusión no se produce automáticamente por haber transcurrido el plazo correspondiente. En este tipo de procesos la preclusión necesita ser judicialmente declarada. Mientras tanto, aunque haya transcurrido el plazo, no se produce la preclusión. Como se puede ver, de la redacción del art. 128.1 LJCA se deduce que, aunque haya transcurrido el plazo, mientras no se haya notificado la resolución por la que se tiene por precluido el derecho, no hay preclusión (por ejemplo para contestar una demanda). sólo no se aplica esta regla cuando se trate de plazos para preparar o interponer recursos.

Es más, uno puede tener la tranquilidad de que mientras no se lo notifiquen no hay preclusión, y esperar la propia notificación, pues el escrito correspondiente se puede presentar dentro del día en que se notifique la resolución. Es más, como las reglas de la LEC se aplican con carácter supletorio, podría contestarse a la demanda el día hábil siguiente a la notificación hasta las 15 horas por aplicación del art. 135.5 LEC.

Por ejemplo, una vez precluida por el transcurso del plazo legal que corresponda la posibilidad de contestar a una demanda (el plazo venció el 6 de octubre de 2022), si la resolución correspondiente se nos notifica el día 11 de octubre de 2022, podemos presentar el escrito de contestación el mismo día 11 de octubre, o bien el día 13 de octubre hasta las 15 horas (el día 12 de octubre es inhábil en todo el territorio nacional) Si el 13 y el 14 de octubre cayeran respectivamente en sábado y domingo (que son inhábiles), podríamos presentar el escrito el lunes día 15 de octubre hasta las 15 horas.

2) La segunda especialidad se refiere a la consideración que tiene el mes de agosto. Como dice el art. 128.2 LJCA: «Durante el mes de agosto no correrá el plazo para interponer el recurso contencioso-administrativo ni ningún otro plazo de los previstos en esta Ley». No es que el mes de agosto se considere inhábil, es que a efectos del cómputo es como si no existiera, como si el cómputo lo realizáramos con un año que tuviera once meses.

A estos efectos, es indiferente que el vencimiento se produzca en agosto, o que agosto esté dentro del cómputo. El mes de agosto no existe: nos da igual que el cómputo se deba realizar por días o por meses. La cuestión puede quedar más clara comparando el mismo supuesto de hecho en un procesal civil y un proceso contencioso-administrativo.


	
a)  La notificación se produce el 20 de julio y se nos dan dos meses de plazo para realizar un determinado acto procesal.
	
•  Proceso civil: vence el 20 de septiembre.

	
•  Proceso contencioso: vence el 20 de octubre.





	
b)  La notificación se produce el 20 de junio y se nos dan dos meses de plazo para realizar un determinado acto procesal.
	
•  Proceso civil: vencería el 1 de septiembre (si el día 1 de septiembre fuera sábado y el 2 de septiembre domingo, vencería el lunes 3 de septiembre).

	
•  Proceso contencioso: vence el 20 de septiembre.





	
c)  La notificación se produce el 20 de julio y se nos dan diez días de plazo para realizar un determinado acto procesal.
	
•  Proceso civil: vence el lunes 5 de septiembre.

	
•  Proceso contencioso: vence el lunes 5 de septiembre (86) .







6.  El cómputo de los plazos como una cuestión de legalidad ordinaria

La jurisprudencia del TC nos ha recordado [STC 209/13, de 16 de diciembre (ECLI:ES:TC:2013:209)] que el cómputo de los plazos —tanto sustantivos como procesales—, es una cuestión de legalidad ordinaria que corresponde resolver a los Tribunales, pues «éstos son los únicos que pueden vulnerar el derecho fundamental a la tutela "judicial" efectiva [STC 118/1999, de 28 de junio (ECLI:ES:TC:1999:118) STC 159/2002, de 16 de septiembre (ECLI:ES:TC:2002:159)], sin perjuicio de que en determinadas circunstancias las Administraciones que ejercen potestades sancionadoras pueden asimilarse a estos efectos a los Juzgados y Tribunales [STC 18/1981, de 8 de junio (ECLI:ES:TC:1981:18), STC 77/1983, de 3 de octubre (ECLI:ES:TC:1983:77) y STC 125/1983, de 26 de diciembre (ECLI:ES:TC:1983:125), entre muchas]. Consecuentemente, el Tribunal Económico-Administrativo Central, al ser un órgano administrativo, no ha podido lógicamente vulnerar el art. 24.1 CE. La cuestión que se plantea entonces es si pudo hacerlo la Audiencia Nacional al dictar la Sentencia —también impugnada en este proceso bajo el prisma constitucional del derecho fundamental a acceder a la jurisdicción—, que desestimó el recurso contencioso-administrativo planteado por el demandante y confirmó las resoluciones administrativas que declaraban la inadmisibilidad del recurso de alzada interpuesto».

En efecto, el Tribunal Constitucional ha declarado de forma reiterada que el cómputo de los plazos sustantivos y procesales, siendo en principio una cuestión de legalidad ordinaria que corresponde a la jurisdicción, «adquiere relevancia constitucional no sólo cuando la decisión judicial de inadmisión sea fruto de un error patente en el cómputo del plazo o de una interpretación arbitraria o manifiestamente irrazonable de la legalidad, sino también cuando sea consecuencia de la utilización de un criterio interpretativo rigorista, excesivamente formalista o desproporcionado en relación con los fines que trata de proteger y los intereses que sacrifica, habida cuenta de la mayor intensidad con la que se proyecta el principio pro actione cuando, como aquí sucede, se arriesga el derecho de acceso a la jurisdicción y, por tanto, la obtención de una primera respuesta judicial sobre la pretensión formulada» [STC 76/2012, de 16 de abril (ECLI:ES:TC:2012:76), FJ 3].

Lo que sí nos ha recordado el TC es que la interpretación de las normas relativas al cómputo de plazos establecidos para la evaluación de trámites procesales ha de realizarse en forma tal que la parte disponga del plazo fijado en su totalidad [SAP Madrid (Secc. 12ª) 8 Jul. 2009 (ECLI:ES:APM:2009:11940)].
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	Salvo contadas excepciones, como acontece con la actio communi dividundo.


	 Ver Texto 




	 (2) 

	Robinson, A., Metrum. La historia de las medidas, Paidos, Barcelona, 2007, texto contenido en la solapa interior.


	 Ver Texto 




	 (3) 

	Robinson, Metrum…, cit., p. 19: «De todas las cosas que medimos, el tiempo es aquélla de la somos más conscientes en nuestras vidas cotidianas. Cualquiera tiene acceso a un reloj y entiende las unidades de tiempo: segundos, minutos, horas, días, semanas, etc. Tenemos asumido que un minuto tiene 60 segundos, una hora, 60 minutos, un día, 24 horas, una semana, 7 días. Cuando la Revolución Francesa intentó dividir el día en 10 horas de 100 minutos de 100 segundos cada uno, y establecer una semana de 10 días, la gente se rebeló abiertamente. (…) Los babilonios de la antigua Mesopotamia nos legaron las horas de 60 minutos. Los antiguos egipcios, los días de 24 horas, 12 de día y 12 de noche. A la astrología helenística, combinada con el calendario judeocristiano, le debemos la semana de 7 días».
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	Rooney, D., A tiempo. Una historia de la civilización en doce relojes, traducción de Ana Pérez Galván, Alianza Editorial, Madrid, 2022, p. 151, nos dice que «La Tierra gira sobre su eje una vez al día, por eso los relojes y los imperios comerciales son inseparables».
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	Duncan, D.E., El calendario, Emecé Editores, traducción de María Luz García de la Hoz, Barcelona, 1999, p. 16.
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	Decretado por medio de la bula Inter Gravissimas, dictada el 24 de febrero de 1582.
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	 (7) 

	A título de curiosidad, podemos decir que, para compensar el desfase de días acumulado a lo largo de los siglos entre el calendario juliano y las efemérides astronómicas, al jueves 4 de octubre del año 1582, le sería inmediatamente seguido el viernes 15 de octubre, perdiéndose así diez días para siempre.
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	Watson, P., Ideas. Historia intelectual de la humanidad, traducción de Luis Noriega, Editorial Crítica, Barcelona, 2006, pp. 278-280.
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	 (9) 

	Un entretenidísimo estudio sobre la génesis e implantación del calendario gregoriano, puede consultarse en Duncan, El calendario, cit., passim.
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	Blanco Vázquez, C., Historia del tiempo, Editorial Gualdamazán, Madrid, 2022, pp. 96 y ss.
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	Rusia, Turquía y China, v. gr., no lo adoptaron sino hasta bien entrado el siglo XX.
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	Davies, P.J., La Revolución francesa, traducción de Marco Aurelio Galmarini Rodríguez, Alianza Editorial, Madrid, 2014, pp. 79 y 111-112, destaca que fue con el fin de marcar la transición a un nuevo tipo de sociedad, de que Francia entraba en el año I de una nueva era. Así se anunció que «la era de Francia comienza con la fundación de la República, que tiene lugar el 22 de septiembre de 1792 de la era común, el día en que el sol alcanza el verdadero equinoccio otoñal y se entra en el signo de Libra a las nueve horas, dieciocho minutos y treinta segundos de la mañana, según medición del Observatorio de París», y «Se encarga al Comité de Instrucción Pública que imprima el calendario en diversos formatos, con una explicación sencilla de sus principios y usos más frecuentes».
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	 (13) 

	Santirso Rodríguez, M., La Revolución francesa y Napoleón, Shackleton Books, 2021, pp. 82-83, indica que la idea era la de instaurar un calendario desligado de la tradición cristiana y más acorde con los principios de la Razón.
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	Cabe destacar que algunas efemérides de la Revolución Francesa son de forma recurrente citadas conforme a determinados meses del calendario republicano, como el golpe de Estado que protagonizó Napoleón Bonaparte el 18 de Brumario del año VIII (9 de noviembre de 1799), o la Reacción de Termidor, que aconteció el 27 de julio de 1794, fecha en la que con la caída de Maximilien Robespierre se puso fin al período de la República Francesa de dominio de los jacobinos. Cfr. McPhee, P., La Revolución francesa, 1789-1799, traducción de Silvia Furió, Editorial Crítica, Barcelona, 2003, p. 183; y Quétel, C., ¡Creer o morir¡ Historia políticamente incorrecta de la Revolución Francesa, traducción de Elena Faccia Serrano y Teresa Chaves, Homo Legens, Madrid, 2021, passim.
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	Duncan, El calendario, cit., p. 281.
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	 (16) 

	Los revolucionarios franceses dejaron para la posteridad no sólo la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano, sino un nuevo sistema de pesos y medidas, que ahora conocemos con el sistema métrico decimal. Este sistema —aplaudido por la Asamblea de Francia— emanaba de la propia naturaleza, pues el metro se definía como la diezmillonésima parte del meridiano, e igualmente las medidas de peso y volumen toman el agua para establecerse. En ese afán de crear algo universal, símbolo del nuevo orden que se estaba fundando, cabe también enmarcar la confección de un nuevo calendario. El 20 de septiembre de 1793, el diputado Gilbert Romme presentó a la Convención su propuesta para la implantación de un nuevo calendario, que mostrase que el mundo había entrado en una nueva era. En su informe denunciaba que el calendario gregoriano era el producto de «un pueblo ignorante y crédulo», a lo que añadió que «Durante dieciocho siglos ha servido para anclar en el tiempo el progreso del fanatismo, la degradación de las naciones» (Popkin, J. D., El nacimiento de un nuevo mundo. Historia de la Revolución francesa, traducción de A. Bustelo Tortella, Galaxia Gutenberg, Barcelona, 2021, pp. 411-417). En el nuevo calendario, el año comenzaba el 22 de septiembre, que, por feliz coincidencia, como señaló Romme, era una fecha significativa tanto en la naturaleza, porque marcaba el equinoccio de otoño, como en la historia, ya que conmemoraba la proclamación de la República francesa en 1792, que se declaró retrospectivamente como el año I de la «Era Francesa». En efecto, el calendario fue introducido por Decreto de la Convención el 5 de octubre de 1793 (14 de vendimiario II), por lo que se aplicó de forma retrospectiva (Mcphee, P., La Revolución francesa, 1789-1799, traducción de S. Furió, Editorial Crítica, Barcelona, 2003, apéndice p. 257). Nos indica Popkin (El calendario…, cit., pp. 413-414) que «El año se dividía ahora en doce meses de treinta días, cada uno con tres semanas de diez días, o décades (décadas), y los días se dividirían en diez horas de cien minutos cada una, una idea que nunca llegó a calar. Entre las muchas ventajas del nuevo calendario, según sus defensores, estaba el que los trabajadores estarían ociosos sólo un día de cada diez en lugar de un día de cada siete, lo que supuestamente les permitiría obtener más ingresos. El cambio también significaba que la población dejaría de asistir regularmente a la iglesia, ya que el domingo dejaría de ser día de descanso. Inicialmente, los meses, las décades y los días estaban simplemente numerados. Philippe Fabre d´Églantine, un diputado que había sido poeta y dramaturgo, ideó un elegante esquema que vinculaba los nuevos meses con el ciclo de las estaciones. Un sufijo común vinculaba los tres meses de cada parte del año y sus nombres evocaban el clima del momento. Así, los tres meses del otoño eran vendémiaire (vendimiario), el mes de la vendimia, o vendange; brumario (brumario), el mes de las brumas, o nieblas de otoño, y firmaire (frimario), el mes de las heladas. Tras un invierno de nivôse, pluviôse y ventôse (nivoso, pluvioso y ventoso), los franceses saludarían a la primavera con sus meses de germinal, cuando brotaba las plantas; floréal (floreal), cuando florecían, y prairial (pradial), cuando empezaban a madurar. Messidor (mesidor, llamado así por la cosecha) y thermidor (termidor, por el calor) saludaban a los cultivos en maduración en los campos que estarían listos en fructidor, el mes de los frutos. Las estaciones en el esquema de Fabre eran las de la Francia europea: los ciudadanos negros recién emancipados del Saint-Domingue tropical tenían que adoptar meses nombrados para el frío y la nieve que no correspondía a su clima. Como los revolucionarios no podían alterar el hecho de que la naturaleza había hecho que el año solar durara 365 días, cada año terminaba con cinco «días sans-culottide», más un día adicional en los años bisiestos, cada uno de los cuales sería una fiesta dedicada a una virtud moral que fortalecía a la República». La transición al calendario republicano fue más difícil que muchos de los otros cambios que se introdujeron por los revolucionarios, porque el ritmo del tiempo estaba vinculado a la observancia religiosa, algo que los revolucionarios luchaban por desmantelar, por lo que la implantación del nuevo calendario coincidió con una intensa campaña contra la Iglesia Católica. El uso de las nuevas fechas era obligatorio en todos los documentos legales, hasta el punto de que la guerra por el calendario fue uno de los campos de batalla entre los defensores y los detractores del nuevo y el viejo calendario (Popkin, El calendario…, cit., p. 414). El esfuerzo oficial para que se aplicase el nuevo calendario alcanzó su punto álgido con el Segundo Directorio, pues entre abril y septiembre de 1798, cuatro nuevos decretos y leyes intentaron prohibir las referencias a los antiguos meses y días, e impusieron el ritmo del nuevo calendario en todos los aspectos de la vida pública, hasta el punto de que a las ceremonias cívicas que se celebraban el último día de los diez de cada décade (décadas, las nuevas semanas de diez días), denominados décadi (una suerte de nuevo domingo civil), se obligaba a asistir a los funcionarios públicos y se estableció que era el único día en el que podían celebrarse matrimonios (Popkin, El calendario…, cit., p. 561). Todo terminó cuando Napoleón decidió, en uno de sus primeros actos oficiales, abandonar el Calendario Revolucionario y recuperar el gregoriano, que se aplicó desde el 1 de enero de 1806 (Eslava Galán, J., La Revolución Francesa contada para escépticos, Editorial Planeta, Barcelona, 2023, pp. 315-318).
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	Merriman, J., Masacre: Vida y muerte en la Comuna de París de 1871, Editorial Siglo XXI de España Editpres, Tres Cantos, 2017, p. 107; y Santirso Rodríguez, La Revolución…, cit., p. 83. Sobre la Comuna de París, vid. ampliamente, Ceamanos Llorens, R., La Comuna de París, 1871, Editorial Los Libros de la Catarata, Madrid, 2014; De Goncourt, E., La Comuna de París (Diario del sitio y la Comuna de París. 1870-1871), traducción de J. Monteverde, Editorial Pepitas, Madrid, 2020; y Lissagaray, P.O., Historia de la Comuna de París de 1871, traducción de B. Gago Domínguez, Editorial Capitán Swing Libros, Madrid, 2021; así como la monumental obra de Cordillot, M. (coord.), La Commune de Paris, 1871. Les acteures, L´evénement, Les lieux, 2.ª ed., Les Éditions de l´Atelier/Éditions Ouvrières, Ivry-sur-Seine, 2021.
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	Por su parte el art. 7 CC en su primitiva redacción, decía: «Si en las Leyes se habla de meses, días o noches, se entenderá que los meses son de treinta días, los días de veinticuatro horas y las noches desde que se pone hasta que sale el sol. Si los meses se determinan por sus nombres, se computarán por los días que, respectivamente, tengan».
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	A ello se refiere expresamente la STS (1ª) 7 Jun. 1989 ECLI:ES:TS:1989:15570).
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	Puede no ser indiferente la hora de nacimiento a otros efectos. Hasta la Ley 20/2001, de 21 de julio, el art. 30 del CC establecía que «para los efectos civiles, sólo se reputará nacido el feto que tuviere figura humana y viviere veinticuatro horas enteramente desprendido del seno materno». Para adquirir personalidad jurídica sí era esencial en ese momento la hora y minuto del nacimiento, pues las veinticuatro horas se computaban desde el instante del alumbramiento.
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	Lo que significa que todos los nacidos en el mismo día, alcanzan la mayoría de edad en el mismo instante.
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	Que recibió nueva redacción con la Ley 42/2015, de 5 de octubre, de reforma de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil.
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	Rojo Iglesias, E., «Comentario al artículo 248 LH», en Domínguez Luelmo, A. (Dir.). Comentarios a la Ley Hipotecaria, 3.ª ed., Aranzadi, Cizur Menor, 2019, pp. 2042 y ss.
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	Además, debe tenerse presente la doctrina contenida en la Instrucción DGRN de 19 junio 2019 sobre presentación por fax de documentos electrónicos con Código Seguro de Verificación, en cuyos apartados 1.º y 2º se afirma: «En caso de presentarse en el Registro por telefax, conforme a lo dispuesto en el artículo 418 RH un documento cuya autenticidad pueda verificarse con un Código Seguro de Verificación, y dado que el documento que ha accedido al Libro Diario es por sí mismo una copia auténtica cuya autenticidad deriva del código electrónico reproducido en el documento que lo contiene, carece de sentido la exigencia de nueva presentación de ese mismo documento a los solos efectos de consolidar el asiento de forma que, en esos casos, el asiento debe ser consolidado de oficio por el Registrador una vez comprobada la autenticidad del documento electrónico mediante la oportuna consulta del CSV. Si la autenticidad no pudiera verificarse por no resultar legible el CSV, no encontrarse disponible la consulta o cualquier otra causa, la consolidación sólo procederá cuando se una copia auténtica del mismo en los términos del artículo 418 RH. En tal caso, deberá comunicarse por el mismo medio la imposibilidad de proceder de oficio a la consolidación del documento dotado de CSV».
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	Sobre la diferencia entre plazos y términos, vid. Martín Jiménez, C.M., Plazos procesales civiles, Thomson-Reuters Lex Nova, Valladolid, 2014, pp. 54-58.
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	Así sucede cuando se dice que el pago del precio de una compraventa debe efectuarse el 8 de octubre de 2020, o se señala como fecha para la celebración de una vista el 10 de noviembre de 2020 a las 12:15 horas.
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	Según esta STS: «La anterior LPH señala que la citación, punto de partida del plazo de seis días de antelación a la celebración de la Junta ordinaria, debe, conforme a la normativa general del CC, quedar excluido del cómputo, el cual deberá comenzar al siguiente día de la citación y, por consiguiente, aplicando esta regla, la citación para la Junta no se ha producido con seis días de antelación a la Junta. Que este sistema no es coincidente en absoluto con el de los términos judiciales, que si bien empiezan a correr desde el día siguiente en que se hubiera hecho el emplazamiento, citación o notificación, se contará en tales términos judiciales el día del emplazamiento –art. 303 de la LEC/1881 [equivalente al artículo 133.1 LEC/2000]–. Aunque la LOPJ se remite al cómputo del CC, en los señalados por días excluye los inhábiles, lo que no ocurre en los plazos no procesales del texto sustantivo civil en que se trata de plazos naturales que no excluye los inhábiles, (…) y sin descontar en ningún caso los inhábiles, ni el inhábil mes de agosto, como señaló la sentencia de esta Sala de 28 de septiembre de 1987 (…). Que la única referencia del artículo 15 de la Ley de 1960 al plazo de citación para la Junta es que se hará "cuando menos" con seis días de antelación a la celebración y el criterio del legislador es de amplitud, no sólo por la utilización de la locución expresada "cuando menos", equivalente a "por lo menos", "en todo caso" y otras expresiones semejantes, con voluntad de no reducir dicho plazo y esto mismo se utiliza en la nueva LPH 49/1960, reformada por Ley 8/1999, cuyo art. 16.3 fija, igual que antes, el plazo para las juntas, cuando menos, con seis días de antelación para las ordinarias. La equivocación de la Sala a quo, ha consistido en computar de momento a momento un plazo de días –cosa diferente si hubiera sido de meses o de años– y haber prescindido de la normativa del art. 5.1 del CC. También partir del final del plazo y no de su inicio».
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	Cabanillas Sánchez, A., «Comentario al artículo 5 CC», en Albaladejo García, M.; Díaz Alabart, S. (Dir.), Comentarios al Código civil y Compilaciones Forales, I-1.º, 2.ª ed., Edersa, Madrid, 1992, p. 636; García Rubio, M.P., «Comentario al artículo 5 CC», en Domínguez Luelmo, A. (Dir.), Comentarios al Código civil, Lex Nova, Valladolid, 2010, p. 62; Fernández Costales, J., «Comentario al artículo 5 CC», en Bercovitz Rodríguez-Cano, R. (Dir.), Comentarios al Código civil, 4.ª ed., Aranzadi, Cizur Menor, 2013, p. 65; Garciandía González, P.M., «Comentario al artículo 5 CC», en Cañizares Laso, A.; de Pablo Contreras, P.; Orduña Moreno, J.; Valpuesta Fernández, R. (Dir.), Código Civil Comentado, IV, 2.ª ed. Civitas-Thomson Reuters, Cizur Menor, 2016, p. 71.
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	Este clásico aforismo es también formulado en ocasiones en términos equivalentes: dies a quo non computatur in termino, dies ultimus pro completo habetur.
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Vid. SSTS (1ª) 30 En. 1974 (ECLI:ES:TS:1974:223), 18 May. 1981 (S. 217/1981), 6 Feb. 1989 (S. 81/1989), 7 Jun. 1989 (S. 447/1989), 3 Oct. 1990 (S. 523/1990), 17 Nov. 2000 (ECLI:ES:TS:2000:8383), 31 Mar. 2003 (ECLI:ES:TS:2003:2221), 29 Abr. 2009 (ECLI:ES:TS:2009:2391) y 12 Jun, 2012 (ECLI:ES:TS:2012:5770)

La STC 65/1989, de 7 abril (ECLI:ES:TC:1989:65), aunque enfoca la cuestión desde una perspectiva procesal, se refiere igualmente al art. 5 CC y dispone que en ningún caso puedan reducir el plazo legal otorgado a las partes para la defensa de sus derechos que, en el caso de fijarse por días, finaliza a las veinticuatro horas del último, y no a las veinte horas como resultaría de la aplicación indebida, por restrictiva del derecho fundamental del art. 24.1 de la Constitución, que ha efectuado del art. 182.2 LOPJ.
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	En el mismo sentido, también referidas al ejercicio de un derecho de retracto, las SSTS (1ª) 30 Abr. 2010 (ECLI:ES:TS:2010:208), 28 Jul. 2010 (ECLI:ES:TS:2010:4379) y 20 Oct. 2011 (ECLI:ES:TS:2011:6605).
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	En otros casos, el TS ha negado esa posibilidad, como ocurre con el plazo de seis meses previsto en el art. 1490 CC, jurisprudencia que es objeto de análisis al tratar el cómputo por meses o años.
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	Sanz López, J., «Plazos sustantivos y plazos procesales. Comentarios a la sentencia dictada por la Audiencia Provincial de Zaragoza», en Diario La Ley, número 9861, Sección Tribuna, 1 de junio de 2021.
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	Anterior a la Ley 42/2015.
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	Cfr. art. 135.5 de la LEC. Destaca Sanz López, «Plazos sustantivos…», cit., que esta interpretación tan rigorista del cómputo de los plazos sustantivos cambia tras la entrada en vigor de la LEC, pues en el marco normativo de la LEC 1881 el Tribunal Supremo, en la sentencia, entre otras, STS (1ª) 10 Nov. 1994 (ECLI:ES:TS:1994:19224), mantenía una interpretación estricta del cómputo de los plazos sustantivos y restrictiva en cuanto a su asimilación a los plazos procesales, al entender que no era de aplicación a los plazos sustantivos la normativa referente a los plazos procesales, y que por tanto debía de aplicarse el art. 5 CC y no el art. 182 LOPJ. En la sentencia mencionada lo expone literalmente así: «El Derecho de impugnación ha decaído de modo fatal y automático, por existir caducidad y plazo o término sustantivo, no procesal, al que ha de aplicarse el art. 5.° 2 del Código Civil, en cuanto dispone que "en el cómputo civil de los plazos no se excluyen los días inhábiles", sin que sean de aplicar, en cambio, los arts. 182 y siguientes de la Ley Orgánica del Poder Judicial». La diferencia estriba en que en el marco normativo de la LEC 1881, era posible la presentación de escritos y demandas civiles ante el Juzgado de Guardia, algo que prohíbe la vigente LEC.
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	Cfr. SAP Madrid (Secc. 12.ª) 8 Jul. 2009 (ECLI:ES:APM:2009:11940): «A este respecto, el TC ha señalado que la interpretación de las normas relativas al cómputo de plazos establecidos para la evaluación de trámite procesales ha de realizarse en forma tal que la parte disponga del plazo fijado en su totalidad, así lo indican las STC de 20-11-2006, 5-6-2007 y 11-2-2008, entre otras. En las referidas STC se estiman los recursos de amparo interpuestos al no quedar justificado que los recurrentes hubieran podido presentar sus respectivos escritos fuera del horario ordinario en que permanece abierto el registro, por lo que, con independencia de que en el ámbito de la jurisdicción contencioso administrativa, en la que tales procesos se desenvolvían, cupiese o no aplicar el art. 135 LEC, al no constar que los recurrentes hubiesen podido disponer del plazo en su totalidad, se otorgaba el amparo. En materia civil, el art. 135.2 LEC establece que no se admitirán en los Juzgados de Guardia escritos relativos a procesos civiles. Por tanto, resulta claro que siendo el sábado inhábil, y no cabiendo acudir al Juzgado de Guardia para la presentación de escritos, únicamente cabrá hacerlo el siguiente día hábil, tal y como por otro lado indica el art. 133.4 LEC. La cuestión estriba en determinar si al tratarse de un plazo de caducidad debe o no aplicarse la doctrina y normativa referidas, las cuales se refieren a plazos procesales, salvo lo que se indicará con respecto a las STC de 20-11-06. Si bien es cierto que el plazo de caducidad es civil y su cómputo no excluye los días inhábiles, cuestión distinta es que el día final del plazo sea inhábil, impidiendo con ello la presentación de la demanda dentro del plazo de caducidad, ya que únicamente mediante el ejercicio judicial de la acción dentro del plazo establecido cabrá evitar la caducidad de la acción. La doctrina de las Audiencias Provinciales se encuentra dividida, entre aquellas Salas que entienden inaplicable lo dispuesto en la normativa procesal cuando se trata de plazos no procesales (SAP Madrid, S.20ª, 2-1-2007, Sevilla, S.5ª, 28-9-2006, Vizcaya, S.3ª, 11-10-2005, si bien estas dos últimas referidas a plazos de prescripción, AP Santa Cruz, S.1ª, 13-6-2005) y aquellas que entienden que cuando el ejercicio de la acción dentro de un plazo depende de un acto procesal, como es la presentación de una demanda, debe aplicarse lo dispuesto en el art. 133.4 o 135.1, ambos LEC (SAP Alicante, 24-10-2008, Alicante S.8ª, 17-7-2008, Barcelona S. 13ª, 19-10-2007, Cantabria S.4ª, 26-1-2007 y Salamanca 20-1-2005). Esta Sala se decanta por la segunda de las interpretaciones referidas, ya que a tenor de la doctrina del TC, el plazo, sobre todo cuando de él depende el acceso a la jurisdicción, ha de poder ser disfrutado por la parte en toda su extensión, y si únicamente mediante la interposición de la demanda cabe evitar la caducidad, aún cuando el cómputo del plazo sea civil, cuando el día final no quepa interponer la demanda por ser inhábil, cabrá la interposición de la misma el siguiente día hábil, tal y como prevé el art. 133.4 LEC. A este respecto, cabe señalar que la citada STC de 20-11-2006, indica que el derecho del justiciable a disponer del plazo en su integridad, es independiente de la naturaleza del plazo, siendo lo determinante del hecho de que el registro se halle o no abierto las 24 horas del día».
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	Sobre este punto la doctrina de las Audiencias Provinciales estaba dividida [cfr. SAP Madrid (Secc. 12ª) 8 Jul. 2009 (ECLI:ES:APM:2009:11940), antes citada], pues no todas entendían aplicable a los plazos no procesales el cómputo procesal.
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	López Chocarro, I., «Los plazos sustantivos y los plazos procesales; divergencias sobre su cómputo y la posible aplicación a los primeros del art. 135 LEC. Análisis de la controvertida sentencia de la AP de Zaragoza de 20/11/2020», en Diario La Ley, número 9840, Sección Tribuna, 29 de abril de 2021, p. 9, afirma que «Con el nuevo redactado del art. 135 se puede entender que todo lo que se había debatido hasta ahora acerca de la posibilidad de aplicar el "día de gracia" a la presentación de demandas derivadas de un plazo sustantivo quedaba en nada, pues a partir de ahora la imposibilidad de presentar escritos de plazo ante el Juzgado de guardia no era impedimento alguno para que el titular del derecho al plazo pudiera disponer del mismo en su integridad».
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	Así lo califica Sanz López, «Plazos sustantivos…», p. 3.
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	Exactamente lo titula «El nuevo panorama procesal derivado de las Leyes 18/2011 y 42/2015».
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	López Chocarro, «Los plazos…», cit., p. 12.
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	«Esta interpretación fue acogida por las SSTS 25 Mar. 2015, 28 Jul 2010 y 29 Abr. 2009, que señalan la diferencia entre plazos procesales y sustantivos en relación al art. 135 LEC. Conforme a esas resoluciones el titular de un derecho sujeto a plazo sustantivo ha de tener la facultad de ejercitarlo en su integridad y de ello no puede ser privado por sistemas organizativos que no permiten que los Juzgados permanezcan abiertos durante las veinticuatro horas del día o por la imposibilidad de presentar escritos en el Juzgado de Guardia. Si el ejercicio del derecho sustantivo se lleva a cabo mediante la interposición de la demanda se consideró a esta un acto procesal sujeto a la normativa procesal, entendiendo que conforme al art. 5 CC el día final del cómputo ha de transcurrir por entero, de modo que si el día último del derecho sustantivo coincidía con una día inhábil a efectos procesales, el derecho se podía ejercitar mediante la interposición de la demanda en el primer día hábil siguiente. Ahora bien, esta interpretación es anterior a la redacción del art. 135 LEC por la Ley 42/2015, de 5 de octubre. Su actual contenido permite romper la vinculación entre plazo procesal y plazo sustantivo como ya consideramos en sentencia de esta Sección de 21-12-2017 N.o 584 pues aquel precepto establece que las demandas se presentarán por medios telemáticos y que se pueden presentar todos los días del año durante las veinticuatro horas. Por tanto, la parte pudo ejercitar su derecho mediante la presentación de la demanda el día 20-11-2016. Consta presentada la demanda el día 21, por lo que transcurrió el plazo de prescripción, lo que conlleva a mantener la desestimación de la demanda».
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	«No cabe duda de que el plazo de treinta días (plazo sustantivo o material, no procesal) es un plazo de caducidad, de tal modo que, no solo puede apreciarse de oficio, sino que ni siquiera es susceptible de interrupción. También lo es que dicho plazo ha de computarse con arreglo a lo establecido en el art. 5 CC, y, finalmente, también es cierto que no puede confundirse el cómputo de los plazos procesales con el de los plazos sustantivos, aunque sí deben armonizarse. En este sentido y, como después se reproducirá con mayor detalle, el Tribunal Supremo ha declarado de forma constante y sin quiebra alguna que "la acción judicial que pone en movimiento el derecho se materializa a través de la presentación de una demanda, que es un acto procesal sujeto a normativa procesal". En efecto, la Sentencia recurrida (en atención a la decisión adoptada en la misma) respeta el plazo de caducidad de 30 días establecido en el art. 251.1 del Texto Refundido de la Ley de Sociedades de Capital, de tal modo que el plazo para el ejercicio de la acción de impugnación terminó a las 24 horas del día 9 de Febrero de 2.019 (sábado), habiéndose realizado tal cómputo conforme a lo establecido en el art. 5 CC (plazo sustantivo o material). Ahora bien, el ejercicio del derecho (es decir, la impugnación del acuerdo del Consejo de Administración) únicamente puede efectuarse mediante la interposición de la correspondiente Demanda, que es un acto procesal, sujeto, en cuanto a la presentación de Escritos y Documentos, a las prescripciones de la LEC; es decir, la Demanda habría de presentarse, para que no resultara perjudicada por el transcurso del tiempo, al día siguiente (es decir, el día 10 de Febrero de 2.019), domingo, día inhábil, al igual que el sábado; de ahí que el Tribunal Supremo signifique que "La acción judicial que pone en movimiento el derecho se materializa a través de la presentación de una demanda, que es un acto procesal sujeto a normativa procesal"; de tal manera que no se aplican analógicamente plazos procesales a cómputos civiles o materiales, ni se alarga el plazo indebidamente (con infracción de la propia institución de la caducidad) porque se permita la presentación de la Demanda al día siguiente hábil, cuando el último día del plazo de ejercicio de la acción es inhábil».
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En contra Sanz López, «Plazos sustantivos…», cit., p. 5, quien sostiene: «De la simple lectura de este primer apartado del artículo 135 LEC, resulta evidente concluir que si nos basamos en esta norma de carácter procesal para determinar la posibilidad de poder presentar escritos y demandas en días y horas inhábiles y le damos a la misma la suficiente relevancia para enlazarlo con los plazos sustantivos, no podemos obviar el resto del contenido del mismo apartado del mismo artículo: si presentamos un escrito o demanda en día u hora inhábil se entenderá efectuada el primer día y hora hábil siguiente. Con lo que, en aplicación de la teoría desarrollada por la Audiencia Provincial de Zaragoza aquella presentación en día u hora inhábil sería estéril y no serviría para salvar el plazo, ya que sus efectos serían los mismos que si lo presentáramos el siguiente día hábil. Como vemos, entraríamos en una especie de bucle infinito. Esto además nos conduciría de nuevo a una situación en la que no se respetaría el cómputo íntegro del dies ad quem tal y como prevé el art. 5 CC (LA LEY 1/1889) y la doctrina consolidadísima que se ha mencionado del Tribunal Supremo. Veamos unos posibles ejemplos de situaciones en caso de aplicar la teoría desarrollada por la Audiencia Provincial de Zaragoza, aplicando la totalidad del apartado primero del artículo 135 LEC:


	
-  Si presentáramos un escrito o demanda un día hábil, pero más tarde de las 20 horas (horas hábiles de conformidad con el artículo 130 LEC) la presentación se entenderá efectuada al siguiente día hábil, por tanto estaría fuera de plazo. Con lo que, en cumplimiento de aquella teoría deberíamos presentarla antes de las 20 horas, con lo cual perderíamos parte del plazo íntegro (perderíamos 4 horas).

	
-  Si presentáramos un escrito o demanda un día inhábil, la presentación se entenderá efectuada al siguiente día hábil, por tanto también estaría fuera de plazo. Con lo que, en cumplimiento de aquella teoría deberíamos presentarla el último día hábil previo al inhábil en que finalizara el plazo sustantivo. Por ejemplo, un plazo que acabara en domingo, lo deberíamos presentar el viernes anterior, con lo que perderíamos 2 días del plazo íntegro que establece el art. 5 CC.

	
-  Pero imaginemos un plazo que acabara el día 31 de agosto, lo deberíamos presentar el día 31 de julio o el último día de julio hábil de aquel año, con lo que perderíamos un mínimo de 31 días del plazo íntegro que establece el art. 5 CC.



Por esta razón es por la que no se puede aplicar parcialmente una única parte del primer apartado del artículo 135 LEC, puesto que se darían situaciones absurdas no buscadas por la Ley, no amparadas por la jurisprudencia del Tribunal Supremo y del Tribunal Constitucional y, sobre todo, contrarias al ejercicio de la tutela judicial efectiva y al principio de seguridad jurídica. En resumen, si entendemos aplicable a los plazos sustantivos el artículo 135 LEC en lo referente a la posibilidad de presentar escritos en días y horas inhábiles, también debemos atender a los efectos que ello produce y a la posibilidad de presentar dicho escrito o demanda de plazo hasta las 15 horas del día siguiente hábil al del vencimiento del plazo».



	 Ver Texto 




	 (45) 

	Dentro de la misma ley se utiliza el mismo criterio (computar en el plazo exclusivamente los días hábiles) en los arts. 16.2.b), 16.3 y Disposición Adicional primera 3.b).


	 Ver Texto 




	 (46) 

	Dentro de esta misma ley, su art. 23 prevé que el arrendatario no puede ceder o subarrendar la finca o explotación sin el consentimiento expreso del arrendador. No obstante dicho consentimiento no es necesario cuando la cesión o subarriendo se efectúan a favor del cónyuge o de uno de los descendientes del arrendatario. Pero se añade: «No obstante, el subrogante y el subrogado notificarán fehacientemente al arrendador la cesión o el subarriendo, en el plazo de 60 días hábiles a partir de su celebración».


	 Ver Texto 




	 (47) 

	Igualmente se utiliza el cómputo en días naturales dentro de las Disposiciones Transitorias de esta Ley.


	 Ver Texto 




	 (48) 

	El art. 71.1 TRLGDCU reproducía con ligeros retoques el art. 44.1 de la Ley 7/1996, de 15 de enero, de Ordenación del Comercio Minorista, aplicable al comprador. También se acogía en el art. 71 TRLGDCU el contenido de la Disposición Adicional 1.ª de LOCM, que extendía el régimen de los arts. 38 a 48 a los contratos negociados a distancia referentes a la prestación de servicios. En concreto, el núm. 5 de la citada Disposición Adicional 1.ª disponía: «será la ley del lugar donde ha de prestarse el servicio la que determine qué días son hábiles para el ejercicio del derecho de desistimiento».


	 Ver Texto 




	 (49) 

	Igualmente se presta a confusión la expresión días laborables, como se hacía la versión en español de la Directiva 97/7/CE, a pesar de su valoración positiva por Arroyo Aparicio, A, Los contratos a distancia en la Ley de Ordenación del Comercio Minorista, Thomson-Aranzadi, Cizur Menor, 2004, pp. 356 y ss.


	 Ver Texto 




	 (50) 

	Más adelante nos ocuparemos de qué se entiende por días hábiles e inhábiles en cada uno de estos casos.


	 Ver Texto 




	 (51) 

	Vid. las reformas introducidas por la LO 14/2022, de 22 de diciembre, de transposición de directivas europeas y otras disposiciones para la adaptación de la legislación penal al ordenamiento de la Unión Europea, y reforma de los delitos contra la integridad moral, desórdenes públicos y contrabando de armas de doble uso, en los arts. 183 de la LOPJ y 130.2 de la LEC, así como el 43.4 de la LRJS. La finalidad confesada en el Preámbulo es conciliar la vida personal y familiar de los operadores jurídicos: «Se modifican los artículos 182 y 183 de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, para establecer la inhabilidad procesal del periodo que media entre los días 24 de diciembre y 6 de enero de cada año judicial con el fin de compatibilizar los principios de seguridad jurídica, el derecho de defensa y los derechos de los y las profesionales que se relacionan con la Administración de Justicia, concretamente, el derecho al descanso y a la conciliación de la vida personal, familiar y laboral en dicho periodo. Esta medida no supone la paralización de la actividad en los órganos y oficinas judiciales, que continuarán prestando el servicio público, afectando especialmente al cómputo procesal de los plazos, que se verá interrumpido y que se reanudará inmediatamente después del transcurso de este periodo. El precepto deja a salvo la posibilidad de habilitación de estos días en los términos previstos en la legislación orgánica y en las leyes procesales. Las personas profesionales de la abogacía, la procura y los graduados y graduadas sociales aspiran a la regulación de una serie de medidas que permitan una mayor conciliación de la vida personal y familiar con su desempeño profesional ante los tribunales de justicia. Si bien la mayor parte de las mismas han sido atendidas por otras leyes, resulta necesario anticipar en esta norma la declaración de inhabilidad del período navideño, a cuyo efecto se modifican el artículo 130.2 de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil, y el artículo 43.4 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, reguladora de la jurisdicción social.


	 Ver Texto 




	 (52) 

	Como luego veremos, las fiestas laborales no pueden exceder de catorce al año, de las cuales dos serán locales, debiendo respetarse en todo caso como fiestas de ámbito nacional las de la Natividad del Señor, Año Nuevo, 1º de mayo (como Fiesta del Trabajo), y 12 de octubre, como fiesta nacional de España. Se establece, además, que serán, en todo caso, objeto de traslado al lunes inmediatamente posterior el descanso laboral correspondiente a las fiestas que coincidan en domingo. Y se añade que las Comunidades Autónomas, dentro del límite anual de catorce días festivos, podrán señalar aquellas fiestas que por tradición les sean propias, sustituyendo para ello las de ámbito nacional que se determinen reglamentariamente y, en todo caso, las que se trasladen a lunes. Igualmente se permite a las Comunidades Autónomas hacer uso de la facultad de traslado a lunes de las fiestas de ámbito nacional que tengan lugar entre semana. Según la STS (4ª) 20 Dic. 2002 (ECLI:ES:TS:2002:8727) el límite máximo de las catorce fiestas anuales es una norma de derecho necesario absoluto que las Administraciones autonómicas y locales no pueden superar.


	 Ver Texto 




	 (53) 

	Piénsese en las fiestas autonómicas o locales.


	 Ver Texto 




	 (54) 

	Nótese que en la legislación de arrendamientos urbanos, dentro de la regulación de similares derechos de adquisición preferente por el arrendatario, se utiliza el cómputo en días naturales.


	 Ver Texto 




	 (55) 

	Domínguez Luelmo, A. «Derecho de desistimiento. Comentario al Capítulo del Texto Refundido de la Ley General para la Defensa de Consumidores y Usuarios (arts. 68 a 79)», en Cámara Lapuente, S. (Dir.), Comentarios a las normas de protección de los consumidores, Colex, Madrid, 2011, pp. 638 y ss.


	 Ver Texto 




	 (56) 

	
Domínguez Luelmo, A., «Derecho de desistimiento», en Cámara Lapuente, S. (Dir.), La revisión de las normas europeas y nacionales de protección de consumidores, Civitas–Thomson Reuters, Cizur Menor, 2012, pp. 209 y ss.

El criterio de utilizar en el cómputo días naturales era el mismo que ya había seguido la Directiva 2002/65/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 de septiembre de 2002, relativa a la comercialización a distancia de servicios financieros destinados a los consumidores (art. 6.1 y núm. 4 y 5 del art. 7). Es el mismo criterio que se utilizó en la Ley 22/2007, de 11 de julio, sobre comercialización a distancia de servicios financieros destinados a los consumidores (art. 10.1 y núm. 3 y 4 del art. 11), y en la Ley 2/2009, de 31 de marzo, por la que se regula la contratación con los consumidores de préstamos o créditos hipotecarios y de servicios de intermediación para la celebración de contratos de préstamo o crédito (arts. 20 y 21). Este mismo criterio se utiliza en el artículo II-5:103 (2), en relación con el artículo I-1:110 (5) del DCFR: el primero establece que el plazo para desistir será de catorce días, y el segundo que «los plazos incluirán sábados, domingos y días festivos salvo cuando se excluyan expresamente o cuando los plazos se expresen en días laborables».



	 Ver Texto 




	 (57) 

	El resto de contenido de esta norma fue derogado y sustituido por el Real Decreto 1561/1995, de 21 septiembre, que regula las jornadas especiales de trabajo


	 Ver Texto 




	 (58) 

	Así, en el BOE núm. 257, de 27 de octubre de 2023, se publicó la Resolución de 23 de octubre de 2023, de la Dirección General de Trabajo, por la que se publica la relación de fiestas laborales para el año 2024. En este tipo de Resoluciones es habitual señalar: a) Con un asterisco (*) las fiestas nacionales no sustituibles, que son comunes en todas las CCAA. b) Con dos asteriscos (**) las fiestas nacionales respecto a las cuales no se ha ejercido la facultad de sustitución. c) Con tres asteriscos (***) la fiesta de la Comunidad Autónoma.


	 Ver Texto 




	 (59) 

	Vid., por ejemplo, el Decreto de la Consejería de Industria, Comercio y Empleo 17/2023, de 21 de septiembre, por el que se establece el calendario de fiestas laborales en el ámbito de la Comunidad de Castilla y León para el año 2024 (BOCyL núm. 184, de 25 de septiembre de 2023, pp. 7 y ss.


	 Ver Texto 




	 (60) 

	El calendario aprobado por las Comunidades Autónomas debe comprender los días inhábiles de las Entidades Locales correspondientes a su ámbito territorial, a las que será de aplicación.


	 Ver Texto 




	 (61) 

	Así, en el BOE núm. 279, de 22 de noviembre de 2023, se publica la Resolución de 16 de noviembre de 2023, de la Secretaría de Estado de Función Pública, por la que se establece a efectos de cómputo de plazos, el calendario de días inhábiles en el ámbito de la Administración General del Estado para el año 2024.


	 Ver Texto 




	 (62) 

	Aparte está la cuestión referida a los sábados, cuyo consideración como días inhábiles sólo tiene relevancia en el cómputo procesal y administrativo de los plazos.


	 Ver Texto 




	 (63) 

	V. gr., si arrancamos nuestro cómputo el día 23 de un mes, hemos de terminar necesariamente en un día 23.


	 Ver Texto 




	 (64) 

	Más adelante nos detendremos en esta cuestión. Baste aquí citar la STS (3.ª) 16 Jun. 1981 (ECLI:ES:TS:1981:372): «Que con un criterio coincidente, este Tribunal viene declarando en numerosas sentencias (…) que una vez unificadas las normas relativas al cómputo de los plazos señalados por meses, tal como al efecto ha sido establecido en el art. 5 CC, al disponerse que "si los plazos estuviesen fijados por meses o años, se computarán de fecha a fecha", ello debe entenderse en el sentido de que el cómputo de fecha a fecha quiere decir "que si un mes empieza a contarse en determinada fecha, en la misma del mes siguiente comenzará un nuevo mes, o sea que el último día del plazo es el inmediatamente anterior, o lo que es igual, que la fecha final (o guarismo que la representa) viene referida al día en que se produjo la notificación del acto o disposición" –Sentencia ya citada de 4 marzo 1980– o dicho en otras palabras, "que la exclusión del día en que se comunicó el acto, no impide que el plazo se cumpla en igual fecha del mes correspondiente; porque únicamente así comprendería con exactitud un mes natural, del que excedería en un día si venciera al agotarse el del mismo número del siguiente a la notificación" –STS de 23 julio 1980–, deduciéndose de cuanto llevamos expuesto, que en el caso ahora sometido a enjuiciamiento, al haberse efectuado la notificación del acuerdo recurrido en reposición, el día 20 noviembre, el día inicial es tal como dice la sentencia apelada, el día inmediato a aquél, o sea el 21, pero el final sería el 20 diciembre, y no el 21 del indicado mes, como se señala en el citado fallo, lo que determina, que al haberse interpuesto el recurso de reposición contra el acuerdo denegatorio de la ruina solicitada por el señor C. G., el aludido día 21 diciembre, tal recurso deviene extemporáneo, y, por consiguiente, inadmisible el contencioso-administrativo formulado contra el citado acuerdo, así contra el desestimatorio de tal reposición, sin que sea obstáculo a tal conclusión, que el mencionado recurso de reposición fuera tramitado por la Corporación Local demandada, ya que, en ningún supuesto pueden ser rehabilitados los términos ya fenecidos, y, por ello, es inoperante que el recurso interpuesto fuera del plazo señalado al efecto, sea tramitado y resuelto por el órgano competente –STS de 3 julio 1978–».


	 Ver Texto 




	 (65) 

	En contra Fernández Costales, «Comentario al artículo 5 CC», cit., p. 66, considera que en los casos de vacatio legis el último día del plazo debe trascurrir por entero, por lo que en el cado resuelto por la sentencia, la entrada en vigor se habría producido el día 1 de mayo. Cita igualmente como ejemplo la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil, publicada en el BOE del día 8 de enero de 2000, y cuya Disposición Final vigésimo novena preveía su entrada en vigor al año de su publicación en el BOE. Para éste autor, la entrada en vigor de la LEC se produjo el día 9 de enero de 2001, y no el día 8 de enero de 2001, que fue cuando efectivamente entró en vigor.


	 Ver Texto 




	 (66) 

	Vid. SSTS (1ª) 17 Nov. 2000 (ECLI:ES:TS:2000:8383), 31 Mar. 2003 (ECLI:ES:TS:2003:2214) y 12 Jun. 2012 (ECLI:ES:TS:2012:5770).


	 Ver Texto 




	 (67) 

	BOE núm. 238, de 1 de octubre de 2016, pp. 70231 y ss.


	 Ver Texto 




	 (68) 

	BOE núm. 276, de 28 de noviembre de 2015, pp. 108423 y ss.


	 Ver Texto 




	 (69) 

	Por ello, aparece como hábil el sábado 1 de octubre de 2016 y, como primer sábado inhábil, el 8 de octubre de 2018 (pues la Ley 39/2015, entró en vigor el día 2 de octubre de 2016).


	 Ver Texto 




	 (70) 

	
Así, la STSJ de Murcia (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 2ª) de 18 Feb. 2004 (ECLI:ES:TSJMU:2004:334). Se trata de un caso en que acuerdo del Alcalde originariamente impugnado fue notificado al Grupo Socialista el mismo día en que fue dictado, esto es el 23 de octubre de 2000, y se disponía de un mes para su impugnación. También consta que el recurso de reposición fue presentado el día 24 de noviembre de 2000. El Grupo Socialista considera que está dentro de plazo pues el día inicial del cómputo es el siguiente a la notificación, es decir, el 24 de octubre de 2000, y la fecha a fecha debe computarse desde ese día, por lo que último día del plazo es el 24 de noviembre de 2000.

El TSJ de Murcia, en cambio, considera que la fecha de inicio viene marcada por el día de la notificación, y entiende que el recurso está fuera de plazo. Esta interpretación ha sido tradicional en la jurisprudencia, que parte de una concepción estricta de lo que debe entenderse por «mes natural». Según esta interpretación, aunque el plazo comience a computarse desde el día siguiente a la notificación, termina a las 24 horas del día anterior a aquel en que comienza el cómputo. Es decir le fecha final es la coincidente con el ordinal de la fecha de la notificación. Por eso la sentencia considera que, en este caso, el plazo para interponer el recurso terminaba a las 24 horas del día 23 de noviembre de 2000, de manera que, presentado el día 24 de noviembre, ya fuera de plazo.



	 Ver Texto 




	 (71) 

	Este criterio es el que utiliza la STS (3ª) 24 Jun. 2011 (ECLI:ES:TS:2011:4405). Resulta acreditado que el día 7 de octubre de 1999 se notificó un auto que declaró la inadmisibilidad del recurso de casación. Según se afirma en este sentencia: «El dies "a quo" comenzaba a partir del día siguiente en que procedió aquella notificación, es decir, el 8 de octubre de 1999, pues, según la regla tradicional "dies a quo non computatur in termino", los plazos para interponer recursos administrativos y contencioso-administrativos se contarán a partir del día siguiente a aquel que tenga lugar la notificación o publicación del acto de que se trate [art. 48.4 de la Ley 30/1992] y el "dies ad quem" termina el último día del plazo que sea hábil, pues, cuando sea inhábil, se entenderá prorrogado el plazo al primer día hábil siguiente; regla que es válida para los plazos dados por meses o años y también para los dados por días, salvo que, por excepción, incluyan en el cómputo los inhábiles [artículo 48.1 de la Ley 30/1992], y en el caso que enjuiciamos es un hecho incuestionable, que el día 8 de octubre de 2000 era domingo y el día siguiente era festivo en la Comunidad Valenciana, por lo que la reclamación por responsabilidad patrimonial se formuló dentro del plazo establecido en el artículo 142.4 de la tantas veces citada Ley 30/1992».


	 Ver Texto 




	 (72) 

	Un problema paralelo al anterior es si el recurso se puede plantear el mismo día en que se notifica al ciudadano o necesariamente debe presentarse a partir del día siguiente. Una resolución del TEAR de Valencia de 9 de enero de 2020 inadmitió unas reclamaciones económico-administrativas interpuesta por un contribuyente, por haberlas presentado el mismo día en que recibió la notificación. Vid. las consideraciones críticas de Gómez Fernández, D., «¿Se puede inadmitir un recurso administrativo presentado el mismo día en que se notifica el acto?», en https://www.derechoadministrativoyurbanismo.es/post/se-puede-inadmitir-un-recurso-administrativo-presentado-el-mismo-d%C3%ADa-en-que-se-notifica-el-acto [fecha de consulta 29.7.2023].


	 Ver Texto 




	 (73) 

	Se reitera con ello la doctrina expresada en las SSTS (1ª) 23 Ene. 1946 (ECLI:ES:TS:1946:396), 21 May. 1951(ECLI:ES:TS:1951:742), 11 Feb. 1959 (ECLI:ES:TS:1959:882), 14 Nov. 1962 (ECLI:ES:TS:1962:124), 22 May. 1965 (ECLI:ES:TS:1965:832), 25 Jun. 1968 (ECLI:ES:TS:1968:2347), 29 May. 1992 (ECLI:ES:TS:1992:13148), 10 Nov. 1994 (ECLI:ES:TS:1994:7264), 22 Ene 2009 (ECLI:ES:TS:2009:36), 29 Abr. 2009 (ECLI:ES:TS:2009:2391) y 29 Feb. 2012 (ECLI:ES:TS:2012:2538).


	 Ver Texto 




	 (74) 

	No hay que olvidar que la mayor parte de los actos de comunicación se realizan a través de LexNET u otra plataforma equivalente (Vereda, Avantius, Lexcat, Jutiziasip), por lo que habrá de estarse a los protocolos existentes respecto de los actos de notificación.


	 Ver Texto 




	 (75) 

	Martín Jiménez, Plazos procesales…, cit., p. 64.


	 Ver Texto 




	 (76) 

	Según nueva redacción recibida tras la LO 14/2022.


	 Ver Texto 




	 (77) 

	También modificado por la LO 14/2022.


	 Ver Texto 




	 (78) 

	Modificado por la LO 14/2022.


	 Ver Texto 




	 (79) 

	Seguimos en este punto la opinión de Vallines García, E., La preclusión en el proceso civil, Civitas, Madrid, 2004, pp. 163 y ss.


	 Ver Texto 




	 (80) 

	Vallines García, La preclusión…, cit., p. 167.


	 Ver Texto 




	 (81) 

	Por su contenido didáctico, merece la pena citarse el AAP Sevilla (Secc. 5ª) 11 En. 2015 (ECLI:ES:APSE:2005:52A): «La cuestión que se suscita en este recurso es el cómputo de los plazos señalados por meses. Para resolverlo hay que acudir al art. 133 de la LEC que regula el cómputo de los plazos. Del mismo se desprende que los plazos se computan de distinta manera según que se señalen por días o por meses. Mientras que en los señalados por días se excluyen los inhábiles, en los señalados por meses no se excluyen, sino que la Ley se limita a decir que "se computarán de fecha a fecha". Es obvio entonces que no pueden descontarse los inhábiles, pues si se hiciese, el plazo nunca podría contarse de fecha a fecha, ya que habría que descontar los sábados y domingos intermedios. Y cuando el día del vencimiento sea domingo u otro día inhábil, se entenderá prorrogado hasta el siguiente día hábil (133.4 LEC). Por tanto, una correcta interpretación del precepto permite llegar a la conclusión de que si el plazo de un mes comienza el 15 de julio, el día de vencimiento será el 15 de agosto, pues no se descuentan los días inhábiles. Pero como el día 15 de agosto es un día inhábil (art. 130.2 de la LEC), y no es posible la realización de un acto procesal, se entiende prorrogado hasta el siguiente día hábil, que tratándose de agosto no se produce hasta la llegada del uno de septiembre. Es decir que el plazo de un mes que se concedió al demandante para presentar la demanda de juicio ordinario expiró el día uno de septiembre de 2004. Y al no presentar la demanda dicho día, se produjo la preclusión y la pérdida de la oportunidad de presentar la demanda, con lo que procedía el sobreseimiento del proceso de conformidad con el art. 818.2 de la LEC». También es muy clarificador en este punto, es el AAP Tarragona (Secc. 3ª) 25 Nov. 2003 (ECLI:ES:APT:2003:421A): «Se plantea a través del recurso el problema del cómputo del plazo de un mes que establece el art. 818.2 de la LEC para que la parte que ha formulado una petición inicial de procedimiento monitorio pueda interponer demanda de juicio ordinario, una vez que se le ha dado traslado de la oposición formulada por el contrario tras haber sido requerido de pago. En el presente caso, verificado dicho traslado el día 13 de julio de 2002, la parte actora y apelante sostiene que el referido plazo finalizaría el 13 de septiembre, pues a su juicio el mes de agosto debe excluirse por completo del cómputo, por ser inhábil, con lo que la demanda, estaría dentro de plazo, ya que fue presentada el propio 13 de septiembre de dicho año. Por el contrario, la juzgadora de instancia argumenta que, tratándose de un plazo fijado por meses, debe computarse de fecha a fecha, lo que implica que concluía el 13 de agosto, y que por ser inhábil debe ser prorrogado hasta el siguiente día hábil, en este caso, el día 2 de septiembre. En efecto, esta segunda solución es la procedente, pues, sin poner en cuestión el carácter procesal del plazo en cuestión (lo que determina la aplicación de las normas de la LEC) ni la condición de inhábil del mes de agosto (establecida en el artículo 130.2 de la misma), la conclusión adoptada en el auto ahora recurrido es la que se deriva inexorablemente del artículo 133 de la LEC, referido al cómputo de los plazos, y que distingue dos supuestos: el de los plazos señalados por días, en cuyo cómputo se excluirán los inhábiles -conforme al número 2 del precepto-; y el de los señalados por meses o por años, como es el caso que nos ocupa, que se computarán de fecha a fecha -según el número 3 del mismo artículo-. Como quiera que la fecha de finalización del plazo así computado era inhábil -el 13 de agosto-, entra en juego el número 4 del precepto, conforme al cual los plazos que concluyan en día inhábil se entenderán prorrogados hasta el siguiente día hábil, esto es, el 2 de septiembre (ya que el día 1 era domingo en el año 2002), por lo que, en definitiva, la demanda presentada el día 13 del mismo mes quedaba fuera del plazo del artículo 818.2. A esta conclusión han llegado diversas Audiencias Provinciales en supuestos idénticos, y así cabe citar: el auto de la Audiencia Provincial de Barcelona (sec. 14ª) de 17-6-02: "El recurso ha de prosperar en cuanto que efectivamente la demanda de juicio ordinario se presentó fuera de plazo en interpretación conjunta de lo dispuesto en los artículos 132, 133.3 LEC, 5 CC y 185 de la LOPJ, conforme a los cuales mientras que en los plazos contados por días se han de excluir del cómputo los inhábiles, considerándose tales los del mes de agosto salvedad hecha para las actuaciones urgentes; han de computarse de fecha a fecha los plazos contados por meses o años, debiendo entenderse entonces que el cómputo no excluye los días inhábiles, sin perjuicio de que si el último día concluye en domingo u otro día inhábil, se entienda prorrogado hasta el siguiente hábil (arts. 185 LOPJ y 133.3 y 4). Tal es lo que acontece en el presente supuesto en que se notifica al actor del monitorio la oposición el 27 de julio de 2001 de forma que el plazo para la presentación de la correspondiente demanda de juicio ordinario vencía el 27 de agosto y al ser éste inhábil se prorrogaría hasta el primero de septiembre"; el auto de la Audiencia Provincial de Ceuta (Sec. 6ª) de 12-6-02: "Para resolver el asunto, hemos de partir de la propia literalidad de la NLEC que, tras disponer efectivamente en su art. 130.2 que son hábiles todos los días del año excepto los domingos, los días festivos que determina y los días del mes de agosto, a continuación, al tratar del cómputo de los plazos específicamente en el art. 133, pasa a distinguir entre la forma de computar los plazos señalados por días y los señalados por meses o años, disponiendo que para los primeros se excluirán los días inhábiles - punto 2-, y para los segundos que se computarán de fecha a fecha - punto 3-, y termina añadiendo que si los plazos concluyen en domingo u otro día inhábil se entenderán prorrogados hasta el siguiente día hábil. Aplicando lo establecido expresamente en la Ley al supuesto plantearlo -interponerse la demanda de Juicio Ordinario el día 24-9-01 -Diligencia de presentación, habiéndole sido notificada la Providencia origen del cómputo el día 24 de julio-, observamos con claridad que nos encontramos ante un plazo -el del art.818.2- que se fija temporalmente por meses (en concreto un mes), y en consecuencia, se le debe encuadrar para efectuar su cómputo en el punto 3 del art. 133 - es decir, computando de fecha a fecha- y que además al concluir por ello en día inhábil - el 25 de agosto- le será de aplicación igualmente lo dispuesto en el punto 4 de dicho artículo - se prorrogará hasta el siguiente día hábil - es decir, hasta el día 1 de septiembre, salvo que fuese domingo en cuyo caso sería el día 2"; y el auto de la Audiencia Provincial de Santa Cruz de Tenerife (sec. 4ª) de 4-2-02: "El plazo establecido en el repetido art. 818, cuando se ha formalizado oposición por el deudor, es de un mes. De acuerdo con lo dispuesto en el art. 133, párrafo 3, cuando los plazos legales prevenidos para las actuaciones judiciales se señalen por meses o por años, se computarán de fecha a fecha, entendiéndose que el plazo expira el último día del mes cuando en el del vencimiento no haya día equivalente al inicial del cómputo. Esta norma, dice la acreedora recurrente, debe integrarse con la del art. 130.2, que declara inhábiles los días del mes de agosto, pero tales días inhábiles sólo se excluyen, según establece el párrafo segundo del citado art. 133, «en el cómputo de los plazos los señalados por días». En consecuencia, siendo en el caso presente el plazo legal fijado para una determinada actuación el de un mes, y no el de treinta días, no se produce esa exclusión, y contándose el plazo de fecha a fecha, su término sería el del día 31 de agosto. Sería entonces de aplicación de prevenido en el párrafo cuarto del mismo art. 133, al concluir ese plazo en un día inhábil, y debió ser prorrogado hasta el día siguiente hábil, el 1 de septiembre, pudiendo haberse presentado válidamente el escrito de formalización de la demanda hasta las 15 horas del siguiente día 2 (art. 135.1 LEC)"».
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	Achón Bruñén, M.J., «Problemas que plantea el cómputo de los plazos en los procesos civiles», en Diario La Ley, número 10139, Sección Tribuna, 27 de septiembre de 2022, pp. 8-9.
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	 Ver Texto 




	 (84) 

	Banacloche Palao, J., «Comentarios al artículo 151», en De la Oliva Santos, A.; Diez-Picazo Giménez, I.; Vegas Torres, J.; Banacloche Palao, J., Comentarios a la Ley de Enjuiciamiento Civil, Civitas, Madrid, 2001, p. 312.
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	Blázquez Martín, R., «Jurisprudencia de la Sala 1.ª del TS sobre el cómputo de los plazos procesales», en Diario La Ley, número 9970, Sección Dossier, 14 de diciembre de 2021, pp. 1-3, analiza con detalle las notificaciones realizadas a través de LexNET.
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	En este caso si se tratara de un Tribunal de Galicia, en ambos casos el plazo vencería el 6 de septiembre, pues el 25 de julio es inhábil en esa Comunidad.
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            Capítulo 2 La prescripción extintiva y otras instituciones próximas


        


        

          

          

          

            1. 

              Concepto de prescripción extintiva

          


          La doctrina científica, como no podía ser de otro modo, no ha eludido abordar una definición de lo que ha de entenderse por prescripción extintiva.


          Así se ha indicado que la prescripción extintiva es aquel modo de extinguirse los derechos y las acciones, por el mero hecho de no dar ellos adecuadas señales de vida, durante el plazo fijado en la Ley (1) . Otros autores (2) , por su parte (3) , utilizan una definición equivalente: «prescripción extintiva es un modo de extinción de los derechos, resultante del silencio de la relación jurídica de que emanan, durante el tiempo marcado por la ley. Y si la expresión "silencio de la relación jurídica" pareciera aventurada, podría decirse: "prescripción extintiva es un modo de extinción de los derechos, resultante de la no concurrencia de ningún acto interruptivo, durante el plazo marcado por la ley"».


          En similares términos, Díez-Picazo (4)  define la prescripción como un modo de extinción de los derechos subjetivos, producido por su prolongada falta de ejercicio durante el período de tiempo señalado por la ley.


          Todos los intentos de definición acometidos giran en torno a tres elementos imprescindibles, a saber: la inacción de los implicados en el derecho en liza (acreedor y deudor); el lapso temporal más o menos extenso que ha de transcurrir conforme la norma jurídica lo contempla; y, por último, la consecuencia jurídica que no es otra que la extinción del derecho. En definitiva, esos ingredientes arrojan como precipitado la aparición de la figura de la prescripción: la inacción dilatada en el tiempo por los titulares de la relación jurídica que provoca, por seguridad jurídica, la extinción de un concreto derecho.


          En las definiciones recogidas destaca la acción externa (la no interrupción del acreedor o ausencia de reconocimiento por parte del deudor) que provoca que la prescripción se consume. En efecto, su concurrencia, que se repite de modo recurrente en todas las definiciones de la prescripción elaboradas por la doctrina, no es sino una omisión o inacción: es la pasividad de los titulares del derecho que prescribe, es decir, por la no concurrencia de ningún acto interruptivo, o por la prolongada falta de ejercicio, o por no dar adecuadas señales de vida.


          Cualquiera de estas definiciones apuntadas sería, a nuestro juicio, plenamente asumibles sin reparo alguno, pues con similares o idénticos términos, podríamos nosotros aventurarnos a afirmar que la prescripción extintiva no es sino el modo de extinguirse un derecho como consecuencia de su ininterrumpida falta de ejercicio por parte de su titular activo, o por su falta de reconocimiento por parte de su titular pasivo, durante el tiempo exigido por la ley.


          Pero, en todas estas definiciones recogidas, inclusive esta última que hemos acuñado, resulta omnipresente el control o dominio de los titulares de la relación jurídica sobre la prescripción, de tal suerte que una interrupción o reconocimiento en plazo, permitirá una indefinida prolongación de la vida del derecho, esto es, ad aeternum. Sin embargo, estas definiciones no se acomodan adecuadamente a la figura, ya existente en algunos de nuestros Derechos Civiles Autonómicos, y apuntada por las nuevas corrientes legislativas, de limitar la vida máxima de un plazo prescriptivo, algo que parece consustancial con la seguridad jurídica.


          Ese plazo máximo, sin duda, supone una restricción al dominio o control inter partes de la prescripción, por lo que se añade un nuevo elemento temporal limitativo, puesto que en ese supuesto las partes ya no tienen el pleno control de la vida del derecho, sino un control semipleno, ya que los derechos sometidos a prescripción tienen un inexorable punto final. En consecuencia, la voluntad subjetiva de los titulares del derecho no es, en todo caso, suficiente para que la prescripción no se consume.


          Así las cosas, no nos parece descabellado reelaborar, a partir de las definiciones clásicas, una nueva definición del instituto de la prescripción, añadiendo ahora ese nuevo elemento temporal limitativo, que no puede ser ya soslayado, pues, aunque el acreedor interrumpa el plazo o el deudor reconozca el derecho, la prescripción se consumará cuando ese momento final se alcance, por lo que las definiciones antes recogidas, a nuestro juicio, devienen inexactas por incompletas.


          A nuestro juicio, sería plenamente válido definir hoy la institución de la siguiente forma: la prescripción extintiva es el modo de extinguirse un derecho como consecuencia de su ininterrumpida falta de ejercicio o de reconocimiento durante el tiempo exigido por la ley, o en todo caso, por alcanzarse el plazo máximo de vida legalmente previsto para ese concreto derecho.


          Sin embargo, la prescripción no es, ni mucho menos, la única institución en la que el tiempo es un elemento conformador, pues el tiempo, como factor que incide en el modo de funcionamiento de los derechos, en tanto en cuanto, los crea, destruye o transforma, hace que confluyan distintas categorías acuñadas por la doctrina de las que nosotros debemos partir y cuya delimitación respecto de la figura de la prescripción, es necesario acometer (5) .


          Hay claramente tres instituciones jurídicas en las que el transcurso del tiempo es un elemento determinante en su configuración. Nos referimos a la prescripción, a la caducidad y a la preclusión. Ahora bien, aunque en todas ellas el tiempo es un elemento esencial, podemos no obstante avanzar que mientras en la prescripción y en la caducidad, el mero transcurso del tiempo es condición necesaria y suficiente para su aparición (6) , esto es, para que los derechos o las acciones prescriban o caduquen, no acontece lo mismo con la preclusión, pues si bien esencialmente es el transcurso de los plazos o el paso de los términos el detonante de su aparición, en ciertos supuestos la preclusión se anuda a que el proceso alcance ciertos estadios o hitos. En efecto, cabe llamar la atención de que, a veces, las leyes establecen cuál es el máximo de vida de un poder procesal, sin referencia a un plazo o término concretos, sino asociados a que el proceso llegue o alcance determinados estadios, como la sentencia o determinados momentos procesales (7) . Más adelante abordaremos con detalle en esta importante cuestión.


          Junto a estas tres instituciones, encontramos otras dos en las que el tiempo es también un elemento esencial en su estructura y configuración, si bien —al igual que sucede con la preclusión— su desenvolvimiento se produce necesariamente en el seno de un concreto proceso. Nos referimos a la caducidad de la acción ejecutiva y a la caducidad de la instancia.


          En contra de lo que pudiera parecer, todas estas instituciones jurídicas a las que hemos hecho alusión y en las que el tiempo es uno de sus elementos configuradores, no funcionan como compartimentos estancos, ajenas entre sí, pues aunque su objeto, causas, estructura y razón de ser pueda ser dispar, en ocasiones constatamos que la concurrencia de una puede, como efecto directo o reflejo, hacer que se produzca o manifieste otra. Es por ello, a nuestro juicio, necesario analizar las interrelaciones que existen entre ellas, en especial, con el instituto de la prescripción extintiva.


          Tal vez algunos ejemplos ayuden a entender el análisis que proponemos acometer en las líneas que siguen. V. gr., supongamos que, articulada en tiempo y forma una acción de retracto de colindantes, las partes en un intento de alcanzar un acuerdo, interesan la suspensión del procedimiento que, acordada por el tribunal y por extenderse más allá de los dos años que prevé el art. 237.1 de la LEC, determina la caducidad de la instancia. A nadie se le escapa que esa esta caducidad procesal ha de tener un claro e inmediato reflejo en el derecho sustantivo en liza, que necesariamente se extinguirá. De igual modo, si formulamos una reclamación dineraria que desemboca en una sentencia estimatoria de la demanda y, por no instarse la ejecución dentro del plazo de caducidad de la acción ejecutiva que en el art. 518 LEC se fija en el plazo de cinco años, esa caducidad afectará al derecho plasmado en la sentencia, que ya nunca podrá reclamarse. Prosiguiendo con nuestros ejemplos, cuando se produce la caducidad de la instancia, las consecuencias sobre el derecho litigioso no son idénticas si nos encontramos ante un plazo sustantivo de caducidad o uno de prescripción, ni tampoco si la caducidad se produce en la primera instancia, lo que provoca que la acción queda imprejuzgada, o en el seno de un recurso de apelación o de casación, con unas consecuencias claramente diferentes, pues en el supuesto de la caducidad de la instancia durante los recursos, tendremos una acción sentenciada de manera firme, y por ello cubierta con la eficacia de la cosa juzgada material. Tampoco debemos olvidar que la prescripción puede producirse en el marco de un proceso de ejecución, pero que hay supuestos —piénsese en las acciones merodeclarativas y en las constitutivas— en los que no existe propiamente ejecución de la sentencia, sino meras actuaciones de cumplimiento o acatamiento (8) . Cabe igualmente poner de relieve que, dada la generosidad de nuestro ordenamiento jurídico procesal en orden a la acumulación de acciones, es perfectamente posible que una sentencia contenga pronunciamientos declarativos de condena, junto con otros constitutivos o meramente declarativos, sin que por el hecho de estar todos ellos contenidos en una misma resolución, pierdan su singularidad, pues unos serán ejecutables y estarán sometidos a la caducidad exart. 518 de la LEC y otros no; unos serán residenciables en el catálogo exhaustivo del art. 517.2 de la LEC y otros no, lo cual es necesario analizar de forma detenida desde la perspectiva de la prescripción y de la caducidad de la acción ejecutiva.


          Finalmente, hemos de tener presente la función transformadora del proceso sobre las acciones que en él se ventilan (9) , pues se produce una singular homogenización de cualquier acción litigiosa que, una vez juzgada, muta en otra nueva, esta vez ejecutiva, surgida ex novo con ocasión de la sentencia (10) , que se distancia conceptualmente de la debatida en el proceso y que tiene un plazo de caducidad y prescripción propios, con plena desvinculación de la pretensión sustantiva debatida. V. gr., la caducidad de la acción ejecutiva que nace de la sentencia y la prescripción de la acción ejecutiva, una vez promovida la ejecución, son idénticas cualquiera que sea a naturaleza de la tutela que motivó el procedimiento jurisdiccional (11) . Así, una condena por responsabilidad contractual o extracontractual tienen el mismo régimen tras la sentencia: mismo sometimiento a caducidad de la acción ejecutiva (cinco años) e idéntico plazo prescriptivo una vez promovida la ejecución (cinco años) (12) .


          Cierto es reconocer que, en los diversos estudios doctrinales existentes sobre la prescripción se comete, a nuestro juicio, el error de reducir los procesos jurisdiccionales a meros instrumentos para interrumpir la prescripción, olvidando que una vez que una pretensión es promovida ante un Tribunal, su suerte y destino quedan en gran medida anudados al devenir del procedimiento y sometido a sus reglas, consecuencias y efectos. La promoción de un proceso jurisdiccional no es un mero y simple acto interruptivo, tiene una transcendencia que lo excede. No sucede lo mismo cuando interrumpimos la prescripción extrajudicialmente por medio de un burofax, o por un reconocimiento privado del deudor que cuando promovemos una demanda. Resulta evidente que en los actos de interrupción extrajudiciales, el acreedor retiene un control absoluto sobre el derecho, estando sólo y exclusivamente sometido a la necesaria cautela para evitar que la prescripción se consume. Sin embargo, cuando promueve una acción ante un Tribunal, las reglas cambian, en especial porque una vez citado o emplazado el demandado (13) , o dictada sentencia en primera instancia, se ve sometido a las reglas y consecuencias del proceso, que no podrá ya soslayar.


          Pues bien, en las líneas que siguen se abordará, en primer lugar, la imprescindible delimitación conceptual entre la prescripción y la caducidad, instituciones jurídicas con una finalidad, objeto y funcionamiento parejos, pero con una estructura dispar. Se analizarán también las sutiles pero importantes diferencias entre la caducidad y la preclusión, con el telón de fondo de los procedimientos civiles, sin olvidar que es una materia que excede del objeto del presente trabajo, pero que ayudará a clarificar el concepto y alcance de otras instituciones en las que el transcurso del tiempo conlleva la extinción de los derechos.


          A continuación, estudiaremos las relaciones y diferencias entre la prescripción y la preclusión procesal, en especial en relación con su distinto objeto: las pretensiones en la primera y los poderes procesales en la segunda, sin dejar de lado que no es sino la vía de las excepciones procesales la forma más común de hacer valer la prescripción ganada por el deudor, por lo que han de tenerse presentes las reglas preclusivas para su tempestiva invocación. Proseguiremos nuestro estudio con el análisis de las interferencias y efectos, directos o reflejos, que se producen entre la caducidad de la acción ejecutiva y la caducidad de la instancia con la prescripción. Cerraremos finalmente nuestro análisis, arrostrando a la prescripción extintiva con una figura que se le asemeja: nos referimos al retraso desleal en el ejercicio de los derechos, que recibe doctrinalmente el nomen alemán Verwirkung (14) .


          

          

            2. 

              Prescripción versus caducidad

          


          Como se ha advertido (15) , una lectura del articulado del Código Civil y de otras leyes sustantivas permite sostener que los plazos de prescripción no son los únicos que actúan como límites temporales de los derechos subjetivos o de su posible ejercicio, pues junto a ellos aparecen otros plazos que guardan gran semejanza con la prescripción, pero que a la vez presentan señaladas diferencias. En efecto, de una lectura de los códigos y otras leyes, se constata que el legislador estableció diversos plazos para la supervivencia de determinados derechos, pero —tal vez deliberadamente— eludió el empleo del vocablo prescripción para referirse a ellos, pues se decantó por la utilización de otras expresiones lingüísticas, que denotan que estamos ante derechos sometidos a una duración temporal, tales como la acción «durará cuatro años» (arts. 1076, 1299 y 1301 CC); «se extinguirán a los seis meses» (art. 1490); «deberá interponerse dentro de los cuarenta días» (art. 1496 CC); «no podrá ejercitarse el derecho de retracto legal sino dentro de nueve días…» (art. 1524 CC). Es por ello posible pensar que, en la mente del legislador, latió la idea de que en esos supuestos el derecho no podía permanecer vivo en el tiempo más allá del plazo marcado en la norma, por lo que eludió, incluso desesperadamente, la idea de prescripción (16) .


          Al igual que su modelo francés, destaca Rubio Torrano (17) , el Código Civil español desconoce la distinción entre prescripción y caducidad, si bien no puede evitar la presencia en él de plazos que no se ajustan a las características de la prescripción. A diferencia de la prescripción —prosigue diciéndonos—, la caducidad no aparece ni definida ni regulada en el Código Civil, pues «se trata de una institución cuyos perfiles se han ido decantando con el transcurso del tiempo a través de una todavía incompleta elaboración doctrinal y de una ya extensa producción jurisprudencial, siempre bajo la permanente exigencia de diferenciarla de la prescripción. Son, en definitiva, caducidad y prescripción dos respuestas diferenciadas a la huella que el paso del tiempo imprime en el ejercicio de los derechos. (…) La formación del concepto caducidad se debe fundamentalmente a las obras de Grawein («Verjährung und gesetzhche Befristung», Leipzig, 1880), Rosenberg («Verjährung und gesetliche Befristung, Nach dem Bürgerlichen Recht dest deustschen Reichs», 1904), Weis («Verjährung und gestzliche Befristung Nach dem Bügerlichen Rechte des deustschen Riches», 1905), Modica («Teoría della decadenza nel diritto civile italiano», Torino, 1906) y a las «Notas al Windscheid» de Fadda y Bensa (Torino, 1926). En nuestro país, la aportación más sólida al estudio de esta figura —a la vez que punto de arranque de todo un proceso de depuración técnica de la institución todavía inacabado— es, sin duda, la monografía «De la prescripción extintiva», de Alas, de Buen y Ramos (Madrid, 1918), en la que en su capítulo VI —«la prescripción extintiva y las instituciones similares»— se vierten importantes reflexiones sobre la caducidad al compararla con la prescripción y se someten a crítica las posiciones encontradas de Grawein y Rosenberg».


          La construcción teórica del instituto de la caducidad parte de los estudios doctrinales apuntados, en especial de la obra de Alexander Grawein (18) , cuyas importantes aportaciones han sido profusamente analizadas por Cañizares Laso (19) . En nuestra doctrina, el primer (20)  eco de este debate científico que se produce entre autores alemanes e italianos, lo encontramos en la, ya clásica, obra de Leopoldo Alas, Demófilo de Buen y Enrique Ramos («De la prescripción extintiva», Madrid, 1918), en la que abordan la aplicación en nuestro ordenamiento jurídico de esta nueva figura, que denominaban aún «decadencia», para diferenciarla de la genuina prescripción.


          Una década después de la obra de Alas, de Buen y Ramos, la introducción de la figura de la caducidad en nuestro Derecho, recibiendo ya este nombre que sustituye al de «decadencia», que seguramente por influencia de Modica habían utilizado Alas, Ramos, de Buen y J. Castán, se debe a la traducción y anotación (acometida por Pérez González y Alguer) de la obra de Enneccerus-Nipperdey, cuya publicación en nuestro país se produce en los años 1932-1934 (21) , con gran repercusión en nuestra doctrina científica.


          Sin embargo, hubo que esperar hasta el año 1940 cuando, a la zaga de la doctrina, dos sentencias del Tribunal Supremo, dan definitiva carta de naturaleza a la figura de la «caducidad» en nuestro ordenamiento (22) : nos referimos a las SSTS (1ª) 27 Abr. (23)  y 30 Abr. 1940, en especial esta última, que suponen la recepción de la figura de la caducidad por la jurisprudencia (24) .


          

            Cañizares Laso

             (25)  entiende que, cuando realmente (26)  se introduce en nuestra jurisprudencia la distinción entre caducidad y prescripción, es a partir de la segunda de las sentencias antes citadas, esto es, la STS (1ª) 30 Abr. 1940, que versaba sobre un retracto de colindantes:


          

            «Dos maneras tiene la Ley procesal civil de impedir que prosperen ante los Tribunales los derechos cuya virtualidad se ha extinguido por el transcurso del tiempo prefijado para su eficaz ejercicio, la caducidad y la prescripción, conceptos no bien diferenciados ni definidos pero que, aun respondiendo ambos a la misma finalidad de que no permanezcan indefinidamente inciertos los derechos y fundándose en una común presunción de abandono ofrecen la nota diferencial, entre otras, de que mientras la prescripción es renunciable, por lo que " cuando se alega puede ser estimada, la caducidad no requiere su alegación y opera por sí misma obligando al juzgador a declararla de oficio"».


          


          De esta resolución pueden extraerse tres ideas clave que han permanecido invariables en la jurisprudencia posterior hasta la actualidad, a saber: la primera, que nuestro ordenamiento tiene dos modos distintos de extinguir los derechos por el transcurso del tiempo, la prescripción y la caducidad; la segunda, que ambos persiguen la mima finalidad, que no permanezcan indefinidamente inciertos los derechos; tercera, que la prescripción es renunciable y «puede ser estimada cuando se alega, frente a la caducidad que no requiere su alegación y opera por sí misma obligando al juzgador a declararla de oficio».


          La sentencia contiene, no obstante, otros pronunciamientos que han sido matizados por la jurisprudencia posterior, como el relativo a la presunción de abandono del derecho, que progresivamente se ha ido descartando hacia criterios más objetivos, en especial respecto de la caducidad, así como el debate —aún abierto— sobre si lo que verdaderamente se extingue es el derecho o su ejercicio.


          Una mención especial —afirma Gómez Corraliza (27) — no ya en la introducción, sino en la posterior elaboración doctrinal y difusión de la caducidad, merece la obra de Federico de Castro (28) .


          Pues bien, abordado este breve análisis de la aparición doctrinal y ulterior recepción jurisprudencial de la caducidad, como institución diferente de la prescripción, debemos acometer una tarea imprescindible para el estudio que nos ocupa, que no es otra que diferenciar ambos institutos, poniendo igualmente de relieve los puntos que ambas figuras tienen en común, pues ha de tenerse presente que el transcurso del tiempo es el telón de fondo en ambas.


          

          

            2.1.

               Diferencias en atención a su origen

          


          La caducidad, como limitación específica de los derechos concretos, se establece en las leyes caso por caso, frente a la prescripción, que es regla general para todos los derechos (art. 1930 II CC), debiendo señalarse únicamente las derogaciones (art. 1965 CC) (29) .


          Igualmente, suele afirmarse que la prescripción siempre tiene su origen en la Ley, mientras que la caducidad en la Ley o en la voluntad de los particulares. Se partiría así, por un lado, de una caducidad legal, con origen en una norma que la contempla y regula, y, por otro, de una caducidad convencional, que nacería del acuerdo entre particulares al amparo de la autonomía de la voluntad.


          Pero esta distinción resulta más que discutible, porque un sector de la doctrina entiende que la posibilidad de que los plazos de caducidad sean modificados por acuerdo de las partes cuando se trata de una caducidad legal, resulta difícil de admitir (30) , pues stricto sensu «es caducidad la caducidad legal» (31)  y no la denominada caducidad convencional.


          La denominada caducidad convencional, sin embargo, ha sido acogida por un importante sector doctrinal (32)  y también por la jurisprudencia, con apoyo en la generosidad del principio de autonomía privada recogido en el art. 1255 CC.


          

            

              Cfr. SSTS (1ª) 26 Dic. 1970 (ECLI:ES:TS:1970:79): «La caducidad de la acción, es el fenómeno o instituto por el que, con el transcurso de cierto período de tiempo que la Ley o los particulares fijan para el ejercicio de un derecho, este se extingue»; y 25 May. 1979 (ECLI:ES:TS:1979:4746): «La caducidad o decadencia de los derechos surge cuando la Ley o la voluntad de los particulares, señalan un término fijo para la duración de un derecho». En el mismo sentido, vid. SSTS (1.ª) 29 Sept 1992 (ECLI:ES:TS:1992:7295),10 Nov. 1994 (ECLI:ES:TS:1994:7264); y ATS (1ª) 13 Jul 2004 (ECLI:ES:TS:2004:9099A).


            

              Vid. igualmente, la STS (1ª) 12 Jun. 2008 (ECLI:ES:TS:2008:2705): «La caducidad conforme señala la STS 10 Nov. 1994 (ECLI:ES:TS:1994:7264) surge cuando la Ley o voluntad de los particulares señalan un plazo fijo para la duración de un derecho, de tal modo y transcurrido no puede ser ya ejercitado, nota característica que la diferencia de la prescripción, pues así como ésta tiene por finalidad la extinción de un derecho ante la razón objetiva de su no ejercicio por el titular, y a fin de evitar la inseguridad jurídica, en la caducidad se atiende «al hecho objetivo de la falta de ejercicio dentro del plazo prefijado, hasta el punto de que puede sostenerse en realidad que es de índole preclusiva, al tratarse de un plazo dentro del cual, y únicamente dentro de él, puede realizarse un acto con eficacia jurídica, de tal manera que transcurrido sin ejercitarlo impone la decadencia fatal y automática de tal derecho en razón meramente objetiva de su no utilización. Pues bien, la Ley 1/1992, dice su Exposición de Motivos, prorroga los arrendamientos rústicos históricos por un único y último período, durante el cual el arrendatario podrá ejercitar el derecho de acceso a la propiedad. De esa forma, su artículo 2.2 permite al arrendatario, hasta el día 31 de diciembre de 1997, ejercitar el derecho cumplimentando los requisitos que la propia norma establece en cuanto al pago del precio al arrendador, y esta puesta en movimiento del derecho de acceso a la propiedad es un plazo de caducidad, que no admite causa de interrupción, como la prescripción, por lo que el simple transcurso del tiempo la origina, de tal forma que debió hacerse valer judicialmente con anterioridad al 31 de diciembre de 1997. La cita de distintas sentencias de esta Sala se refieren a la opción de compra, en la que el derecho se extingue por estar caducado sino se ejercita dentro del plazo previsto en el contrato, lo que es distinto a que una vez que ha sido ejercitado, la acción encaminada a proteger este derecho esté sometida al plazo de prescripción que previene el art. 1969 CC».


          


          Como representante máximo de la orientación contraria a la admisión de la caducidad convencional, debe citarse a De Castro (33) , cuya posición la plasma de la siguiente manera:


          

            «Los autores y la doctrina jurisprudencial, vienen señalando que la caducidad puede estar establecida por la Ley o por los particulares, y nos hablan de pasada de una caducidad convencional o negocial. Incluso se enumera, como primera nota diferenciadora entre la caducidad y la prescripción, la de que "la caducidad puede proceder tanto de acto privado como de la ley [Castán; también S. 26 diciembre 1970 (ECLI:ES:TS:1970:79)".


            Las palabras se pueden emplear más o menos laxamente. Nada impide que se califiquen de "excepción propuesta de prescripción o caducidad del derecho ejercitado" [S. 28 mayo 1947 (ECLI:ES:TS:1947:1625)] o de plazo de "prescripción" [S. 11 diciembre 1969 (ECLI:ES:TS:1969:1375)], al transcurso del plazo establecido en una póliza o en otro contrato, para realizar una investigación o unas reclamaciones. Cosa diferente será darle carácter técnico; pues ello será negar, al plazo perentorio establecido en un pacto, su carácter de sometido a las reglas propias de la autonomía de la voluntad, y considerarlo, por el contrario, sometido a las disposiciones del Código sobre la prescripción o entender que le son aplicables los efectos que la doctrina atribuye a la caducidad (no interrupción, irrenunciabilidad, aplicación de oficio).


            Ha parecido conveniente, por estas razones, reservar el término de caducidad a la llamada caducidad legal».


          


          Destaca Rubio Torrano (34)  que, estos argumentos transcritos descansan más que en un rechazo de esta posibilidad de admitir la caducidad convencional, en su oposición a que a este pacto así convenido se le siga denominando caducidad (35) . Aunque excede claramente del objeto de nuestro estudio, cabe en este punto hacerse la pregunta de si realmente es caducidad la convencional, o si estamos ante supuestos de pactos contractuales que utilizan el nomen «caducidad», por una marcada tendencia a emplear en el ámbito de las relaciones contractuales, expresiones y conceptos tomados de los institutos legales, en especial, en los ámbitos bancarios, financieros y de las aseguradoras (36) .


          Sea como fuere, el distinto origen, legal o convencional, no nos resulta de especial utilidad para la diferenciación de ambas figuras, pues aun partiendo de la admisibilidad de la caducidad convencional, el hecho de que, por lo general, ambas instituciones tengan como origen la ley, nos permite descartar este criterio como elemento delimitador.


          

          

            2.2.

               Diferencias en atención a su fundamento

          


          Como punto de partida, cabe precisar que, cuando empleamos el término fundamento, nos referimos al principio, razón de ser o motivo que justifica la existencia de estas figuras, o dicho de otro modo, por las finalidades perseguidas por el legislador o por los intereses jurídicamente protegidos. En este punto no existe consenso doctrinal respecto del fundamento de ambas instituciones, pues mientras por algunos autores se considera que la diferencia entre prescripción y caducidad se explica desde el interés jurídicamente protegido, así la prescripción protege un interés estrictamente individual, frente a la caducidad, que mira a un interésgeneral, cual es la certidumbre de las relaciones jurídicas (37) , otros, por el contrario, entienden que el fundamento se encuentra en necesidades del ordenamiento jurídico, imprescindibles para el buen funcionamiento del sistema, o incluso en la propia naturaleza de los derechos temporalmente limitados.


          En esta segunda línea parece posicionarse Puig Brutau (38) , quien entiende que el fundamento o razón de ser de la caducidad estriba en la misma naturaleza del derecho que caduca, frente a la prescripción que descansa en la necesidad de poner término a situaciones de incertidumbre de los derechos y en la presunción de abandono por parte de su titular. Pero, a nuestro juicio, en esta postura se entremezclan diferencias relativas al fundamento o razón de ser de ambas instituciones, con otras atinentes, en puridad, a su estructura y funcionamiento:


          

            «Conviene subrayar el distinto fundamento o razón de ser de ambas instituciones. La justificación de la caducidad está en la naturaleza del mismo derecho que caduca, que tiene una duración prefijada, por lo que el conocimiento de su momento inicial implica necesariamente el conocimiento del final. Varias sentencias del Tribunal Supremo han señalado que la caducidad se funda en la necesidad de dar seguridad al tráfico jurídico [Ss. de 25 Sep. 1950 (ECLI:ES:TS:1950:1170), 5 de julio de 1957 (ECLI:ES:TS:1957:1400) y otras]. En realidad se trata de que la oportunidad para el ejercicio de algunos derechos ha de tener límites precisos para no invadir más allá de lo necesario los justos intereses de los demás. (…) Por la misma razón de su distinto fundamento y finalidad, los diversos modos de interrumpir la prescripción no son aplicables a la caducidad, como señala la sentencia de 30 de mayo de 1984 (ECLI:ES:TS:1984:1203) sobre la que más adelante se insistirá.


            Muy diferente de lo que ocurre con la caducidad es lo que sucede con la prescripción extintiva. Ésta encuentra su justificación en la necesidad de poner término a la incertidumbre de los derechos y en la presunción de abandono por parte de su titular. Por ello cabe hacer prueba de que este abandono o inactividad no ha existido, y por lo mismo "puede estimarse la prescripción extintiva a instancia de parte. Cfr. sentencias ya citadas de 25 Sep. 1950 (ECLI:ES:TS:1950:1170), 5 de julio de 1957 (ECLI:ES:TS:1957:1400)"».


          


          En esta misma línea, sostiene Rubio Torrano (39)  que «(…) la prescripción encuentra su razón de ser más que en los derechos mismos sobre los que opera en el sistema jurídico dentro del cual se integra. Es decir, no son tanto consideraciones propias de los derechos afectados las que explican —incluso, justifican— el efecto prescriptivo, cuanto demandas del orden jurídico, imprescindibles para el buen funcionamiento del sistema. Razones como la certidumbre de los derechos, la seguridad jurídica o la paz social pueden abonar que unos derechos no ejercidos durante un largo período de tiempo puedan ser paralizados más tarde. Por el contrario, la caducidad no atiende tanto a datos externos a los derechos, cuanto a razones internas de los mismos. Algunos derechos o facultades integran en su contenido el elemento temporal como parte sustancial y configuradora de los mismos; en estos casos, el ejercicio temporal del derecho no constituye una exigencia del sistema jurídico dentro del cual se integra, sino su fundamento».


          En las sentencias iniciadoras de la consagración jurisprudencial de la caducidad, se observa que existe un fundamento común de ambas instituciones, pero a partir de la STS (1ª) 25 Sep. 1950 (ECLI:ES:TS:1950:1170), se aprecia una línea divisoria entre ambas figuras:


          

            «Que este Tribunal Supremo en reiteradas resoluciones, entre otras la sentencia de 27 de abril de 1940, viene distinguiendo fundamentalmente dos instituciones jurídicas determinantes de la extinción de las acciones, la prescripción y la caducidad, cuyas características respectivas pueden estimarse, las de aquélla en descansar no "sobre la necesidad de poner término a la incertidumbre de los derechos sino sobre una presunción de abandono por parte del titular del derecho, al paso que ésta se funda exclusivamente en la necesidad de dar seguridad al tráfico jurídico y opera por el mero transcurso del tiempo, siendo la prescripción estimable "a instancia de parte y la caducidad también de oficio por el Tribunal, susceptible la prescripción de interrupción por actos del que por ella puede resultar perjudicado, al paso que la caducidad no admite en ningún caso la interrupción del tiempo cuyo simple transcurso la origina"».


          


          Como puede verse, se afirma de manera rotunda que la caducidad se funda "exclusivamente en la necesidad de dar seguridad al tráfico jurídico" (40) , mientras que la prescripción en, por un lado, "la necesidad de poner término a la incertidumbre de los derechos", y, por otro, en la "presunción de abandono por parte del titular del derecho".


          No obstante, la posterior STS (1ª) 18 Oct. 1963 (ECLI:ES:TS:1963:2665), retorna al fundamento común de ambas instituciones, que descansa en la "presunción de abandono de acciones, derechos y obligaciones", lo cual es criticado por Gómez Corraliza (41) , en especial respecto de la caducidad, porque entiende que resulta obvio que la caducidad no depende de la voluntad subjetiva del titular del derecho. Esta censurada presunción de abandono, como fundamento compartido por ambas instituciones, es reiterada por la STS (1ª) 28 Ene. 1983:


          

            «(…) mientras la caducidad descansa no sólo sobre la necesidad de poner término a la incertidumbre de los derechos, sino también sobre una presunción de abandono por parte de su titular, mientras que la prescripción se funda exclusivamente en la necesidad de la seguridad del tráfico jurídico y opera por el mero transcurso del tiempo, por lo que es estimable solo a instancia de parte, en tanto que la caducidad es acogible también de oficio —Sentencias de esta Sala de 27 y 30 abril 1940, 7 diciembre 1943 (ECLI:ES:TS:1943:214), 17 noviembre 1948 (ECLI:ES:TS:1948:1515), 25 septiembre 1950 (ECLI:ES:TS:1950:1170), 5 julio 1957 (ECLI:ES:TS:1957:1400) y 18 octubre 1963 (ECLI:ES:TS:1963:2665)—, de tal manera que si bien en nuestro derecho no existe una norma específica que concretamente fije la distinción entre las mencionadas instituciones, que responden a la común razón de la presunción de abandono tanto de los derechos como de las acciones, que son su consecuencia, tampoco cabe desconocer que se diferencian en que cuando se otorgue un tiempo determinado para su ejercicio se está ante la presencia de un plazo de caducidad, pasado el cual el derecho de que se trate ha dejado de existir, debiendo ser tomado en cuenta por el juzgador aun cuando sólo se desprenda su transcurso de los hechos que el actor exprese, mientras que, por el contrario, la prescripción hace referencia tan solo a las pretensiones que las partes puedan deducir, y no a los derechos que les afecten, quedando éstos sólo paralizados, porque, como ya ha tenido también ocasión de declarar esta Sala en Sentencia de 11 mayo 1968, la caducidad o decadencia de los derechos surge cuando la Ley o la voluntad de los particulares señalan un término fijo para la duración de un derecho, de tal modo que transcurrido ese término ya no puede ser ejercitado, refiriéndose a los llamados derechos potestativos, y más que a ellos propiamente hablando a las facultades o poderes jurídicos cuyo fin es promover un cambio de situación jurídica, nota característica que la distingue de la prescripción, pues así como ésta tiene como finalidad la extinción de un derecho ante la razón subjetiva de su no ejercicio por el titular, que es el supuesto que precisamente se da en lo que afecta al precitado núm. 1.º del art. 1968 del C. Civ., en la caducidad se atiende sólo al hecho objetivo de la falta de ejercicio dentro del término prefijado, hasta el punto que puede entenderse que en un plazo preclusivo, llamando así al plazo dentro del cual y sólo dentro de él, puede realizarse un acto con eficacia jurídica».


          


          Pues bien, a nuestro juicio, merece la pena en este punto resaltar que, mientras que respecto de la prescripción siempre se han vertido —con mayor o menor intensidad— dudas sobre si es una institución justa, esos reproches nunca se realizan sobre la caducidad. Cfr. STS (1ª) 17 Dic. 1979 (ECLI:ES:TS:1979:5166):


          

            «Que a las precedentes consideraciones, referidas al fundamento subjetivo de la prescripción: no hay voluntad de abandono, podrían añadirse "ex abundantia" las concernientes a la tesis objetiva de dicho instituto, como limitación al ejercicio tardío de los derechos en beneficio de la seguridad jurídica, que está llena de sentido e interés social, y que obliga a tener en cuenta la finalidad de este último carácter que late en la legislación especial sobre accidentes automovilísticos y seguro obligatorio, y a examinar todos los aspectos implícitos en la noción de seguridad jurídica, de un lado y otro, es decir, acreedor y deudor, para sentar al preferente interés social subyacente en favor del perjudicado, a quien la Ley quiere proporcionar un efectivo y seguro resarcimiento y de lo que resulta la conclusión de que no deba perjudicar a éste una aplicación técnicamente desmedida del Derecho fundada en una interpretación rigorista de la prescripción que, como instituto no fundado en la intrínseca justicia, debe merecer un tratamiento restrictivo».


          


          Tal vez esa diferencia estriba en el hecho, no menor, de que el titular al que le prescribe un derecho consideramos que ha sufrido una pérdida de algo que, de forma legítima, le pertenecía, pero que por seguridad jurídica e interés social, ha de verse privado de ello (42) . Por el contrario, en los derechos caducables, el titular ha perdido un derecho potestativo (43)  que el ordenamiento ha puesto, durante un breve plazo, a su disposición. Es por ello que la prescripción extintiva —no así la caducidad— se muestra envuelta en un «complejo de culpabilidad» o de «mala conciencia» (44) , que la doctrina siempre ha destacado (45) .


          Nos indica Díez-Picazo (46)  que «a partir de la STS de 22 de marzo de 1985 nuestra jurisprudencia ha venido proclamando ad nauseam que en la prescripción extintiva se plantea un conflicto entre el "valor de la seguridad jurídica" y el de la "justicia intrínseca", por lo que las normas sobre la prescripción extintiva, por no hallarse fundadas en la llamada "justicia intrínseca", deben merecer un tratamiento fuertemente restrictivo» (47) . Cfr. STS (1ª) 22 Mar. 1985 (ECLI:ES:TS:1985:1444):


          

            «Primero, la prescripción, como limitación al ejercicio tardío de los derechos en beneficio de la seguridad jurídica, excluye una aplicación rigorista, por tratarse de una institución que, por no hallarse fundada en la justicia intrínseca, debe merecer un tratamiento fuertemente restrictivo, sentencias de 8 Oct. 1982 ECLI:ES:TS:1982:1437), 31 Ene. 1983 y 2 Feb. 1984 (ECLI:ES:TS:1984:347)».


          


          El criterio del TS queda sintetizado, en este punto, en la STS (1ª) 9 Oct. 1990 (ECLI:ES:TS:1990:10819):


          

            «Conviene a este propósito recordar la doctrina de esta Sala -Sentencias 17 Dic. 1979 (ECLI:ES:TS:1979:5166), 16 Mar. 1981 (ECLI:ES:TS:1981:4936) y 6 Nov. 1987 (ECLI:ES:TS:1987:8587— que contempla a la prescripción como una limitación al ejercicio tardío de los derechos, en beneficio de la certidumbre y de la seguridad jurídica, instituto no fundado en la justicia intrínseca, que debe de merecer un tratamiento restrictivo; debiendo también admitirse, por otra parte, el preferente interés social que late en la legislación sobre uso y circulación de vehículos de motor, orientada siempre a proporcionar al perjudicado un efectivo y seguro resarcimiento; conjunción de principios, que conduce a la conclusión, de que no debe perjudicar a la víctima una aplicación técnicamente desmedida del derecho, fundada en una interpretación rigorista de la prescripción. Y precisamente sirviendo estas conclusiones de orientación a la más reciente jurisprudencia renovadora, frente a anteriores posiciones más severas, que en trance de fijar el día inicial del conjunto prescriptivo, partían de la firmeza de la resolución que ponía fin a la prejudicialidad penal, han determinado que la iniciación del cómputo para el ejercicio del derecho viario, no se debe referir a la notificación de la resolución poniendo fin y archivando las actuaciones penales, sino a la fecha del "auto ejecutivo" o de fijación de la cantidad máxima exigible con cargo al seguro obligatorio, último trámite del procedimiento sancionador. Esta doctrina jurisprudencial ha obtenido carta de naturaleza a través de un numeroso cuerpo de sentencias, que además de los ya citados en la resolución recurrida, pueden completarse con los de 1 Mar. 1982 (ECLI:ES:TS:1982:1455), 8 Oct. 1982 (ECLI:ES:TS:1982:1437), 28 Abr. 1983 (ECLI:ES:TS:1983:83), 27 May. 1983 (ECLI:ES:TS:1983:1341), 26 Jun 1984 (ECLI:ES:TS:1984:1301), 15 Abr. 1987 (ECLI:ES:TS:1987:8913), etc.; pacífico y constante criterio de esta Sala, que impide la viabilidad de este motivo pues la referencia que se hace al auto ejecutivo, no viene sometida a condicionamiento de clase alguna, y no constituye, por otro lado, este recurso, marco adecuado para poder analizar la virtualidad y eficacia intrínseca del mencionado auto, dictado en otro procedimiento"».


          


          Por otro lado, cabe destacar que hoy en día el criterio subjetivo de fundamentar la prescripción en la presunción de abandono del derecho por parte de su titular, se ha visto doctrinalmente relevado en favor del criterio objetivo de entender que encuentra su razón de ser en las necesidades de la seguridad jurídica. No obstante, nuestra jurisprudencia ha mantenido un criterio mixto o ecléctico, a pesar de reconocer que la concepción modernamente más aceptada es la objetiva. Cfr. STS (1ª) 19 Sep. 1986 (ECLI:ES:TS:1986:4751):


          

            «Aun cuando la prescripción extintiva, según la más generalizada posición civilista actual, de claro matiz objetivista, tenga una fundamentación primordialmente social: asegurar la certidumbre y firmeza del tráfico jurídico, es lo cierto que la doctrina de esta Sala viene manteniendo en orden al tema una posición que bien puede denominarse mixta o ecléctica, en cuanto fundamenta dicha figura en la idea de la prolongada inactividad como situación fáctica contraria a esa certidumbre y seguridad —[SSTS (1ª) 8 Oct. 1982 (ECLI:ES:TS:1982:1437), 9 Dic. 1983, 2 Feb. 1984 (ECLI:ES:TS:1984:347), 16 Jul 1984 (ECLI:ES:TS:1984:1292), 6 May. 1985 (ECLI:ES:TS:1985:1495)] (…). Por otra parte y como tiene igualmente declarado esta Sala con reiteración, la prescripción extintiva, al no estar fundada en razones de intrínseca justicia debe quedar sometida a una interpretación y tratamiento restrictivos [SSTS 16 Mar. 1981(ECLI:ES:TS:1981:4936), 8 Oct. 1982 (ECLI:ES:TS:1982:1437), 31 Ene. 1983, 7 Jul. 1983, 9 Dic. 1983, 2 Feb. 1984 (ECLI:ES:TS:1984:347) 6 May. 1985 (ECLI:ES:TS:1985:1495)]».


          


          Así las cosas, cabría concluir que, aunque el fundamento inmediato de ambos institutos pueda diferir, pues mientras en la prescripción es la protección de un interés estrictamente individual, frente a la caducidad, que mira a un interés general, si bien se mira el fundamento remoto o último de ambas figuras es la seguridad jurídica (48) , aunque cierto es reconocer que en la caducidad se muestra con un plus de intensidad (49) , pues el legislador quiere que el derecho viva lo que la norma establezca, nunca más allá, y que el particular lo ejerza dentro del plazo o lo pierda para siempre.


          

            Cfr. STC 147/1986, de 25 de noviembre (ECLI:ES:TC:1986:147): «Como es sabido, la prescripción, forma de extinción de las acciones para la defensa de un derecho cuyo origen está en lo que la doctrina ha llamado "silencio de la relación jurídica", es una figura estrechamente conectada con la idea de seguridad jurídica, porque, para garantizarla, puede llegar a permitir la consolidación de situaciones que, en su origen, eran contrarias a la Ley cuando el titular de una pretensión no la ejercita en un plazo de tiempo que pueda considerarse razonable desde la perspectiva de la buena fe. Como la doctrina ya ha observado, en el seno de la institución de la prescripción existe un equilibrio entre las exigencias de la seguridad jurídica y las de la justicia material que a veces ha de ceder para dar paso a aquélla y permitir un adecuado desenvolvimiento del tráfico jurídico».


          


          Pese a todo, cabe afirmar que este criterio diferenciador de ambas instituciones no tiene, a nuestro juicio, la suficiente entidad para permitir una clara y contundente delimitación entre prescripción y caducidad. Así, v. gr., entre la caducidad de una año plasmada en el art. 43 del CC de la acción (50)  indemnizatoria que surge de la ruptura de la promesa de matrimonio, y la prescripción, también anual, de la acción indemnizatoria que recoge en art. 1968 CC, se nos antoja complicado, más allá de cuestiones de política legislativa, determinar por qué una pretensión indemnizatoria es caducable y la otra prescriptible, pues aunque en ambas late la idea de seguridad jurídica, no es tan claro afirmar que en una de las acciones descansa un interés general y en la otra exclusivamente individual.


          

          

            2.3.

               Diferencias por sus caracteres

          


          El estudio de sus caracteres, en especial, por las facultades que el ordenamiento jurídico otorga al titular del derecho y a los Tribunales, es tal vez donde se encuentran más y de mayor intensidad las diferencias entre ambas figuras (51) .


          El legislador quiere que determinados derechos y acciones no prescriban nunca. Es su designio que existan para siempre (v. gr., la acción de división de la cosa común), y así hablamos de derechos imprescriptibles. Otros, por el contrario, si bien los acota temporalmente, decide depositar en su titular la facultad de mantenerlos vivos a través de sucesivos actos de interrupción, sin limitación temporal alguna: son los derechos y acciones prescriptibles. Finalmente, ciertos derechos decide sustraerlos del control pleno de su titular, al que solo otorga la facultad de hacerlos valer mediante su ejercicio procesal, en el plazo que el legislador ha considerado, sin posibilidad de modificación o interrupción alguna y, para garantizar que así sea, el Tribunal se convierte en depositario del control de su ejercicio tempestivo: son los derechos sometidos a caducidad.


          En la prescripción, el concreto derecho está en manos y a merced de su titular, que puede reclamarlo o prolongar indefinidamente su vida recurriendo a sucesivas e ilimitadas interrupciones (52) . Y de modo paralelo, la prescripción está igualmente en manos de su beneficiario, que puede o no invocarla como excepción, sin que el Tribunal pueda hacer nada al respecto, aunque considere que la deuda reclamada ha prescrito, o incluso cuando el demandado se allane a una acción claramente prescrita o cuando, pudiendo hacerlo, de forma expresa (53)  no oponga como excepción la prescripción ganada. El ordenamiento considera que los derechos sometidos a prescripción están a merced del designio de las partes (acreedor y deudor) y el Tribunal tiene vedada su intromisión al respecto.


          El legislador otorga al titular de los derechos sometidos a prescripción un control absoluto, un señorío completo. Es dueño de ejercitarlos o no, de interrumpir su prescripción tantas veces como desee. Le basta para ello ser cuidadoso para que el derecho no fenezca, pues permanecerá vivo todo el tiempo que quiera. De modo reflejo, el deudor obligado es dueño de reconocerlo o de alegar o no la prescripción ganada. Como se ha dicho, el legislador deja el derecho prescriptible a merced del acreedor y del deudor. El Juez no puede interferir. Es un árbitro pasivo: si se reclama una deuda prescrita, nada puede decir; si el demandado se allana o simplemente no opone en tiempo y forma una prescripción ganada, no puede intervenir. Estimará la demanda en reclamación de un derecho prescrito, aun a sabiendas de ello. No podrá suplir la inacción o pasividad del demandado. No existe interés público en que los derechos o acciones sometidos a prescripción sean tutelados por los Tribunales en lo que a su vigencia temporal se refiere. Han de ser los particulares los que velen por ellos. El Tribunal se verá incluso obligado a aprobar una transacción sobre una deuda prescrita, pues los arts. 6 CC, y 19 y 415 de la LEC, así se lo imponen. Los intereses jurídico-privados en juego no tienen relevancia suficiente para que el Tribunal pueda salir de su pasividad, pues la Ley no se lo permite. De lo contrario, incurriría en incongruencia. Del mismo modo, no podrá tener en cuenta una alegación de prescripción intempestivamente invocada (54) .


          Por el contrario, en la caducidad, el derecho está en manos de su titular, pero solo en orden a proceder o no a su ejercicio dentro del plazo marcado en la norma (55) , so pena de que se extinga de modo inexorable por su no ejercicio, pero no está a su merced, pues ni puede interrumpir su plazo de ejercicio (56) , ni puede evitar que el Tribunal considere ex officio caducada la acción, aun cuando el demandado no oponga la caducidad como excepción en el proceso, siempre y cuando el transcurso de los plazos resulte de los hechos aportados al proceso (57) . Es por ello posible afirmar que, frente a los derechos sometidos a prescripción en los que late un interés privado patrimonial, en los sometidos a caducidad existe un interés que transciende del estrictamente privado, como lo revela el hecho de que el Tribunal puede y debe analizar, aun cuando no haya sido invocado por el demandado o incluso si éste está en situación procesal de rebeldía, si se ha producido o no la caducidad. Así, mientras el demandado tiene la carga procesal de alegar la prescripción ganada, precisamente al contestar a la demanda o reconvención, pues de lo contrario su excepción no podrá ser tenida en cuenta, la caducidad, por el contrario, ha de ser apreciada de oficio (58)  por el Tribunal, en cualquier instancia (59) , haya sido o no tempestivamente invocada por el demandado. Aunque nada dice al respecto el CC, la jurisprudencia, ya desde los primeros pronunciamientos, se ha posicionado porque la caducidad ha de ser apreciada de oficio por los Tribunales.


          No obstante, la ley 40 del FN consagra normativamente este criterio, cuando dispone que la caducidad «podrá ser apreciada de oficio por los Tribunales previa audiencia de las partes contendientes afectadas por ella».


          La caducidad, sin duda, es otra historia: plazos más cortos (60) , imposibilidad de interrumpirla, irrenunciable (61)  y susceptible de apreciación de oficio por el Tribunal aun cuando sólo se desprenda, su transcurso, de los hechos que el actor expresa. ¿Por qué? El legislador no quiere que los derechos y acciones, o si se prefiere, pretensiones, sometidos a caducidad, puedan perdurar sine die. La seguridad jurídica lo desaconseja. Los derechos sometidos a caducidad tienen una relevancia que desborda la esfera jurídico-privada. La incertidumbre que su latencia genera, aconseja que esos derechos se ejerciten en el plazo legal o fenezcan. El Tribunal ha de velar porque así sea. Si al enjuiciar un caso, detecta que una acción ha caducado, así ha de apreciarlo, lo invoque o no el demandado. Es más, le dará igual que el demandado esté rebelde o se allane, que oponga o no la caducidad, que la invoque dentro del período alegatorio o fuera de él. Tampoco podrá, porque el art. 6 CC se lo impide, aprobar una transacción sobre un derecho caducado. Ese deber del Tribunal no cesa en ninguna instancia, inclusive en casación. La caducidad no admite rodeos ni demoras: el derecho se ejercita en plazo o perece para siempre. Tiene su sentido. ¿Sería asumible un derecho de retracto que un copropietario prorrogase una y otra vez, con sucesivas interrupciones, para finalmente hacerlo valer, veinte o treinta años después del negocio transmisivo? ¿Sería sensato permitir la impugnación de un acuerdo social quince años después de haberse aprobado? La inseguridad jurídica que ello generaría empuja al legislador a someter a plazos de caducidad a esas acciones. El interés jurídico-privado ha de claudicar ante intereses preeminentes: la seguridad jurídica y negocial, los eventuales derechos de terceros, la necesidad de dejar incontrovertidas relaciones, contratos o situaciones jurídicas, etc.


          Finalmente, cabe destacar que, en la prescripción no es sino el deudor el garante último de la prescripción ganada y tiene además la carga de oponerla, mientras que en la caducidad es el Tribunal su garante, sin perjuicio de que el demandado pueda o no introducirla en el proceso como motivo de oposición.


          

          

            2.4.

               Diferencias por su tratamiento procesal

          


          Aunque ya hemos aludido a ello en el apartado anterior, creemos adecuado hacer un breve apunte respecto del diferente tratamiento y significado procesal de ambas instituciones. No se trata ahora de repetir lo ya dicho, sino de delimitar ambos institutos desde una óptica exclusivamente procesal (62) .


          Suele decirse, de forma reiterativa, pero a veces imprecisa, que la prescripción constituye una excepción, olvidando que este vocablo tiene distinto sentido cuando lo empleamos en el Derecho sustantivo (más amplio), que cuando nos desenvolvemos en el Derecho procesal (más restringido). Es por ello que, antes de proseguir con el análisis de las diferencias entre prescripción y caducidad desde la óptica procesal, hemos de clarificar lo que ha de entenderse por «excepción».


          En el Derecho sustantivo —nos indica Díez-Picazo (63) — «se denomina excepción al conjunto de facultades o de posibilidades que al sujeto pasivo de un derecho el ordenamiento le ofrece para enervar o destruir el ejercicio de tal derecho que el sujeto activo pretenda. Es gráfica la expresión que se utiliza de "contraderecho"».


          Por el contrario, en el Derecho procesal —prosigue diciéndonos dicho autor (64) — «se conoce con el nombre de excepción aquella forma de defensa de un demandante (sic, por demandado), en la cual, partiéndose de un reconocimiento de los hechos y del derecho del demandante, se introduce una circunstancia obstativa de tal derecho». La excepción no es sino un medio de defensa que el demandado esgrime frente al demandante, una causa de oposición frente al derecho pretendido de adverso, lo que permite a los procesalistas hablar de excepciones extintivas, impeditivas y excluyentes.


          

            Frente a los hechos constitutivos (que son los que fundamentan la pretensión del actor), cabe oponer por el demandado los hechos impeditivos, que son los que, producidos de manera coetánea a los constitutivos, impiden a éstos desplegar su eficacia jurídica (v. gr., la concurrencia de una cláusula abusiva, o en los casos de nulidad absoluta). Las denominadas excepciones extintivas, por su parte, son hechos que, acaecidos con posterioridad a los hechos constitutivos, suprimen o extinguen la eficacia jurídica de éstos (v. gr., pago o condonación de una deuda). Finalmente, las excepciones excluyentes o enervantes, otorgan al demandado un contraderecho que le permite paralizar, enervar o destruir la pretensión del actor. La prescripción es la excepción excluyente por antonomasia (65) .


          


          Claramente se aprecia que la excepción de prescripción en sentido sustantivo es más amplia y no se encuentra necesariamente ligada con una determinada posición procesal, pues en efecto, la excepción sustantiva puede hacerse valer extra o intraprocesalmente y, en este último supuesto, indistintamente por vía de acción o de defensa.


          

            V. gr., un deudor requiere notarialmente al acreedor para que se avenga a reconocer prescrita una deuda (extraprocesalmente); o promovemos una demanda para que se dicte sentencia por la que se declare extinguido, por su prescripción, un pretendido derecho de crédito (intraprocesalmente como actor); o, finalmente, oponemos la excepción de prescripción frente a una reclamación de daños (intraprocesalmente como demandado).


          


          La excepción de prescripción en sentido sustantivo, como podemos ver, puede ser también una excepción procesal. Por el contrario, la excepción en vía procesal ha de articularse siempre intraprocesalmente, y en todo caso como defensa (66) .


          Aunque formalmente es posible hacer valer la excepción de prescripción (con la apuntada amplitud que el Derecho sustantivo la recoge) por medio de acción, lo normal es que esgrima como excepción por parte del demandado frente a la pretensión del acreedor demandante, en otras palabras, como medio de defensa procesal.


          Nada impide, sin embargo, que el deudor que considera que su deuda está prescrita, promueva en defensa de sus derechos, una demanda frente al eventual acreedor por la que pretenda que se dicte un pronunciamiento jurisdiccional, marcadamente merodeclarativo, por el que se determine la extinción, por prescripción, de la deuda dubitada (67) . No es infrecuente ver en la práctica de nuestro Tribunales acciones de esta naturaleza, que traen causa de la indebida inclusión de deudores en ficheros de morosidad por deudas satisfechas o extinguidas por prescripción, que se ejercitan de modo previo o acumulado con pretensiones indemnizatorias por la debida inclusión del deudor afectado en el fichero de solvencia patrimonial, o que simplemente pretenden la cancelación de los datos incorrectos.


          A nuestro juicio es posible —y si se nos admite, hasta conveniente— que el deudor que considera que está prescrita su deuda plasmada en un título ejecutivo extraprocesal (v. gr., una escritura pública de reconocimiento de deuda), promueva esta acción para neutralizar la posible promoción de un proceso de ejecución, en especial por los gastos e inconvenientes que le puede generar (embargos, anotaciones registrales, trabas de saldos bancarios y devoluciones tributarias, etc.). De esta posibilidad se han hecho eco, con suma claridad, la doctrina (68)  y a su estela la jurisprudencia, que llegan hasta sugerir la redacción del eventual contenido del «suplico» de esa hipotética demanda.


          

            Cfr. dos AAAP Madrid (Secc. 10ª) 20 Jul. 2002 (ECLI:ES:APM:2002:1476A y ECLI:ES:APM:2002:1477A), con idéntico contenido: «Ni la LEC 1881 ni la LEC 2000 dicen nada al respecto, pero resulta indudable que quien tenga frente a sí un título ejecutivo válido —cualquiera: sentencia, laudo, etc.— en el que se contiene una responsabilidad que ha dejado de existir —v. gr., porque se ha pagado, compensado, condonado— puede, sin necesidad de que la ejecución haya comenzado, incoar un proceso de declaración dirigido a poner de relieve la ausencia actual de responsabilidad. El derecho positivo alemán concede al deudor esta posibilidad. Desde el momento mismo en que existe una discrepancia entre la situación jurídica material real y la documentada en el título ejecutivo, puede el deudor ejercitar una acción especial destinada a declarar la inadmisibilidad de la ejecución respecto de un título ejecutivo determinado. El suplico de esta demanda de oposición a la ejecución debe contraerse forzosamente a que el Juez declare que, a pesar de que existe un título ejecutivo formalmente válido —y, por tanto, suficiente para despachar ejecución si el acreedor así lo solicita—, la responsabilidad contenida en el título ha dejado de existir. O, si se prefiere, que, aunque el acreedor tiene derecho al despacho de la ejecución porque existe título ejecutivo, no existe acción ejecutiva, con lo que el acreedor no tiene derecho a la ejecución (y, si la incoa, puede incurrir en responsabilidad, incluso criminal —estafa procesal—)» (69) .


          


          En este concreto supuesto, la pretensión procesal contendrá una necesaria acumulación de acciones, a saber: una merodeclarativa por la que el ejecutado solicite del Tribunal que declare la extinción, por prescripción, del derecho del acreedor, unida a otra acción, esta constitutiva, cuya finalidad no es otra que desposeer de fuerza ejecutiva al título ejecutivo, ya que aunque éste sea formalmente válido, la responsabilidad documentada en él ha dejado de existir (70) .


          Técnicamente estaremos ante una acumulación accesoria de acciones (71) , también denominada eventual impropia. Se denomina así, porque el actor interpone una pretensión como principal (la petición de que se declare extinguida, por prescripción, una obligación), y otra como complementaria o accesoria (dirigida a desposeer de fuerza ejecutiva al título en cuestión), debiendo ser estimada la pretensión accesoria o complementaria, solo en el caso de estimación de la principal, pues dicha estimación se convierte en fundamento de la estimación de la pretensión accesoria.


          Pero, fuera de estos concretos casos, la excepción de prescripción se hace valer por el deudor demandado, por lo que, procesalmente hablando, es un hecho excluyente que fundamenta un contraderecho, una excepción material propia (72) , perentoria y plenamente renunciable, que [cfr. SAP Guipúzcoa (Secc. 2ª) 13 Feb. 2003 (ECLI:ES:APSS:2003:72)] «(…) introduce en el proceso un hecho excluyente enervador del derecho afirmado de contrario, y por ello no es apreciable de oficio por los Tribunales, sino que ha de ser alegada u opuesta por la parte a quien favorezca» (73) . Decimos que es un hecho excluyente, porque tiene la particularidad de atribuir al demandado la facultad de excluir el poder constituido contra él, el singular efecto de neutralizar —excluyéndola—, la acción afirmada en la demanda.


          Nos encontramos ante una excepción material o de fondo que, de estimarse, determinará la absolución del demandado, por declarar improcedente la pretensión del demandante. Es por ello una excepción que atañe, no a la relación jurídico-procesal entre los litigantes, sino a la relación jurídico-material controvertida. No se trata, por lo tanto, de una excepción procesal, cuya estimación desembocaría en una sentencia absolutoria de la instancia, sin entrar siquiera en el fondo del asunto (74) , sino de una excepción material o de fondo, a resolver en sentencia.


          

            SAP Teruel, 17 Jul. 1988 (AC 1998\1605): «En último término, y aun cuando este extremo no ha sido objeto de impugnación por las partes, debe la Sala hacer notar que la estimación de la excepción de prescripción de la acción, de carácter perentorio al producir como efecto la extinción de la misma por el transcurso del plazo establecido en la Ley, no determina la absolución en la instancia del demandado, como si de una excepción dilatoria se tratase, con posibilidad de entablarse nuevamente la misma, sino que provoca una absolución al demandado de las pretensiones de la demanda, con efectos de cosa juzgada, por lo que debe ser rectificada la sentencia recurrida en el sentido de absolver al demandado de las pretensiones de la demanda».


          


          En razón a los principios de audiencia, contradicción y preclusión procesal, la prescripción ha de ser alegada (75)  precisamente en los escritos rectores del proceso, definitorios del debate procesal y delimitadores de su objeto, por lo que no es suficiente con que conste en los autos, lo que impone que haya de alegarse de manera expresa, no bastando con señalar los hechos de los que se desprende [STS (1ª) 12 May. 2003 (ECLI:ES:TS:2003:3202)]. No puede ser tenida en cuenta si se alega con posterioridad [STS (1ª) 31 Mar. 1995 (ECLI:ES:TS:1995:1924)], ni tampoco con ocasión de un recurso de apelación [SAP Murcia (Secc. 3ª) 1 Jul. 2005 (ECLI:ES:APMU:2005:1415)], o de casación [STS (1ª) 21 Abr. 2003 (ECLI:ES:TS:2003:2764)]


          El tribunal no podrá, por propia iniciativa, pronunciarse sobre una prescripción que no ha sido debidamente introducida por la parte demandada.


          

            Cfr. STC 168/1992, de 26 de octubre (ECLI:ES:TC:1992:168): «(…) debe advertirse de la sustancial identidad entre el presente supuesto y el resuelto en la STC 32/1992 (ECLI:ES:TC:1992:32), de esta Sala cuyos razonamientos pueden aquí reproducirse. Decíamos en nuestra STC 32/1992 que es preciso indicar, desde la propia configuración del recurso de amparo, que la alegación formulada en el sentido de que la prescripción no puede ser apreciada de oficio por el carácter extraordinario del recurso de suplicación y por el objeto limitado del mismo, constreñido a la materia marcada por el recurrente, puede ser aquí objeto de estudio, pero desde la perspectiva de una posible limitación de las oportunidades de defensa de la parte afectada, es decir, en tanto en cuanto su apreciación ex officio impida a las partes aducir cuantas alegaciones consideren oportuno acerca de la existencia e inexistencia de la misma, mas no en su vertiente de mera transgresión del ámbito material del recurso. Como ya se ha dicho en anterior ocasión, a propósito de este mismo asunto [STC 225/1991 (ECLI:ES:TC:1991:225], la objeción aquí planteada únicamente puede ir referida a si el "hecho ha generado una incongruencia susceptible de haber provocado indefensión constitucionalmente vedada para la ahora recurrente, es decir, si se le han hurtado las posibilidades de defensa mediante la introducción de un elemento que no ha podido combatir". Es doctrina reiterada de este Tribunal —añadía la STC 32/1992 (ECLI:ES:TC:1992:32)— que el derecho a obtener tutela judicial efectiva sin que en ningún momento se produzca indefensión comprende, entre otros contenidos, el principio de que el Juez o Tribunal no puede modificar o alterar los términos del debate procesal, alteración que se produce cuando el órgano judicial por iniciativa propia se pronuncia sobre pretensiones que no han sido promovidas por ninguna de las partes. Los pronunciamientos gratuitos o sobre temas no propuestos por las partes suponen un menoscabo del derecho de defensa contradictoria de las partes, en cuanto se priva a las mismas de la posibilidad de alegar o enmendar lo que estimen conveniente a sus intereses. Los órganos judiciales están obligados a decidir conforme a lo alegado, no otorgando más de lo pedido ni menos de lo resistido por el demandado, ni tampoco cosa distinta de lo solicitado por las partes, dando audiencia bilateral; de forma que no es justificable un pronunciamiento que altere el objeto procesal, sea porque la cuestión no ha sido objeto de debate, bien porque no ha habido audiencia de las partes, salvo que la falta de audiencia obedezca a la no comparecencia por propia voluntad o negligencia del afectado [SSTC 142/1987 (ECLI:ES:TC:1987:142), 114/1988 (ECLI:ES:TC:1988:114) y 6/1990 (ECLI:ES:TC:1990:6)]».


          


          La prueba (76)  de su inexistencia, una vez invocada por el demandado, es un carga procesal que debe soportar el actor, quien deberá acreditar, en su caso, su interrupción, pudiendo a tal fin «presentar en la audiencia previa al juicio, o en la vista del juicio verbal, los documentos, medios, instrumentos, dictámenes e informes, relativos al fondo del asunto, cuyo interés o relevancia sólo se ponga de manifiesto a consecuencia de alegaciones efectuadas por el demandado en la contestación a la demanda» (77) .


          En conclusión, su invocación, admisión y, por ende, su prosperabilidad, queda sometida a las reglas preclusivas del proceso, y sus efectos, anudados al signo del pronunciamiento jurisdiccional, con plena eficacia de cosa juzgada material (art. 222 LEC), lo que impedirá su planteamiento en un ulterior litigio.


          Por su parte, la caducidad, es una excepción material que puede ser apreciada de oficio, por lo que estamos ante una excepción impropia (78) , lo que no obsta para su invocación por parte del demandado, bien sea con ocasión de los escritos rectores (contestación a la demanda o reconvención), bien en cualquier otro momento del proceso, que ha de ser resuelta en la sentencia con el fondo del asunto.


          

            Cfr. STS (1ª) 6 Jun. 1990 (ECLI:ES:TS:1990:10767): «El segundo motivo, con igual amparo, denuncia, la infracción por la que se dice, violación por inaplicación de la doctrina del Tribunal Constitucional, reflejada en las sentencias que se citan en relación con el artículo 24.1 de la Constitución en el sentido de que ningún requisito formal puede convertirse en obstáculo que impida. injustificadamente, un pronunciamiento sobre el fondo; más como no cabe calificar a la "caducidad" como requisito formal, sino que se trata de una excepción respecto al fondo de la cuestión, incluso estimable de oficio, que en cuanto produce la extinción del derecho ejercitado, no cabe decir, no se entra en el fondo del asunto; por lo que el motivo ha de ser desestimado» (79) .


          


          La ley 40 del FN dispone que la caducidad «podrá ser apreciada de oficio por los Tribunales previa audiencia de las partes contendientes afectadas por ella», lo que permitirá valorar si, en el caso concreto, concurre alguno de los supuestos de suspensión de los plazos de caducidad que la ley 41 del FN prevé. Una recta interpretación de la ley 40 FN, que en principio pudiera resultar imprecisa (80) , impone a nuestro juicio entender que el supuesto que la norma está contemplando concurre cuando la excepción de caducidad no ha sido invocada por el demandado y que, pese a ello, el Tribunal que entienda, de oficio (81) , que puede concurrir en el caso concreto. En estos casos, la norma impone al Tribunal que, antes de resolver, ha de dar necesariamente audiencia a las partes. En suma, la caducidad es apreciable de oficio y los Tribunales deben entrar a valorar tal cuestión aunque no sea invocada, pero nunca sin antes oír a las partes. No obstante, «una cosa es que la caducidad sea digna de apreciación de oficio por el juez, y otra que el juez pueda de oficio hallar la prueba del hecho excluyente», como nos recuerda la SAP Navarra (Secc. 3ª) 30 Nov. 2018 (ECLI:ES:APNA:2018:1025).


          En lo que a su prueba se refiere y a diferencia de la prescripción, «en la caducidad incumbe al demandante probar en su propio beneficio que ejercita su derecho dentro del plazo legal, por ser un presupuesto o requisito esencial de su acción, no siendo legítimo pretender una inversión de la carga probatoria a través de la cual sea el demandado el que tenga que acreditar que el ejercicio de la acción es posterior al transcurso de dicho término» (82) . Nos recuerda la jurisprudencia [SSTS (1ª) 22 May. 1992 (ECLI:ES:TS:1992:4124), y 19 Jul. 1994 (ECLI:ES:TS:1994:5559)] que en la caducidad, incumbe al actor liberar en su propio beneficio también la carga de la prueba relativa al tiempo en que se ejercitó la acción, en atención a que los plazos de caducidad, a diferencia de los de prescripción (que constituye propiamente una excepción), operan como requisitos para el útil ejercicio de la acción y pueden apreciarse de oficio.


          La caducidad (83) , como tal limitación específica del derecho, no cabe estimarla renunciada por su no alegación ante los Tribunales, los cuales, de oficio, habrían de estimarla si constan los hechos determinantes (84) . En este punto, ya desde sus primeros pronunciamientos, la jurisprudencia puso de relieve que no son los mismos los poderes del Juez ante la prescripción que ante la caducidad [SSTS (1ª) 7 Dic. 1943 (ECLI:ES:TS:1943:214) y 17 Nov. 1948 (ECLI:ES:TS:1948:1515)].


          

            Cfr. STS (1ª) 26 Sep. 1997 (ECLI:ES:TS:1997:5659): «Mas, con independencia de que, como se ha dicho, la caducidad genera decadencia del derecho o de la facultad atribuida por la norma jurídica en forma automática por el transcurso del tiempo establecido para su ejercicio, no existe la supuesta infracción del precepto invocado porque ese efecto automático de la caducidad se produce por ministerio de la ley sin poderlo impedir el propio órgano jurisdiccional».


          


          Por otro lado, y dado que es posible (como norma) la interrupción de la prescripción, e igualmente (como algo excepcional), la suspensión de la caducidad (85) , funcionarían procesalmente como contra-excepciones (o contra-objecciones) (86) .


          Se ha discutido, finalmente, sobre si es posible la desestimación a limine de la demanda, en especial en el supuesto de la caducidad. Respecto de la prescripción, ello no sería factible, pues el Tribunal no puede apreciarla de oficio ni introducirla de ningún modo en el proceso y, además, que es una carga del demandado su tempestiva invocación. Todo ello conlleva a sostener que, en medida alguna, la prescripción es un presupuesto procesal, sino que es mera una cuestión de fondo.


          La discusión giraría en torno a la caducidad, pues surge la duda sobre si se permitiría la desestimación a limine de la demanda, dado que su concurrencia es de una aparente simplicidad, basada en el elemento objetivo y matemático, como lo es el transcurso del tiempo (87) . Ya en el marco normativo de la LEC 1881 esa conclusión fue rechazada (88) , pero a la vista del contenido del art. 403.1 LEC (89) , entendemos que no hay duda de que, aunque sea notoria y palmaria la caducidad de la acción ejercitada, no cabe la inadmisión in limine litis de la demanda, pues —haciendo paráfrasis del art. 403 LEC— no es caso ni causa expresamente previstas en la Ley, es decir, es necesaria la concurrencia de un supuesto tasado. La propia ley 40 del FN, tras establecer que la caducidad puede ser apreciada de oficio por los Tribunales, apostilla que «previa audiencia de las partes contendientes afectadas por ella». Esta previsión normativa descartaría, a nuestro juicio, un rechazo a limine de la demanda, pues impone al Tribunal un preceptivo —y a nuestro juicio razonable— trámite alegatorio.


          

          

            2.5.

               Diferencias por su estructura

          


          Para analizar la concreta forma de ambos institutos, no hemos de olvidar que, frente a la prescripción que tiene una concreta regulación legal y un largo desarrollo doctrinal y jurisprudencial, la caducidad es una institución que no aparece propiamente regulada en nuestro Código civil (90)  y que su construcción y posterior desarrollo es de base doctrinal y jurisprudencial.


          Ahora bien, resulta indiscutible la cercanía conceptual de ambas figuras, en tanto en cuanto el transcurso del tiempo es el imprescindible elemento conformador. Esta proximidad conceptual lo revela el hecho de que, si lo analizamos con detalle, podemos constatar que gran parte de las expresiones empleadas, en especial por la jurisprudencia, para definir estas figuras tienen la nota de la fungibilidad, de tal suerte que, lato sensu, pueden servir para ambas (91) .


          La doctrina científica, por el contrario, no pasa por alto la acción externa que sí influye en la prescripción, pero que está ausente en la caducidad.


          Así De Castro (92) , señala que se entiende por prescripción extintiva aquél modo de extinguirse los derechos y las acciones, por el mero hecho de no dar ellos adecuadas señales de vida, durante el plazo fijado en la Ley. Alas, de Buen y Ramos (93) , por su parte (94) , utilizan una definición similar: «prescripción extintiva es un modo de extinción de los derechos, resultante del silencio de la relación jurídica de que emanan, durante el tiempo marcado por la ley». Y si la expresión «silencio de la relación jurídica» pareciera aventurada, podría decirse: «prescripción extintiva es un modo de extinción de los derechos, resultante de la no concurrencia de ningún acto interruptivo, durante el plazo marcado por la ley». En términos equivalentes, Díez-Picazo (95)  define la prescripción como un modo de extinción de los derechos subjetivos, producido por su prolongada falta de ejercicio durante el período de tiempo señalado por la ley.


          Esta acción externa que antes hemos apuntado, y cuya concurrencia se repite de modo recurrente en todas las definiciones de la prescripción elaboradas por la doctrina, no es sino una omisión o inacción: es la pasividad de los titulares del derecho que prescribe, es decir, por no dar adecuadas señales de vida, o por la no concurrencia de ningún acto interruptivo, o por la prolongada falta de ejercicio. Este elemento, hecho o, si se prefiere, agente externo es, a nuestro juicio, de gran importancia para diferenciar ambas figuras.


          Así, en el supuesto de la caducidad, el derecho se extingue por causas endógenas, que surgen de su propio interior, puesto que, como señala Grawein, estamos ante un derecho que nace con vida limitada (ab origine) y lleva estructuralmente dentro de sí la causa de su extinción, el dies fatalis (96) , pues tiene una temporalidad congénita. En la caducidad el derecho se extingue por sí mismo (97) , sin que se precise ninguna actuación o intervención desde el exterior. Hay derechos, prosigue diciéndonos Grawein (98) , que por su naturaleza perecen, sin que para la producción de esa consecuencia, la causa normal de extinción del derecho precisen el ingreso de un hecho extintivo del derecho, a lo que añade que el tiempo fija el comienzo y el fin del derecho, muestra la medida del derecho mismo: «Tanto plazo, tanto derecho» (Wie viel Frist, so viel Recht).


          Por el contrario, en la prescripción, el derecho se extingue por causas exógenas, ajenas a él. Estamos ante un hecho externo que produce la extinción: la falta de ejercicio del sujeto activo unida a la falta de reconocimiento por parte del sujeto pasivo.


          En la caducidad, el derecho se muere (extingue) solo; en la prescripción, lo mata (extingue) la inactividad del titular (que no interrumpe la prescripción) y también la del obligado (que no reconoce el derecho). El hecho o acción exterior mantiene vivo el derecho y neutraliza la posible prescripción, pero esa acción es indiferente para la caducidad, salvo que se trate de su tempestivo ejercicio procesal. Los derechos caducables son incapaces de durar más allá de su plazo legal de vida (99) .


          

          

            2.6.

               Diferencias por razón de sus efectos

          


          En lo que se refiere a las consecuencias, podría afirmarse que en ambos casos se produce la extinción del derecho que caduca o prescribe. No obstante, hemos de precisar que mientras en la caducidad se produce la extinción total y absoluta del derecho, en la prescripción, por el contrario, el transcurso de los plazos no produce una total extinción de los derechos, porque el derecho se mantiene —dice Diez-Picazo (100)  siguiendo a Grawein— como «un resto y, en algunos aspectos, puede funcionar como obligación natural», es decir, con débito pero sin responsabilidad.


          La invocación de la prescripción ganada es una excepción que el ordenamiento jurídico pone a disposición del obligado, que debe hacerla valer en tiempo y forma para ser tenida en cuenta, pues de lo contrario —antes se indicó— no podrá ser estimada por el Tribunal, aunque también puede hacerse valer accionando (101) . De conformidad con el art. 247.3 de la LEC, corresponde al demandado y actor reconvenido la carga alegatoria y probatoria de los hechos extintivos, impeditivos o enervantes (102) .


          Acertadamente se ha destacado (103)  que «la prescripción no extingue ni el derecho material ni la acción: el primero porque la satisfacción de un derecho prescrito no supone en medida alguna pago de lo indebido, que fundamentaría la acción de repetición (la condictioindebiti) exarticulo 1895 CC o ex Ley 509 FN; faltaría el segundo de los requisitos que señala este último precepto legal, a saber, la posibilidad de que el deudor que ejercite la acción de repetición pruebe la inexistencia de la obligación».


          

            Cfr. AAP Santa Cruz de Tenerife (Secc. 1ª) 30 Ene. 1999 (AC 1999\177): «El derecho o crédito supuestamente afectado por la prescripción es plenamente exigible«, por lo que «el pago o cumplimiento de una deuda prescrita es plenamente eficaz, extingue la obligación».


          


          Por ello es perfectamente posible (104)  —prueba palpable de que la acción no se extingue— el ejercicio de una acción prescrita, pues ni determina por sí la inadmisión de la demanda, ni tampoco el dictado sin más de una sentencia absolutoria con fundamento en la prescripción como hecho excluyente.


          

          

            2.7.

               Diferencias en atención a su dimensión constitucional

          


          Ha tenido la oportunidad de pronunciarse nuestro TC, en diversas ocasiones, sobre la dimensión constitucional de los institutos de la prescripción y caducidad. Su análisis, aunque sea de modo somero, nos parece de interés para intentar vislumbrar si, desde una perspectiva constitucional, es posible señalar alguna diferencia entre la prescripción y la caducidad.


          La jurisprudencia constitucional ha entendido que, el asunto relativo a la apreciación de los plazos de ambos institutos, es una cuestión de legalidad ordinaria (105) .


          

            Cfr. STC 220/1993, de 30 de junio (ECLI:ES:TC:1993:220): «Planteados así los términos del problema, no corresponde ciertamente a este Tribunal revisar la legalidad aplicada ni establecer, en concreto, la interpretación que haya de darse a las normas que regulan los plazos de prescripción en el ejercicio de los derechos y acciones o establecen el cómputo de dichos plazos».


            

              Vid. igualmente la STC 322/1993, de 8 de noviembre (ECLI:ES:TC:1993:322): «Insistentemente viene señalando este Tribunal que el asunto relativo a la apreciación de los plazos de prescripción y caducidad de acciones es cuestión de mera legalidad ordinaria, atribuida en principio a los órganos de Poder Judicial [SSTC 32/1989 (ECLI:ES:TC:1989:32), 65/1989 (ECLI:ES:TC:1989:65), 89/1992 (ECLI:ES:TC:1992:89), 201/1992 ECLI:ES:TC:1992:201)]; de tal forma que la decisión judicial es irreversible en esta vía, sin que este Tribunal pueda apreciar ni corregir los posibles errores, ni tampoco los criterios debidamente razonados por el órgano judicial para elegir la fecha de comienzo del cálculo del plazo de la caducidad [ATC 412/1987 ECLI:ES:TC:1987:412A)], salvo que sean consecuencia de una interpretación de la normativa aplicable manifiestamente arbitraria, irrazonable o incurra en error patente y de ello derive conculcación de los derechos fundamentales consagrados en la Constitución [STC 245/1993 ECLI:ES:TC:1993:245)]. Ha de examinarse, pues, si la Sentencia que estimó la concurrencia de la excepción de caducidad incurre en alguna de las anomalías señaladas, con quebranto para el derecho a tutela judicial, que es el derecho invocado por la entidad recurrente en amparo».


          


          De manera rotunda se afirma en la STC 198/2000, de 24 de julio (ECLI:ES:TC:2000:198) que «Es notorio que, salvo excepción (SSTC 89/1999, de 26 de mayo; 160/1997, de 2 de octubre; 220/1993, de 30 de junio, por todas), la relativa a la interpretación de las normas sobre la naturaleza, existencia, plazos, cómputo e iniciación de la prescripción es cuestión de mera legalidad, carente de relevancia constitucional; y otro tanto cabe afirmar respecto de la interpretación acerca de cuál sea la naturaleza jurídica de una determinada acción, lo que resultará de la subsunción judicial de los hechos enjuiciados en la norma jurídica aplicable» (106) . Estas mismas afirmaciones son reiteradas en la STC 12/2005, de 31 de enero (ECLI:ES:TC:2005:12), si bien se matiza que puede tener relevancia constitucional la propia existencia de la prescripción, cuando conduce a la imposibilidad de obtener tutela judicial:


          

            «Desde tal perspectiva, y de modo constante, nuestra doctrina ha afirmado que lo atinente a la prescripción es una cuestión de legalidad ordinaria que, por lo general, no alcanza relevancia constitucional dado que es a los Tribunales ordinarios a quienes les corresponde interpretar el modo de computar los plazos establecidos en las leyes (SSTC 89/1992, de 8 de junio, FJ 3; 201/1992, de 19 de noviembre, FJ 2; 101/1993, de 26 de marzo, FJ 3; 164/1993, de 18 de mayo, FJ 2; 245/1993, de 19 de julio, FJ 5, y 322/1993, de 8 de noviembre, FJ 3). Ahora bien, cuando se trata no del cómputo del plazo, sino de la propia existencia de la prescripción, la cuestión es de indudable trascendencia pues, aun como consecuencia indirecta, puede determinar la imposibilidad de obtener la tutela de los jueces para su reconocimiento y protección (STC 160/1997, de 26 de mayo, FJ 3)».


          


          Igualmente se ha afirmado que, aunque la CE ha consagrado el principio de seguridad jurídica, no ha hecho lo propio con la prescripción.


          

            Cfr. STC 147/1986, de 12 de julio (ECLI:ES:TC:1986:144): «Ahora bien, aunque la finalidad que mediante la institución de plazos de prescripción se pretende conseguir sea perfectamente legítima desde el punto de vista de la Constitución, lo anterior no quiere decir que en términos generales la fijación de un plazo de prescripción de acciones sea una exigencia que debe ser respetada en todo caso para que la propia Constitución pueda entenderse respetada, porque la Constitución, que ha consagrado el principio de seguridad jurídica, no ha hecho lo propio con la prescripción. Si se han de declarar prescriptibles o no las acciones, ello es algo que en principio debe decidirlo el legislador, valorando las circunstancias concurrentes en cada caso».


          


          No obstante, el TC ha sostenido que el cómputo de los plazos sólo adquiere relevancia constitucional, cuando es manifiestamente arbitrario, irrazonable o incurra en error patente.


          

            Cfr. STS 42/1997, de 10 de marzo (ECLI:ES:TC:1997:42): «No obstante, también ha de tenerse presente que "no corresponde a este Tribunal indicar la interpretación que ha de darse a la legalidad ordinaria (...) pues es ésta función que se atribuye en exclusiva a los Tribunales del orden judicial correspondiente (SSTC 117/1987 y 47/1989, entre otras)". (STC 220/1993, fundamento jurídico 2.º) Ni tampoco le corresponde "revisar la legalidad aplicada ni establecer, en concreto, la interpretación que haya de darse a las normas que regulan los plazos de prescripción en el ejercicio de los derechos y acciones o establecen el cómputo de dichos plazos" (ibid., fundamento jurídico 4.º), y ello sin más excepción que los supuestos en que tal interpretación "sea manifiestamente arbitraria, irrazonable o incurra en error patente" (STC 245/1993, fundamento jurídico 5.º, referida específicamente al cómputo de los plazos de prescripción o caducidad)».


          


          En suma, de la jurisprudencia constitucional parece desprenderse que el establecimiento de figuras como la prescripción y caducidad, así como sus plazos, está en manos el legislador, y que sólo alcanza relevancia constitucional cuando se produce por los Tribunales ordinarios una interpretación irrazonable, arbitraria o que incurra en error patente. Todo ello nos permite concluir que este criterio diferenciador entre prescripción y caducidad, tampoco arroja luz para delimitar ambas figuras.


          

          

            2.8.

               Diferencias por razón de su objeto

          


          Procede analizar, finalmente, la diferencias entre prescripción y caducidad por razón del objeto sobre el que recaen, es decir por la distinta naturaleza de los derechos sometidos a cada institución.


          Se ha afirmado que la prescripción afecta a los derechos patrimoniales, mientras que la caducidad tanto a los patrimoniales como a los no patrimoniales (107) , e igualmente que ambas figuras afectan a pretensiones en sentido material, por lo que el concepto estricto de caducidad no es aplicable a determinados actos de declaración de voluntad que puedan estar sujetos a ciertos plazos para su emisión (108) . Para Grawein, caducidad y prescripción no se diferencian por el derecho al que puedan afectar, por cuanto que ambas categorías afectan a derechos ya existentes (109) .


          Por su parte, la jurisprudencia, nos indica [STS (1ª) 5 Jul. 1957 (ECLI:ES:TS:1957:1400)] que la caducidad afecta a derechos potestativos (110)  y la prescripción a pretensiones. Idea que es reiterada por la STS (1ª) 28 Ene. 1983:


          

            «(…) la caducidad o decadencia de los derechos surge cuando la Ley o la voluntad de los particulares señalan un término fijo para la duración de un derecho, de tal modo que transcurrido ese término ya no puede ser ejercitado, refiriéndose a los llamados derechos potestativos, y más que a ellos propiamente hablando a las facultades o poderes jurídicos cuyo fin es promover un cambio de situación jurídica, nota característica que la distingue de la prescripción, pues así como ésta tiene como finalidad la extinción de un derecho ante la razón subjetiva de su no ejercicio por el titular, que es el supuesto que precisamente se da en lo que afecta al precitado núm. 1.º del art. 1968 del CC, en la caducidad se atiende solo al hecho objetivo de la falta de ejercicio dentro del término prefijado, hasta el punto que puede entenderse que en un plazo preclusivo, llamando así al plazo dentro del cual y solo dentro de él, puede realizarse un acto con eficacia jurídica».


          


          Por derechos potestativos se entiende aquéllos que se agotan en una facultad o, como su propio nombre dice, en una potestad. Son los dirigidos a crear, modificar o extinguir una situación jurídica.


          

            Cfr. STS (1.ª) 11 May. 1966 (ECLI:ES:TS:1966:1317): «Que los llamados derechos potestativos conceden a su titular la facultad o poder para provocar un efecto o modificación jurídica, con la finalidad de producir un efecto jurídico a favor de un sujeto y a cargo de otros, lo que puede tener lugar haciendo cesar un preexistente estado de derecho, cual sucede en la impugnación de la validez del matrimonio o de la legitimidad de los hijos, revocación de donaciones, rescisión y resolución de relaciones contractuales, etc., hasta el punto que, en realícela, se es titular de la acción creante y no del derecho creado, puesto que para que surja éste es condición indispensable que se ponga en ejercicio la acción concedida para modificar o extinguir situaciones jurídicas, ejercicio que ha de actuarse en el plazo prefijado, pues si transcurre éste sin que la acción concedida se utilice, el derecho de anular los efectos. (…) la caducidad o decadencia de derechos surge cuando la Ley o la voluntad de los particulares señalan un término fijo para la duración de un derecho, de tal modo que transcurrido ese término no puede ser ya ejercitado, refiriéndose a los llamados derechos potestativos, y más que a ellos propiamente hablando a las facultades o poderes jurídicos cuyo fin es promover un cambio de situación jurídica, nota característica y que la diferencia de la prescripción, pues así como ésta tiene como finalidad la extinción de un derecho ante la razón subjetiva de su no ejercicio por el titular, en la caducidad se atiende solo al hecho objetivo de la falta de ejercicio dentro del término prefijado, hasta el punto de que un importante sector doctrinal sostiene que en realidad es un plazo preclusivo, llamando así al plazo dentro del cual, y solo dentro de él, puede realizarse un acto con eficacia jurídica, distinción que es una sutileza en los derechos de tracto único, en los que, por agotarse en un solo acto de ejercicio, son tan semejantes que tal distinción carece de trascendencia práctica, puesto que el término fijado para el ejercicio eficaz de un derecho hace que su transcurso sin ejercitarlo imponga la decadencia fatal y automática de tal derecho en razón objetiva de su no utilización» (111) .


          


          Es en este punto donde debe abordarse la idea de si el objeto, entendido por tal el conjunto los derechos sobre el que se proyecta la prescripción, es o no distinto de aquél sobre el que recae la caducidad. En otras palabras, si los derechos prescriptibles son de distinta naturaleza que los caducables, lo que nos permitiría diferenciar ambas instituciones por razón del objeto sobre el que recaen.


          Afirma al respecto Díez-Picazo (112)  que «Ha sido apuntado, y es idea que parece atractiva, que las pretensiones sujetas a caducidad son las que surgen de los llamados derechos potestativos o facultades de configuración o modificación jurídica que dan origen a lo que los procesalistas denominan acciones constitutivas. Por el contrario, prescriben las pretensiones derivadas de facultades dirigidas a ordenar de otro una prestación, de manera que su objeto sería lo que los procesalistas llaman acciones de condena. De esta suerte, se podría obtener una tríada sistemáticamente impecable: acciones declarativas, imprescriptibles; acciones constitutivas, caducables; y acciones de condena, prescriptibles».


          

            Antes de continuar, entendemos adecuado hacer un inciso, y dejar previamente clarificado lo que desde un punto de vista procesal se entiende por cada una de las acciones antes indicadas. En efecto, dentro de las acciones declarativas (113)  cabe distinguir entre las denominadas merodeclarativas (o simplemente declarativas, o declarativas puras), las constitutivas y las declarativas de condena:


            Acciones merodeclarativas, son aquellas en las que se solicita del Tribunal la afirmación de la existencia —o inexistencia— de un derecho o de una determinada relación jurídica que se muestra incierta o debatida. V. gr., la acción declarativa de dominio.


            Acciones constitutivas, son aquellas en las que la tutela solicitada va dirigida a la creación, modificación o extinción de un derecho que no es posible lograr sin la intervención de los Tribunales. V. gr., la acción de divorcio.


            Acciones declarativas de condena: en las que se pide la declaración de la existencia de un derecho a prestación por parte del demandado y la consiguiente orden de condena a su cumplimiento. V. gr., las acciones de reclamación de cantidad. Dicho con otras palabras, ha de entenderse por tales aquellas que se limitan a la constatación de una situación jurídica preexistente, dotándola de firmeza jurídica [STS (1ª) 11 Jun. 1998 (ECLI:ES:TS:1998:3858), y AAP Zaragoza 8 Mar. 2002 (ECLI:ES:APZ:2002:142A)].


          


          Pues bien, aunque la jurisprudencia parece decantarse por hacer coincidir los derechos potestativos con la caducidad, la doctrina rechaza esa identificación, al menos de forma plena, pues cabria afirmar que no todos los derechos sometidos a caducidad son potestativos, ya que encontramos supuestos de pretensiones materiales también caducables. Cabría así afirmar que los derechos potestativos están sometidos a caducidad, pero el ámbito de la caducidad se extiende a otros derechos distintos de los potestativos.


          En principio —afirma Rubio Torrano (114) — «cualquier derecho, facultad o acción es susceptible de caducidad, siempre que en su contenido aparezca integrado el elemento temporal como parte sustancial del mismo; es indiferente que se trate de un derecho real o de crédito, de carácter patrimonial o más netamente personal. Ahora bien, desterrada la necesaria coincidencia entre derechos potestativos y caducidad, dado que, por una parte, tal categoría resulta problemática en su identificación y objeto de crítica por un amplio sector doctrinal, y que, por otra, no parece que la caducidad deba quedar supeditada a determinados tipos de derechos, pues la ley puede establecer caducidad allá donde había prescripción o a la viceversa (en este sentido, resulta especialmente ilustrativo el distinto tratamiento que merecen las acciones edilicias en el Código Civil y en la Compilación Navarra), sin que se alteren en nada la naturaleza de aquéllos, podemos concluir este punto señalando que la inmensa mayoría de los casos indubitados de caducidad afectan a aquellas facultades que posibilitan a su titular la creación, modificación o extinción de una relación o situación jurídicas».


          A idéntica conclusión parece llegar Díez-Picazo (115) : «No se puede negar que la mayor parte de las acciones que, por mandato de la ley o por interpretación de esta, se suelen considerar caducables, pertenecen al terreno de los derechos o facultades de configuración jurídica, tradicionalmente denominados derechos potestativos, bien se trate de acciones constitutivas con carácter positivo (p. ej. los derechos de retracto y en general todos los derechos de adquisición preferente) o con efectos constitutivos de extinción (p. ej. las acciones de nulidad o de rescisión). Sin embargo, aun sin negar que en el origen de las figuras puedan haberse encontrado esas diferentes estructuras de las pretensiones, la tesis no puede mantenerse. En el momento actual, prescripción y caducidad son dos figuras que se encuentran a disposición del legislador, quien, valorando el conjunto de los intereses en juego, puede decidir el régimen jurídico que haya de ser aplicable al transcurso de los plazos establecidos para el ejercicio de las acciones».


          Como conclusión en este punto, podemos afirmar que si bien el territorio natural de la caducidad son los derechos potestativos y el de la prescripción las pretensiones materiales, lo cierto es que también el legislador somete a caducidad determinadas pretensiones (116) , como el supuesto de la acción indemnizatoria que surge de la ruptura de la promesa de matrimonio prevista en el art. 43 del CC, o la acción para ejecutar una sentencia u otra resolución procesal exart. 518 LEC, o la acción indemnizatoria del art. 9.5 de la Ley Orgánica 1/1982, de 5 mayo, de protección al honor, a la intimidad personal y familiar y a la propia imagen. Por ello, convenimos con Cañizares Laso (117) , que cuando se trate de un derecho potestativo, el plazo será en todo caso de caducidad, pero no se debe identificar derecho potestativo y caducidad en sentido inverso, pues en ocasiones una pretensión puede ser objeto de plazo de caducidad y no de prescripción (118) .


          

          

            3. 

              Preclusión procesal versus caducidad

          


          La preclusión —nos dice Vallines García (119) —, es la extinción en un concreto proceso de los poderes jurídico-procesales no ejercitados por los sujetos que intervienen o pueden intervenir en el proceso. Estamos ante una institución jurídico-procesal autónoma, sujeta a un régimen jurídico propio (120) . Su concurrencia impide la posibilidad de realizar el trámite al que afecte (121) . La preclusión significa que, dentro de las fases o tiempos del procedimiento, han de realizarse actos concretos con contenido determinado, de tal suerte que si la parte no lo realiza oportunamente, pierde la oportunidad de llevarlo a cabo (122) , de forma que el «acto realizado fuera de plazo carece de eficacia, y ha de tenerse por no realizado» (123) . Como pone de relieve la SAP Badajoz (Secc. 1ª) 24 Oct. 2003 (ECLI:ES:APBA:2003:1380): «La preclusión más el impulso de oficio hacen que los procedimientos, una vez puestos en movimiento por las partes, lleguen a su final».


          La preclusión se produce siempre en un concreto proceso, lo que denota la relación íntima entre preclusión y proceso. Es más, la preclusión no existe fuera del proceso y es un instrumento que cobra pleno sentido para la correcta ordenación del proceso, para que este avance, y para que lo haga de forma ordenada: hay un momento para alegar, otro para probar, otro para evacuar conclusiones, etc.


          

            Su regulación legal se encuentra, en esencia, en el art. 136 de la LEC: «Transcurrido el plazo o pasado el término señalado para la realización de un acto procesal de parte se producirá la preclusión y se perderá la oportunidad de realizar el acto de que se trate. El Letrado de la Administración de Justicia dejará constancia del transcurso del plazo por medio de diligencia y acordará lo que proceda o dará cuenta al tribunal a fin de que dicte la resolución que corresponda».


          


          Su tenor es semejante al de su predecesor, el art. 306 de la LEC 1881 (124) , en el que de forma más imperfecta que el actual, solo se hacía referencia a los plazos, pero no a los términos (125) . No obstante, y como antes se ha apuntado, la regulación de la preclusión procesal excede del tenor del art. 136 de la LEC, pues dispersos por el articulado de la LEC encontramos distintos supuestos que regulan concretas preclusiones, esto es, extinción de poderes jurídico-procesales que afectan tanto a las partes litigantes o, inclusive, al propio Tribunal.


          En muchas ocasiones, se tiende a hacer una equiparación en cuanto al funcionamiento de la prescripción y caducidad, por un lado, y de la preclusión por otro. A nuestro juicio es un error, pues mientras en la prescripción y la caducidad, el derecho, acción o pretensión se extingue por su no ejercicio durante el tiempo marcado por la norma, de tal modo que el transcurso del plazo preestablecido hace que el derecho caduque o prescriba, con la preclusión no acontece exactamente así. En efecto, en más ocasiones de las deseables, con la preclusión se hace un ejercicio de reduccionismo y asimilación a los institutos sustantivos (prescripción y caducidad) de modo que, se afirma, que la preclusión es la extinción de los poderes procesales de los litigantes por el transcurso del plazo o término. Así, se concluye que la preclusión no es sino la «Pérdida de oportunidad de realizar un acto procesal por intentarse fuera de plazo», o «Pérdida de la facultad de realizar determinados actos procesales por haberse superado los límites fijados en la ley (fatalia legis)»  (126) . Pues bien, mientras la concurrencia de la prescripción y caducidad se resuelve en el mero y automático transcurso de los plazos (127) , lo que exige simplemente comprobar si el derecho o acción se han ejercitado en plazo o no (128) , el instituto de la preclusión no puede ser leído en mera clave temporal, como la doctrina se ha encargado de poner de relieve (129) .


          Pues bien, como antes se indicó, la realización de un concreto acto procesal marca un hito, momento, instante, estadio, cuyo advenimiento tiene, por decisión del legislador, el marcado efecto de hacer precluir poderes jurídicos no realizados (130) . Así, v. gr., con la contestación a la demanda en el juicio ordinario, precluye el derecho del actor a la ampliación de la demanda (art. 401.1 LEC); precluye la posibilidad de solicitar la acumulación de procesos, si el juez ya ha declarado finalizado el juicio o vista de cualquiera de los procesos a acumular (arts. 76.4 y 80 LEC); con la presentación de la demanda precluye el derecho del actor a obtener el derecho a la asistencia jurídica gratuita (art. 8 LAJG), etc.


          Pero igualmente nuestra LEC (art. 400) emplea reglas preclusivas para el ejercicio de acciones (131) , pues en ocasiones, con el declarado (132)  objetivo de evitar el goteo de reclamaciones, se determina que el ejercicio de un acción sea la causa de la preclusión de otras acciones que, poseyendo causas de pedir distintas, tienen el mismo fin que las ya ejercitadas. Vemos así que el instituto de la preclusión tiene una complejidad que excede del mero transcurso de los plazos.


          Llegados a este punto y clarificado que la preclusión es una extinción en el proceso y no fuera de él, podemos afirmar que la distinción entre caducidad y preclusión se resuelve en determinar si la extinción se ha producido dentro del proceso, en cuyo caso estamos ante la figura de la preclusión, o fuera de él, lo que sería caducidad (133) . No hemos de olvidar que la preclusión es una variedad institucional de la caducidad.


          V. gr., una vez transcurrido el plazo previsto en el art. 458 LEC para interponer el recurso de apelación, precluye el plazo para apelar. Por el contrario, transcurrido el plazo previsto en el art. 518 LEC para presentar la demanda de ejecución, o el plazo previsto en el art. 512 LEC para pedir la revisión de la sentencia, caduca la acción ejecutiva o la acción impugnatoria de la sentencia.


          Cfr. STS (1ª) 15 Jun. 2000 (ECLI:ES:TS:2000:4940): «La sentencia referida al principio es de 4 de septiembre de 1996, y fue conocida por el recurrente el 24 de marzo de 1998, de manera que, por presentarse la demanda de revisión el 16 de octubre de 1998, según consta en el estampillado del Registro General del Tribunal Supremo, obrante en el primer folio del escrito inicial, es indudable que la aportación fue efectuada fuera del tiempo legalmente establecido (artículo 5 del Código Civil), que, según reiterada jurisprudencia, no es un plazo de naturaleza procesal, sino civil y de caducidad [aparte de otras, SSTS (1ª) 28 Sep. 1987 (ECLI:ES:TS:1987:5898), 22 Dic. 1989 (ECLI:ES:TS:1989:9883), 20 Oct1990 (ECLI:ES:TS:1990:7461), 15 Sep. 1992 (ECLI:ES:TS:1992:6828), 13 Jul de 1994 (ECLI:ES:TS:1994:5403) y 13 Ene. 1997 (ECLI:ES:TS:1997:69)». En el mismo sentido, vid. SSTS (1ª) 19 Abr. 2000 (ECLI:ES:TS:2000:3396), 17 May. 2000 (ECLI:ES:TS:2000:4006) y 12 Jun. 2000 (ECLI:ES:TS:2000:4788).


          Aunque en todos estos casos estamos ante poderes netamente procesales, que se justifican en atención de un proceso, difieren en que en un caso nos encontramos ante un proceso actual (la apelación), o ante uno potencial (la ejecución o la revisión). Que la extinción del primero —afirma Vallines (134) — se produzca en o dentro del proceso nos permite calificar el fenómeno como preclusión; que la extinción de los segundos tenga lugar fuera del proceso, hace que nos encontremos ante un supuesto de caducidad, pues las demandas de revisión o de ejecución, sí abren un proceso autónomo y distinto de aquél en el que se dictó la sentencia cuya ejecución o rescisión se solicita, mientras que la interposición de los recursos abren una nueva fase en el proceso ya existente, y no propiamente un nuevo proceso.


          Como se afirma en la STS (3ª) 29 Ene. 1994 (ECLI:ES:TS:1994:382): «la caducidad o decadencia de derechos presupone la temporalidad congénita de los mismos y su sujeción a un plazo extintivo fijado por la ley o por la voluntad de los particulares, de modo que, si no se ejercen dentro del mismo, pierden toda su virtualidad (...); la preclusión, que es, en realidad, una variedad de la modalidad institucional anterior, implica la fijación de un plazo breve perentorio para la realización de los sucesivos actos procedimentales, con la consecuencia de que, vencido el plazo correspondiente, no puede ya practicarse el acto respectivo, que se pierde o fenece».


          Finalmente cabe señalar que, frente al carácter procesal de los plazos de preclusión, la jurisprudencia reiteradamente ha destacado la naturaleza sustantiva y no procesal, de los plazos de caducidad, lo que tiene especial transcendencia en orden a su cómputo (con inclusión, en el cómputo de los plazos de caducidad, de los días inhábiles y el mes de agosto).


          

            Cfr. STS (1ª) 11 Jul. 2011 (ECLI:ES:TS:2011:4876): «Plazos sustantivos y plazos procesales. La cuestión jurídica planteada por la parte recurrente en sus motivos primero y segundo, alegando infracción del artículo 5 del Código Civil por no existir una aplicación estricta de este artículo y permitir la ampliación del plazo a través de la aplicación del artículo 135.1 de la LEC ha sido resuelta por esta Sala en sentencia de 29 Abr. 2009 (ECLI:ES:TS:2009:2391) y reiterada por las sentencias de 30 Abr. 2010 (ECLI:ES:TS:2010:2080) y 28 Jul. 2010 (ECLI:ES:TS:2010:4379). Los argumentos utilizados en la primera de las sentencias citadas son los siguientes: (i) Esta Sala ha reiterado la diferencia existente entre plazos procesales y sustantivos al señalar que únicamente ofrecen carácter procesal los que tengan su origen o punto de partida de una actuación de igual clase (notificación, citación, emplazamiento o requerimiento), entre los que no están aquellos a los que se asigna un determinado plazo para el ejercicio de una acción [SSTS 1 Feb. 1982, 22 de enero de 2009 (ECLI:ES:TS:2009:36)]. (ii) El artículo 135 de la LEC permite la presentación de escritos sujetos a plazo hasta las quince horas del día siguiente hábil al del vencimiento, regla prevista para plazos procesales y no para los sustantivos, en los que se atiende al hecho objetivo de la falta de ejercicio de la acción a la que se vincula dentro del plazo prefijado. (iii) La acción judicial que pone en movimiento el derecho se materializa a través de la presentación de una demanda, que es un acto procesal sujeto a normativa procesal. El problema no es tanto de plazos, pues su computación no se ve alterada, ni se prolongan los días de los que dispone el interesado sino de permitir al titular de un derecho, cuyo ejercicio se encuentra sometido a plazo de caducidad, disponer del mismo en su integridad, con perfecto ajuste a lo dispuesto en el artículo 5 del CC, que, aunque no menciona si el día final del cómputo ha de transcurrir por entero habrá de entenderse que es así, pues no excluye aquel precepto en su texto el día de su vencimiento a diferencia de lo que dispone sobre el día inicial».


            

              Vid. STS (1ª) 10 Nov. 1994 (ECLI:ES:TS:1994:7264): «En definitiva: el derecho de impugnación ha decaído de modo fatal y automático, por existir caducidad y plazo o término sustantivo, no procesal, al que ha de aplicarse el artículo 5.2 del CC, en cuanto dispone que «en el cómputo civil de los plazos no se excluyen los días inhábiles», sin que sean de aplicar, en cambio, los artículos 182 y siguientes de la LOPJ».


          


          

          

            4. 

              Prescripción versus preclusión procesal

          


          Las diferencias entre las figuras de la prescripción y la preclusión procesal, saltan a la vista. La preclusión es la extinción en un concreto proceso de los poderes jurídico-procesales no ejercitados por los sujetos que intervienen o pueden intervenir en el proceso (135) . Su razón de ser se justifica en la necesidad de articular debidamente el proceso y permitir su ordenado avance. Aunque su concurrencia se produce, por lo general al transcurso de los plazos o el paso de los términos, en ocasiones se desvincula del elemento temporal, pues el legislador anuda la preclusión a que el proceso alcance determinados hitos o estadios que impiden a las partes, o al propio Tribunal, realizar válidamente determinadas actuaciones. Se desenvuelve siempre dentro de un concreto proceso, al que sirve de herramienta ordenadora. Es, pues, un instituto procesal que cierra delante (de ahí su nombre), impidiendo al Tribunal o a las partes ejercer los poderes o facultades jurídico-procesales no ejercitados en su momento.


          Por el contrario, la prescripción es una figura sustantiva que determina la extinción de los derechos subjetivos, producida por su prolongada falta de ejercicio durante el período de tiempo señalado por la ley (136) .


          Sus diferencias se resuelven a la vista de su dispar objeto: las pretensiones materiales en la prescripción y los poderes procesales en la preclusión.


          Pero dado que, en contraste con la caducidad, que ha de ser apreciada de oficio por el Tribunal, la prescripción es —según pacífica doctrina y jurisprudencia— de necesaria y exigible invocación por parte del deudor para hacerla valer, y teniendo en cuenta que en la mayoría de los supuestos será en el curso de un litigio cuando el obligado pueda y deba invocar la prescripción ganada, no es sino la vía de las excepciones procesales la forma de hacer valer la prescripción, por lo que han de tenerse presentes las reglas preclusivas para su tempestiva alegación.


          En otras palabras, la eficaz invocación de la prescripción ganada ha de someterse a las reglas preclusivas del proceso. Por ello, el deudor demandado no " tiene la carga (137)  de invocar la prescripción, lo ha de hacer preclusivamente dentro del plazo conferido para contestar a la demanda. La preclusión, así vista, somete a la prescripción al necesario orden del procedimiento, a su tempestiva invocación, o a la irremediable preclusión de la invocación intempestiva. Es, por ello, carga del demandado invocar, como excepción frente a la demanda, la prescripción de la acción ejercitada, so pena de que esa posibilidad de excepcionarla precluya definitivamente y por tal razón no podrá ya, ser considerada por el Tribunal.


          

            Cfr. STS (1ª) 2 Dic. 1988 (ECLI:ES:TS:1988:8489): ‘(...) asimismo las Sentencias de 11 Dic. 1987 (ECLI:ES:TS:1987:7965) y 1 Jun. 1988 (ECLI:ES:TS:1988:4178) califican el mencionado plazo de prescriptivo, y sabido es que este modo de extinción de los derechos necesita, para ser acogido, de formulación por la parte demandada mediante la indispensable excepción —Sentencias de 6 May. 1963 (ECLI:ES:TS:1963:127), 20 Nov. 1963 (ECLI:ES:TS:1963:2823) y 3 Jul 1984 (ECLI:ES:TS:1984:1269)--».


          


          El propio TC ha tenido también ocasión de pronunciarse al respecto.


          

            Cfr. STC 215/1989, de 21 de diciembre (ECLI:ES:TC:1989:215): "Se trata de una auténtica excepción ‘ oponible por la parte, en cuanto introduce un hecho nuevo (principio de aportación: Judex judicare debet secundum allegata partium) que debe ser conocido por la contraria para que se cumpla el principio de contradicción. No hacerlo así, o ser traído y apreciado el hecho básico por el Juez, constituye una infracción de las normas que rigen el adecuado y correcto proceso».


            

              Vid. igualmente la STC 225/1991, de 28 de noviembre (ECLI:ES:TC:1991:225): "Tienen razón la recurrente y el Ministerio Fiscal cuando afirman que, de conformidad con una reiterada jurisprudencia del Tribunal Central de trabajo, la excepción de prescripción no puede ser apreciada de Oficio por los órganos judiciales en el ámbito de la suplicación laboral (ni en la primera instancia) y en ese mismo sentido ha tenido ya ocasión de pronunciarse este Tribunal [ATC 462/1988 ECLI:ES:TC:1988:462A). Sin embargo, esta imposibilidad, en sede constitucional, resulta no tanto por ser contraria a la naturaleza del recurso de suplicación en su manifestación casacional, sino, debido a la naturaleza de este hecho excluyente de las obligaciones civiles, así como para no limitar las posibilidades de defensa de la parte en relación a la misma, dándole la oportunidad de esgrimir en el debate procesal lo que considere oportuno sobre su inexistencia o interrupción. Este es el sentido en el que se otorga el amparo en nuestra STC 215/1989 (ECLI:ES:TC:1989:215). En definitiva, desde la óptica de la Justicia Constitucional el problema no consiste en determinar si en el presente recurso se han desbordado los límites objetivos del recurso de suplicación, sino si este hecho ha generado incongruencia susceptible de haber provocado indefensión constitucionalmente vedada para la ahora recurrente, es decir, si se le han hurtado ilícitamente posibilidades de defensa mediante la introducción de un elemento que no ha podido combatir. Se trata, por tanto, de analizar si ha existido modificación del debate procesal que ha generado indefensión constitucional, teniendo en cuenta que la jurisprudencia de este Tribunal ‘ ha dado dimensión constitucional a esas alteraciones cuando suponen la "completa modificación de los términos en que se produjo el debate procesal" [STC 61/1989 (ECLI:ES:TC:1989:61)] que "comporta la imprevisibilidad del alcance y sentido de la controversia" [STC 60/1990 (ECLI:ES:TC:1990:60)], de forma que, cuando la cuestión que presuntamente altera el objeto procesal ha sido objeto del debate, no existe incongruencia relevante» [STC 77/1986 (ECLI:ES:TC:1986:77)]».


          


          El momento de la alegación de la prescripción es (art. 405.1 LEC) el de la contestación a la demanda, lo que impedirá su posterior invocación.


          

            Cfr. STS (1ª) 31 Mar. 1995 (ECLI:ES:TS:1995:1924): «El motivo primero del recurso, acogido al ordinal 5.º del artículo 1692 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, denuncia infracción del artículo 1968.2.º del Código Civil en relación con los artículos 1969 y 1902 del mismo Código; el motivo no puede prosperar a tenor de la reiterada doctrina jurisprudencial de la que es muestra la Sentencia de esta Sala de 28 enero 1983 (RJ 1983\393) según la cual «los principios de audiencia y contradicción imperantes en nuestro ordenamiento procesal civil exigen que las excepciones obstativas de manifestación facultativa, cual es la prescripción, sean alegadas en los escritos rectores, como son la demanda, contestación, réplica y dúplica y reconvención y contestación a la misma, en su caso, pues, por su esencia y naturaleza, son los que rigen y concretan, con alcance de preclusión, los términos en que el proceso ha quedado planteado», idea en la que abunda la Sentencia de 27 mayo 1991 (RJ 1991\3839), al decir que «Juzgado y Audiencia razonan con plena corrección y ajustándose a la doctrina de esta Sala, al señalar que, al no haberse formulado oportunamente en el escrito de contestación y que con la demanda determina el objeto del mismo, no podía ser acogida, máxime al ser una excepción perentoria, plenamente renunciable y, por ello, no apreciable de oficio ». Tal corrección en el razonamiento y ajuste a la doctrina de esta Sala es predecible de la sentencia recurrida al desestimar dicha excepción de prescripción al no haber sido alegada por la demandada recurrente en su escrito de contestación a la demanda en el que no existe la más mínima alusión, ni fáctica ni jurídica, a tal medio de defensa. En consecuencia no puede prosperar el motivo».


          


          Lo reitera con suma claridad la STSJ Navarra, 8 Oct. 1997 (ECLI:ES:TSJNA:1997:1408):


          

            «La prescripción, en cuanto excepción perentoria plenamente renunciable (Ley 27 del Fuero Nuevo y art. 1935 del Código Civil), que introduce en el proceso un hecho excluyente enervador del derecho afirmado de contrario, no es apreciable de oficio por los Tribunales, sino que ha de ser alegada u opuesta por la parte a quien favorezca [Sentencias 215/1989, de 21 diciembre (ECLI:ES:TC:1989:215), del Tribunal Constitucional y 20 May. 1987 (ECLI:ES:TS:1987:9051), 21 Feb. 1997 (ECLI:ES:TS:1997:1228), 24 May. 1997(ECLI:ES:TS:1997:3640), por todas del Tribunal Supremo] y, en razón a los principios de audiencia, contradicción y preclusión procesal, ha de serlo precisamente en los escritos rectores del proceso —demanda, contestación y, en su caso, réplica y dúplica— que definen el debate procesal y delimitan su objeto [Sentencias 27 May. 1991 (ECLI:ES:TS:1991:2700), 31 Mar. 1995 (ECLI:ES:TS:1995:1924), 28 Nov. 1995 (ECLI:ES:TS:1995:6022), 26 Dic. 1995 (ECLI:ES:TS:1995:6675) y 22 Jul. 1996 (ECLI:ES:TS:1996:4583), entre otras muchas, del Tribunal Supremo], resultando pues inadmisible, por intempestivo o extemporáneo, su planteamiento posterior. Y es que, concluida, sin su formal oposición la fase inicial de alegaciones del juicio, no puede sino tenerse por tácitamente renunciada la prescripción extintiva que eventualmente hubiera podido esgrimirse en ella».


          


          Recoge la SAP Córdoba (Secc. 2ª) 9 Abr. 2007 (ECLI:ES:APCO:2007:526) un singular caso, en el que un demandado que consideraba prescrita la deuda que se le reclamaba, en vez de articular como excepción esta circunstancia en la contestación a la demanda, acometió la inaudita decisión de recurrir en reposición, basada en ese mismo hecho, el auto de admisión a trámite de la demanda, lo que fue lógicamente desestimado. Después, dejó transcurrir el término del emplazamiento sin personarse debidamente, dejando de contestar a la demanda, lo que indudablemente impidió acoger la excepción de la prescripción.


          

            «Por tal razón, la sentencia de instancia no acoge la excepción dicha, y al hacerlo aplicó correctamente las consecuencias del principio de preclusión, uno de los rectores del procedimiento civil y que consiste en esencia en que la ley dispone de un momento preciso, dentro de la sucesión de actos que constituye el proceso, para la realización de una concreta actuación, de tal manera que su validez viene condicionada por el cumplimiento de esa exigencia temporal; y la formulación de excepciones como la de prescripción tiene su lugar concreto y determinado en la contestación a la demanda, sin que pueda considerarse válida su alegación como un improcedente motivo de recurso de reposición contra el auto de admisión a trámite de la demanda, pues entenderá definitivamente la cuestión el Letrado del recurrente si se le explica que aquella resolución no infringió en ningún momento el ordenamiento jurídico y por ello su recurso no prosperó, toda vez que, entre otras razones, la excepción de prescripción, al contrario de lo que ocurre con la caducidad, es oponible a instancia de parte, por cuya razón, por mucho que la juzgadora de instancia pudiera haber apreciado el transcurso de más de un año entre la notificación de la sentencia penal absolutoria y la interposición de la demanda, no podía hacer otra cosa que admitirla a trámite y dejar que fuera el demandado quien la esgrimiese; si luego no contestó a la demanda, su posibilidad de excepcionarla precluyó definitivamente y por tal razón no pudo ser considerada en la resolución recurrida ni en la presente, por lo que sin más se ha de desestimar el recurso de apelación interpuesto con carácter principal».


          


          En consecuencia y como antes se indicó, la invocación de la prescripción constituye un hecho excluyente que fundamenta un contraderecho, una excepción material propia (138) .


          Cfr. SAP Guipúzcoa (Secc. 2ª) 13 Feb. 2003 (ECLI:ES:APSS:2003:72): «(...) en el aspecto procesal, la prescripción, en cuanto excepción perentoria plenamente renunciable, introduce en el proceso un hecho excluyente enervador del derecho afirmado de contrario, y por ello no es apreciable de oficio por los Tribunales, sino que ha de ser alegada u opuesta por la parte a quien favorezca».


          En esta última sentencia se pone de relieve que, la prescripción, en razón a los principios de audiencia, contradicción y preclusión procesal, ha de ser alegada precisamente en los escritos rectores del proceso que definen el debate procesal y delimitan su objeto, por lo que no es suficiente con que conste en los autos, por lo que ha de alegarse de manera expresa, no bastando con señalar los hechos de los que se desprende.


          

            

              Vid. igualmente, la STS (1ª) 12 May. 2003 (ECLI:ES:TS:2003:3202): «El motivo cuarto, al amparo del art. 1.692.4º LECiv, acusa infracción del art. 947, párrafos 1º, 2º y 3º Código de Comercio y art. 949 del mismo Código, en relación con el principio «iura novit curia», por no aplicación. Se combate la no apreciación de la excepción de prescripción, lo que debía haber realizado la sentencia recurrida al constarle los hechos en que se basa dicha prescripción. Reconoce el recurrente que no formalizó la excepción de modo expreso, pero señaló hechos en la que se basaba, lo que obligaba al Juzgado a aplicarla por el principio «iura novit curia». El motivo se desestima porque es sabido que desde siempre se ha sostenido la necesidad de alegar la prescripción de una manera expresa como hecho impeditivo de la demanda, y en esa labor no puede ser suplida la actividad de parte, que es el único interesado en su oposición. El principio «iura novit curia» en modo alguno permite al órgano judicial suplir con su actuación la dirección de los intereses privados de los litigantes. El recurrente alegó la prescripción en el escrito-resumen de pruebas por primera vez, cuando ha de hacerse en los escritos expositivos del pleito, que es lo que permite a la contraparte discutirla y proponer pruebas al efecto».


          


          Además, a salvo de los supuestos de solidaridad, no puede aprovecharse un codemandado de la excepción alegada por otro, como recuerda la STS (1ª) 31 Oct. 1995 (ECLI:ES:TS:1995:5436):


          

            «Tampoco estos motivos pueden ser estimados, porque: se omite que la excepción de prescripción fue alegada por el señor G. A., pero no por la hoy recurrente, y al haber sido aquél absuelto y no existir solidaridad, no puede beneficiarse de lo actuado o excepcionado por otro y no por ella al contestar, como con pleno acierto señala la Audiencia, máxime cuando es doctrina reiterada y constante de esta Sala que la prescripción ha de ser objeto de tratamiento restrictivo, por no estar fundada en principios de justicia intrínseca, sino de seguridad, y no poder apreciarse de oficio, a diferencia de la caducidad, ocurriendo tal cosa si se apreciase en beneficio de quien no la ha alegado; además, tal excepción perentoria es renunciable y, para que no se entienda hecha tal renuncia, ha de alegarse al contestar [ver, por todas, Sentencia de 20 May. 1987 (ECLI:ES:TS:1987:9051)]».


          


          Por los mismos motivos arriba expuestos, no podrá ser tenida en cuenta su invocación en la audiencia previa del juicio ordinario.


          

            Cfr. AAP La Rioja (Secc. 1ª) 16 Sep. 2005 (ECLI:ES:APLO:2005:236A): «Conforme se ha transcrito en los antecedentes de esta resolución, el auto recurrido acuerda estimar la excepción de prescripción de la acción invocada por los demandados, resolución que se adopta en el acto de la audiencia previa al juicio. Habida cuenta que esta excepción se fundamenta en la extinción del derecho por aplicación del instituto prescriptivo, es manifiesto que se trata de una cuestión de orden material, que afecta a la existencia del derecho o de la acción planteada en el proceso, por lo que no puede dirimirse esta cuestión en la audiencia previa al juicio. Al respecto, el artículo 414 de la Ley de Enjuiciamiento Civil al determinar la finalidad de la audiencia (en el apartado que interesa en este recurso) habla del examen de «cuestiones procesales que pudieran obstar a la prosecución de éste y a su terminación mediante sentencia sobre su objeto»; en parecidos términos el artículo 416: «cualesquiera circunstancias que puedan impedir la válida prosecución y término del proceso mediante sentencia sobre el fondo». La extinción del derecho por prescripción es una cuestión de orden material, susceptible de controversia en el juicio, así como de prueba sobre las circunstancias fácticas que pueden incidir en la misma y su eventual interrupción».


          


          Tampoco es suficiente la mera cita en un escrito final de la primera instancia, como es el de resumen de pruebas, que no implica que se haya planteado, controvertido y discutido en la instancia [STS (1ª) 16 Ene. 2006 (ECLI:ES:TS:2006:83)].


          Ni mucho menos con ocasión de un recurso de apelación.


          

            Cfr. SAP Murcia (Secc. 3ª) 1 Jul. 2005 (ECLI:ES:APMU:2005:1415): «Que la parte recurrente y demandada, fue declarada en rebeldía por providencia de fecha 2 de noviembre del 2004, resolución ésta que fue notificada a dicha Comunidad en fecha 10 noviembre 2004, según diligencia obrante al folio 65, no cuestionándose en esta alzada dicha declaración de rebeldía. No se formuló contestación a la demanda por la parte demandada al ser declarada rebelde, siendo en dicha contestación en la que se debe alegar las excepciones que se tengan por conveniente, según el art. 405 LEC, de ahí que el planteamiento de la excepción de prescripción en el recurso de apelación es procesalmente defectuoso, siendo ésta razón suficiente para desestimar la misma, debiendo, no obstante, indicarse, y a mayor abundamiento, que la demanda se interpuso el 11 de junio 2004, acompañándose con la misma cartas fechadas de 11 de abril de 2002 y de 4 de septiembre del 2003 de reclamación dirigidas al Presidente de la Comunidad de Propietarios, factura de reparación de fecha 27 de septiembre de 2001, e informe realizado por el perito D. Víctor Manuel, en el que se alude a continuos derrames de aguas fecales y a la realización por la mercantil de nuevos colectores de bajantes generales para sustituir los preexistentes. Estas reclamaciones, reparación efectuada y naturaleza de daños continuados que se desprende del informe pericial tienen eficacia probatoria en el presente caso al no haber sido impugnados en la Audiencia Previa en los términos que prevé el art. 427.1 LEC y suficiencia, por tanto, para estimar que la acción de responsabilidad extracontractual ejercitada al amparo del art. 1902 CC no había prescrito en la fecha de interposición de la demanda. Así pues, debe desestimarse la excepción de prescripción».


          


          Ni tampoco es posible su introducción con ocasión de un recurso de casación.


          

            Cfr. STS (1ª) 21 Abr. 2003 (ECLI:ES:TS:2003:2764): «El motivo perece por tratarse de una cuestión nueva no ventilada en la instancia y que no constituyó tema del recurso de apelación. Así se explicita y proclama en el fundamento de derecho segundo de la sentencia «a quo». Las cuestiones nuevas no examinables en casación por no tener acceso a la misma, por no haber sido propuesta en el período de alegaciones, afectan asimismo al derecho de defensa y van contra los principios de audiencia bilateral y congruencia —Sentencias por todas, de 5 Jun. 1990 (ECLI:ES:TS:1990:4290), 20 Nov. 1990, 3 Abr. 1992 (ECLI:ES:TS:1992:2941), 8 Mar. 2001 (ECLI:ES:TS:2001:1839), 30 Mar. 2001 (ECLI:ES:TS:2001:2652), y 31 May. 2001 (ECLI:ES:TS:2001:4565), entre otras muchas-».


            En el mismo sentido, vid. STS (1ª) 16 Ene. 2006 (ECLI:ES:TS:2006:83): «En primer lugar, porque se trata de una cuestión nueva planteada en casación, lo que no cabe; la mera cita en un escrito final de la primera instancia como es el de resumen de pruebas no implica que se haya planteado, controvertido y discutido en la instancia».


          


          En el concreto supuesto de los procesos monitorios (139) , tras la oposición del deudor y en atención a su cuantía (140)  pueden transformase en juicios verbales o en juicio ordinarios. Pues bien, la redacción originaria del art. 815 LEC únicamente exigía que se plasmasen en el escrito de oposición alegaciones sucintas sobre las razones por las que el deudor entendía que no adeuda, total o parcialmente, la suma que se le reclamaba.


          Una de las cuestiones que más controversia doctrinal suscitó dentro de la regulación del proceso monitorio fue, primero, determinar si el escrito de oposición había de estar motivado, o lo que es lo mismo, si el meritado escrito tenía que contener, debidamente expuestas y razonadas, las distintas causas de oposición esgrimidas por el deudor; y, segundo, si dichas causas de oposición vinculaban al deudor de tal suerte que no podía sorprender al acreedor en el juicio posterior con nuevas o distintas razones


          En efecto, poco o nada clarificaba la LEC respecto del contenido de las alegaciones del escrito de oposición, salvo que éstas tenían que ser sucintas, aunque no había obstáculo alguno para que pudiesen ser extensas, y que manifestase las causas por las que el deudor entendía que no debía lo que se le reclamaba. Por ello, en la práctica, el escrito de oposición contenía unas alegaciones de «mero trámite» como vía para evitar la creación del título ejecutivo y abrir el declarativo posterior. Cuestión distinta es si era legalmente exigible o no que la causa o causas de oposición aducidas en el escrito de oposición que presentase el deudor fuesen las únicas que podía hacer valer en el declarativo ulterior, o si, por el contrario, era factible ampliarlas o, incluso, alterarlas (por ejemplo, si en el escrito de oposición por el deudor se aducía el pago, era o no posible que posteriormente sustentase su oposición en la prescripción). Si bien no existía un criterio uniforme de los Tribunales, era razonable sostener que sólo y exclusivamente podían hacerse valer en el proceso declarativo aquellas causas de oposición invocadas por el deudor en su escrito, sin que fuese posible su alteración. De lo contrario, se colocaría al acreedor en una clara situación de indefensión. Así, se afirma en el AAP Córdoba (Secc. 1ª) 27 May. 2009 (ECLI:ES:APCO:2009:1A), que si se eximiese al deudor de la carga de aducir razones, siquiera sucintamente, «se estaría dejando prácticamente sin efecto la virtualidad del monitorio (...) con un simple escrito carente de argumentación alguna y dándose pie al juego del abuso de derecho o fraude de ley o procesal proscritos por los arts. 247 de la LEC y 11 de la LOPJ». Vid., igualmente, las SAP Valencia (Secc. 11ª) 5 Mar. 2010 (ECLI:ES:APV:2010:1642), SAP Valencia (Secc. 6ª) 11 Dic. 2008 (ECLI:ES:APV:2008:5208), SAP Badajoz (Secc. 3ª) 9 Jul. 2010 (ECLI:ES:APBA:2010:716), SAP Tarragona (Secc. 3ª) 12 Mar. 2009 (ECLI:ES:APT:2009:361), y AAP Baleares (Secc. 5ª) 30 Abr. 2010 (ECLI:ES:APIB:2010:309A).


          La Ley 42/2015 ha dado nueva redacción al art. 815.1 LEC al objeto de exigirse ahora al deudor que en su escrito de oposición alegue de forma fundada y motivada, las razones por las que, a su entender, no debe, en todo o en parte, la cantidad reclamada. Lamentablemente no se ha clarificado en el texto de la Ley si esas motivaciones condicionan o no al deudor en el declarativo ulterior, aunque lo lógico es pensar que así sea, con pleno apoyo en la consolidada jurisprudencia sobre la materia.


          Aunque esta última duda sólo se suscita si se transforma el monitorio en juicio ordinario, pues si la transformación lo es en juicio verbal, la oposición del demandado será el único momento procesal para oponerse a la demanda y aducir razones para ello, por lo que será en ese escrito donde preclusivamente deba invocarse la prescripción.


          Finalmente, en los casos en lo que, tras su declaración de rebeldía, se ha producido la personación de la parte demandada, ya no podrá invocar la prescripción, pues las reglas preclusivas del proceso se lo impiden (141) .


          

          

            5. 

              Prescripción versus caducidad de la acción ejecutiva

          


          

          

            5.1.

               La nueva figura de la caducidad de la acción ejecutiva

          


          Hasta la publicación de la vigente LEC, tradicionalmente se había venido considerando que, una vez reclamado un determinado derecho ante los tribunales, la sentencia favorable constituía un nuevo título para cuya ejecución comenzaba un nuevo plazo de prescripción (142) . Así, según la STS (1ª) 19 Feb 1982 (RJ 1982\746), «cualquiera que sea la naturaleza de la acción deducida en juicio, la ejecutoria que en éste recae constituye un nuevo y verdadero título, con efectos en derecho propios e inherentes a la misma, del que se deriva una acción personal para el cumplimiento de la resolución judicial distinta de la primitiva en que se basó la petición formulada en el pleito». Al no existir un plazo especial de prescripción para estos supuestos caso, se aplicaba el plazo general de cinco años de las acciones personales previsto en el art. 1964 CC (143) . Al día inicial del cómputo de este plazo se refiere el art. 1971 CC: «El tiempo de prescripción de las acciones para exigir el cumplimiento de obligaciones declaradas por sentencia comienza desde que la sentencia quedó firme».


          Como una figura de nuevo cuño (144)  en nuestro ordenamiento procesal (145) , el art. 518 de la LEC determina la caducidad de la acción ejecutiva fundada en sentencia, si no se interpone la correspondiente demanda dentro de los cinco años siguientes a su firmeza (146) .


          Sin embargo, en los momentos iniciales de andadura de la nueva figura de la caducidad de la acción ejecutiva, no siempre se entendió correctamente su funcionamiento:


          

            

              Vid. el AAP Zaragoza (Secc. 5ª), 27 Ene. 2003 (ECLI:ES:APZ:2003:45A): «La caducidad de la demanda ejecutiva prevenida en el art. 518 LECiv/2000 constituye una novedad jurídica que presenta connotaciones de una mayor trascendencia de la que posiblemente previno el legislador. Destinado a evitar la dilación o desidia en orden a instar la ejecución, puede no guardar correspondencia con el plazo de prescripción del derecho contenido en la ejecutoria, con lo que puede producirse la paradoja de que exista un derecho no prescrito, pero carente de acción ejecutiva por caducidad de la misma».


          


          Nos dice Arrom Loscos (147)  que el legislador ha querido «dotar de mayor seguridad jurídica a esta situación y desea que la acción ejecutiva, basada en sentencia, en resolución del tribunal o del secretario que apruebe una transacción judicial o un acuerdo alcanzado en resolución arbitral, en la medida que zanja un conflicto y declaran como exigible y cierto un derecho subjetivo material, tenga un plazo cierto y relativamente breve (si lo comparamos con los plazos de prescripción) en aras de una mayor seguridad jurídica».


          Como ya indicamos en otro lugar (148) , no están claros los motivos que han llevado al legislador a someter la acción ejecutiva de los títulos de naturaleza procesal a caducidad y no a prescripción. Pero parece que se pretende evitar que tales títulos puedan permanecer sin ejecutar con carácter indefinido en el tiempo, a base de interrumpir la prescripción con reclamaciones extrajudiciales. Como destaca de la Oliva Santos, «lo que la ley pretende con este precepto es evitar que quien dispone de ciertos títulos ejecutivos perfectos o completos (…) y no carece de interés legítimo, pueda esperar indefinidamente a promover el proceso de ejecución con la pretensión de ver satisfecha su acción ejecutiva (…). Lo que se persigue es no permitir prolongadas situaciones de incertidumbre del deudor» (149) . En este sentido, según el AAP Madrid (Secc. 24ª) 11 Ene. 2007 (ECLI:ES:APM:2007:1897A), la nueva normativa pretende agilizar la administración de justicia y a ello responde precisamente el art. 518 LEC «en evitación de pendencias litigiosas indefinidas, con activación en cualquier momento y sin límite alguno, al capricho del ejecutante».


          En relación con la naturaleza de este plazo, la jurisprudencia había considerado, de forma pacífica, que la acción ejecutiva era de carácter personal y que estaba sometida al régimen de prescripción de quince años, a computar desde que la sentencia devino firme (150) . El art. 518 LEC no sólo ha querido reducir drásticamente meritado plazo (de quince a cinco años), sino que también ha mutado su naturaleza jurídica, pasando a ser de prescripción a caducidad (151) , a pesar de que en el Anteproyecto de la LEC la idea inicial (art. 256) era someter la acción ejecutiva a un plazo de prescripción de tres años (152) .


          

          

            5.2. 

             La clara diferenciación entre la caducidad de la acción ejecutiva y la caducidad de la instancia

          


          Aunque infra analizaremos con detalle la figura de la caducidad de la instancia en relación con el instituto de la prescripción, en este momento baste decir que, la caducidad regulada en el art. 518 LEC, debe ser diferenciada de la figura de la caducidad de la instancia prevista en el art. 237 LEC (153) . Esta última constituye una forma de extinción del proceso motivada por la paralización de las actuaciones durante el tiempo legalmente establecido, y su regulación legal cobra especial sentido cuando la tarea de impulsar el curso de las actuaciones procesales se confiere a las partes.


          Puede decirse que la caducidad de la instancia funciona como una sanción ante la inactividad y como cautela impuesta por el lógico interés público en que los pleitos no duren eternamente (154) . En la doctrina se destaca que la caducidad de la instancia es un modo anormal de extinción del proceso que se caracteriza porque dicha extinción se produce, no por actos, sino por omisiones, es decir, por inactividad de las partes, lo que provoca que el proceso concluya sin llegar a su decisión final (155) . En la regulación actual de la LEC queda claro que con la expresión «caducidad de la instancia» el legislador se está refiriendo al instituto de la caducidad procesal, que no se confunde con la caducidad de la acción ejecutiva regulada en el art. 518 LEC (156) .


          

          

            5.3. 

             Las consecuencias de la calificación legal de la acción ejecutiva como caducable

          


          Las consecuencias que se obtienen de la calificación legal del plazo como de caducidad son diversas.


          En primer lugar, es mayoritaria la jurisprudencia que se ha decantado por entender que, esta singular caducidad, es susceptible de ser apreciada de oficio por el Tribunal.


          

            Cfr. AAP Pontevedra (Secc. 1ª) 24 Abr. 2007 (ECLI:ES:APPO:2007:129A): «El hecho de tratarse de cuestiones nuevas no planteadas en la instancia, a salvo la excepción de la caducidad de la acción ejecutiva de posible apreciación de oficio por el Tribunal, basta para su inatención».


            En el mismo sentido vid. AAP Zaragoza (Secc. 5ª) 3 Abr. 2009 (ECLI:ES:APZ:2009:541A): «(…) la cuestión sobre la aplicación de la caducidad de oficio por los tribunales no ofrece especial dificultad, pues es doctrina jurisprudencial consolidada que la caducidad, a diferencia de la prescripción, no precisa de alegación de parte para que pueda ser apreciada (STS 23-9-2004, 26-3-2002...), y tal criterio ha sido ya aplicado a la caducidad señalada establecida en el art. 518 LEC en los AAAAPP de Zamora, 9-6-2008, Sevilla, 10-1-2008, o la Rioja, n.o 54/2007».


            E igualmente la SAP Cantabria (Secc. 2ª) 7 May. 2008 (ECLI:ES:APS:2008:204A): «Esta excepción que es aplicable a todo tipo de juicio, y específicamente al proceso ejecutivo de resoluciones judiciales (art. 556.1 LEC), no requiere —como enseña reiterada jurisprudencia— su alegación por las partes, y opera por sí misma una vez conocida su existencia obligando al juzgador a declararla de oficio».


            Y el más reciente AAP Valencia (Secc. 10ª) 10 May. 2017 (ECLI:ES:APV:2017:1414A): «La nueva norma viene a acortar dicho plazo, en cuanto dispone que «la acción ejecutiva fundada en sentencia, en resolución judicial que apruebe una transacción judicial o un acuerdo alcanzado en el proceso o en resolución arbitral caducará si no se interpone la correspondiente demanda ejecutiva dentro los cinco años siguientes a la firmeza de la sentencia o resolución». De otro lado, y al tratarse ahora de caducidad, que no de prescripción, la misma habrá de ser apreciada de oficio por el Tribunal, al contrario que en el sistema antecedente, en que era preciso la invocación de la prescripción por las partes, en orden a su posible acogimiento judicial».


          


          Esta corriente es coherente con la interpretación tradicional del instituto de la caducidad, que la ha concebido como una excepción respecto del fondo de la cuestión, que puede ser incluso estimada de oficio por el Juez [STS (1ª) 6 Jun. 1990 (ECLI:ES:TS:1990:10767)].


          Pese a todo, conviene resaltar que también encontramos algún pronunciamiento, ciertamente minoritario, que entiende que la caducidad como una excepción respecto del fondo de la cuestión, que no puede ser apreciada de oficio por el Tribunal [AAAP Barcelona (Secc. 12ª) 4 Jul. 2007 (ECLI:ES:APB:2007:3911A) y 22 Jul. 2008 (ECLI:ES:APB:2008:4775A)], lo que impone su tempestiva alegación por el ejecutado. Hemos de recordar que el art. 556 LEC contempla, entre los diversos motivos de oposición a la ejecución «la caducidad de la acción ejecutiva». Este motivo de oposición ha de hacerse valer, de forma preclusiva, dentro de los diez días siguientes a la notificación del auto en que se despache ejecución (art. 556.1 LEC).


          

            No obstante (157) , la doctrina se ha planteado si estamos propiamente ente un plazo de caducidad, o en realidad debemos interpretar que se trata de un supuesto de prescripción (como se preveía hasta ese momento en el art. 1971 CC). Los motivos de plantear la cuestión en estos términos estriban en que el art. 526 del Anteproyecto de LEC contemplaba en este punto una regulación procesal de la prescripción: «Sin perjuicio de lo dispuesto para las acciones hipotecarias, la acción ejecutiva prescribe a los tres años, contados desde la firmeza de la sentencia o resolución judicial o arbitral que sea título ejecutivo o desde que el título extrajudicial pudo ejercitarse». Sin embargo ya el art. 520 del Proyecto de Ley, excluye de esta regulación especial los títulos ejecutivos extrajudiciales y trata la cuestión como un supuesto de caducidad, con un plazo de tres años, incluso en la propia rúbrica del precepto (158) . Ello no cambió a lo largo del debate parlamentario, salvo para ampliar el plazo de caducidad de tres a cinco años (159) .


            Este cambio de tratamiento —de prescripción a caducidad— ha producido en la doctrina, tras la publicación de la LEC, no pocas objeciones. En este sentido se ha destacado que la redacción del precepto es profundamente perturbadora, y que no se observa ninguna razón determinante para cambiar el anterior criterio en el que se aplicaba a la ejecución de sentencias el plazo general de quince años. Teniendo en cuanta que la ejecución puede solicitarse también por razones de oportunidad, se ha considerado así que no existe motivo para ese cambio, máxime por los problemas de derecho transitorio que podía plantear (160) . Desde luego, aunque así se haya planteado (161) , lo que no puede sostenerse es que estemos ante un lapsus del legislador, porque en sucesivas ocasiones, a lo largo del iter parlamentario, se planteó modificar la naturaleza del plazo para que pasara de caducidad a prescripción (162) , y dicha posibilidad fue rechazada expresamente durante el debate de las enmiendas por las respectivas Comisiones (163) .


            En realidad, el problema se plantea sobre todo al analizar el diferente fundamento y funcionamiento de la prescripción y de la caducidad: la prescripción protege un interés estrictamente individual del sujeto pasivo de las pretensiones, por lo que se puede interrumpir, es renunciable y siempre debe ser alegada; mientras que la caducidad protege un interés general, tratando de resolver situaciones inciertas, pendientes de una eventual modificación, por lo que no se interrumpe, es irrenunciable y aplicable de oficio (164) . Partiendo de estas premisas, algunos autores consideran que el plazo previsto en el art. 518 LEC es en realidad de prescripción porque, transcurrido el plazo, el deudor continúa siéndolo y no puede quedar favorecido de oficio; y además, porque puede realizar conductas que afirmen la existencia del derecho del acreedor (como un pago parcial) que rompen el silencio de la relación jurídica y que por tanto deben interrumpir el plazo fijado (165) . En general, los argumentos aportados para considerar que el plazo es de prescripción son los siguientes: a) No hay motivo para entender que el plazo de cinco años no puede ser interrumpido; y menos aún cuando la sentencia recoja un derecho material sometido al régimen de prescripción y no de caducidad. b) Legalmente en este caso el juez no puede apreciar de oficio la caducidad, porque el art. 556.1 LEC, cuando se refiere a la oposición a la ejecución de las resoluciones procesales o arbitrales, dispone que «también se podrá oponer la caducidad de la acción ejecutiva, y los pactos y transacciones que se hubiesen convenido para evitar la ejecución, siempre que dichos pactos y transacciones consten en documento público». c) No se entiende que el derecho a una prestación reconocido por sentencia desaparezca del mundo jurídico, que es el efecto típico de la caducidad, hasta el punto de que si quien fue deudor cumple, proceda la repetición de lo pagado (166) .


            Aunque el fundamento y la mecánica de la prescripción y de la caducidad puedan ser dogmáticamente diferentes, lo cierto es que el legislador puede optar por uno u otro régimen, pudiéndonos encontrar con supuestos similares que son sometidos unas veces a prescripción y otras a caducidad (167) .


          


          En segundo lugar, la propia naturaleza del plazo, en contraste con el instituto de la prescripción, determina su imposibilidad de interrupción, ni siquiera por gestiones o actuaciones, fehacientes o no, tendentes a la satisfacción voluntaria de la prestación que el título ejecutivo contiene.


          En tercer y último lugar, el único modo de evitar la caducidad de la acción ejecutiva es mediante la interposición de la correspondiente demanda ejecutiva [AAP Zaragoza (Secc. 5ª) 27 Ene. 2003 (ECLI:ES:APZ:2003:45A)]. De lo que se colige que cuando se insta la ejecución, ya no cabe hablar de caducidad procesal. Sin embargo, una vez iniciada la ejecución, si bien no opera el instituto de la caducidad de la instancia, sí que puede producirse la prescripción si se paraliza la ejecución por un período superior a quince años [AAP Madrid (Secc. 20ª) 23 May. 2005 (ECLI:ES:APM:2005:4352A)], aunque ese plazo ha de entenderse ahora, tras la reforma del art. 1964 CC, reducido a cinco años.


          

          

            5.4. 

             La aplicación de la caducidad de la acción ejecutiva en las Comunidades Autónomas con regulación propia sobre la prescripción

          


          En el Derecho Civil de Navarra (168) , la ley 28 del Fuero Nuevo dispone: «En los títulos judiciales o extrajudiciales que tengan aparejada ejecución, la acción ejecutiva prescribe a los cinco años. La acción ordinaria subsistirá dentro del plazo de la ley 35». A nuestro juicio, y por lo que se refiere a los títulos ejecutivos judiciales y asimilados, la norma foral es claramente inconstitucional, siendo de aplicación en todo el territorio del Estado el art. 518 LEC, teniendo en cuenta la competencia exclusiva que el art. 149.1.6ª CE reserva al Estado en materia de «legislación procesal» (169) .


          Mayores problemas puede plantear la determinación del plazo de prescripción aplicable una vez promovida la ejecución forzosa, teniendo en cuenta que el art. 121-20 CCCat recoge un plazo general de prescripción de diez años, frente al de cinco años del art. 1964 CC. Si tenemos en cuenta la doctrina contenida en las SSTS (1ª) 28 junio 1968 (ECLI:ES:TS:1968:2504) y 16 febrero 1987 (ECLI:ES:TS:1987:9413), habrá que concluir que en las Comunidades Autónomas, como Cataluña, con Derecho civil propio, éste actuará como Derecho común en su propio ámbito territorial (170) .


          Lo que no compartimos es la opinión conforme a la cual, si el plazo de prescripción es inferior a los cinco años que contempla el art. 518 LEC, podrá ser alegada por el deudor en la ejecución, como si éste pudiera oponerse utilizando el plazo que antes haya transcurrido, sea el de prescripción que resulte aplicable o el de caducidad de cinco años. En este sentido, según el AAP Barcelona (Secc. 12ª) 8 Sep. 2010 (ECLI:ES:APB:2010:4120A): «aunque la LEC en su art. 518 dé un plazo quinquenal de caducidad para estas reclamaciones, ello no obsta a que pueda ser apreciada en el procedimiento de ejecución un plazo inferior de prescripción, como efectivamente sería el trienal que se establece en el art. 121-21 del CCC» (171) . En contra de esta opinión se pronuncia el AAP Tarragona (Secc. 1ª) 20 Dic. 2011 (ECLI:ES:APT:2011:1134A): «al no disponer de regla especial sobre prescripción de títulos judiciales, debe entenderse que el plazo del art. 518 LEC está vigente en Cataluña, en tanto que es un plazo especial aplicable a los derechos reconocidos por sentencia judicial. Este plazo, plenamente aplicable al caso que nos ocupa (reclamación de pensiones periódicas impagadas nacidas de una sentencia de divorcio) debe vencer, en su caso, al plazo general previsto en derecho catalán para la reclamación de pagos periódicos del art. 121-21 CCC en base al principio ley especial (la estatal, dado que se refiere a la ejecución de títulos judiciales, incluyendo las pensiones periódicas fijadas por sentencia judicial…)». En nuestra opinión, la aplicación en cualquier caso del plazo de caducidad de cinco años del art. 518 LEC, no se basa en la relación ley especial-ley general sino en la competencia exclusiva del Estado en materia de legislación procesal (art. 149.1.6ª CE).


          Podrá ser discutible que, una vez promovida la acción ejecutiva (y evitada por tanto la caducidad del art. 518 LEC), el plazo de prescripción sea el general de las acciones que no tengan señalado plazo especial (como mantenemos), o el que corresponda a la pretensión que motivó la sentencia de condena (en este punto es indiferente que se trate de Derecho civil común o autonómico). Pero resulta claro que el plazo de caducidad que prevé el art. 518 LEC se aplica con carácter previo, en todo caso, si no se interpone la correspondiente demanda ejecutiva dentro de los cinco años siguientes a la firmeza de la sentencia o resolución.


          

          

            5.5.

               El cómputo del plazo de caducidad de la acción ejecutiva

          


          Para el cómputo del plazo de caducidad, el dies a quo es el de la firmeza de la resolución cuya ejecución se pretende, debiendo computarse el plazo de fecha a fecha (172) , tal y como dispone el art. 133.3 LEC: «Los plazos señalados por meses o por años, se computarán de fecha a fecha». En todo caso el plazo es improrrogable (art. 134.1 LEC), sin que parezca posible aplicar el denominado plazo de gracia (art. 135.1 LEC), pues tal posibilidad de presentar los escritos hasta las quince horas del día hábil siguiente al del vencimiento del plazo parece reservada para los plazos de preclusión y no para los de caducidad.


          En cualquiera de los casos anteriores el plazo de caducidad de cinco años ofrece una particularidad relevante (173) : empieza a computarse antes de que propiamente se pueda despachar ejecución. El art. 548 LEC impide que se pueda interponer la demanda ejecutiva durante veinte días: «No se despachará ejecución de resoluciones procesales o arbitrales o de acuerdos de mediación, dentro de los veinte días posteriores a aquel en que la resolución de condena sea firme, o la resolución de aprobación del convenio o de firma del acuerdo haya sido notificada al ejecutado». Se trata con ello de que el deudor pueda cumplir con su deber voluntariamente. Este plazo de veinte días sólo resulta aplicable a los títulos procesales o asimilados, que son precisamente aquellos que se incluyen en el ámbito de aplicación del art. 518 LEC (174) , por lo que el plazo de caducidad comienza a computarse sin que se pueda evitar, mediante la presentación de la demanda ejecutiva, que transcurran veinte días del mismo. El citado plazo de espera tiene su razón de ser en la propia índole sustitutiva de la actividad jurisdiccional ejecutiva. Si la actividad de ejecución es sustitución de la conducta que debiera haber realizado el ejecutado de haber procedido a cumplir voluntariamente la prestación contenida en el título ejecutivo, resulta de todo punto razonable concederle un plazo para cumplir voluntariamente el contenido de la resolución firme y evitar el proceso de ejecución (175) . Este plazo es diferente al que recogen, ya dentro de la ejecución, los arts. 699 y 705 LEC, para que el ejecutado cumpla en sus propios términos lo establecido en el título ejecutivo. sólo se puede considerar cumplimiento voluntario el realizado antes de que el beneficiado por el título ejecutivo inste la ejecución. En este sentido es indiferente que se cumpla dentro del plazo previsto en el art. 548 LEC, o una vez transcurrido el mismo, pero antes del comienzo de la ejecución. En cambio, una vez presentada la demanda ejecutiva, la realización de la prestación debida es ya ejecución forzosa en forma específica.


          

          

            5.6.

               Los concretos títulos ejecutivos que caducan ex artículo 518 LEC

          


          Con referencia a los títulos ejecutivos a los que es de aplicación el plazo, sin duda la redacción del art. 518 LEC es poco feliz y se presta a equívocos, pues literalmente interpretado sólo sería de aplicación a tres concretos títulos: las sentencias, las resoluciones judiciales que aprueban transacciones o acuerdos y, por último, a los laudos arbitrales. Esa interpretación ha de rechazarse, pues quedarían injustificadamente fuera de su ámbito de aplicación multitud de resoluciones judiciales, así como todos los decretos del Letrado de la Administración de Justicia (v. gr., el que aprueba las costas, el que archiva el monitorio exart. 816.1 LEC, entre muchos otros), instaurándose una discriminación entre resoluciones por su forma y no por el contenido, lo que no sería fácil de entender. Vid. el ATS (1.ª) 1 Jun. 2010 (ECLI:ES:TS:2010:2311A).


          En conclusión, el art. 518 LEC es de aplicación —como no puede ser de otro modo— a la totalidad de las resoluciones procesales, bien sean judiciales o secretariales, e igualmente a los laudos [cfr., respecto de estos últimos, AAAP Madrid (Secc. 11ª) 4 May. 2007 (ECLI:ES:APM:2007:6449A) (Secc. 11ª) 16 Ene. 2008 (ECLI:ES:APM:2008:260A) y (Secc. 13ª) 7 Feb 2006 (ECLI:ES:APM:2006:5944A)] (176) . Ha de señalarse que el plazo de caducidad no es de aplicación a las sentencias de condena objeto de ejecución provisional, precisamente por no ser firmes (177) .


          En este punto conviene precisar que las sentencias (rectius pronunciamientos) susceptibles de abrir un proceso de ejecución, y por ello sometidos al plazo de caducidad del art. 518 LEC, son exclusivamente los declarativos de condena, excluyéndose los merodeclarativos y los constitutivos.


          En efecto, el primer requisito que ha de cumplir la sentencia para ostentar la condición de título ejecutivo es ser declarativa de condena. No es, por lo tanto, título ejecutivo la absolutoria del demandado, ya que la sentencia no realiza ninguna mutación jurídica que sea necesario cumplir, con la excepción del eventual pronunciamiento condenatorio en costas [AAP Cáceres (Secc. 1ª) 19 May. 2003 (ECLI:ES:APCC:2003:91A), AAP Madrid (Secc. 21ª) 8 Oct. 2002 (ECLI:ES:APM:2002:1778A), SAP Granada (Secc. 3ª) 7 Jun. 2003 (ECLI:ES:APGR:2003:1455), AAP Madrid (Secc. 10ª) 14 Sep. 2002 (ECLI:ES:APM:2002:1605A)].


          

            Cfr. SAP Barcelona (Secc. 13ª) 20 Ene. 2009 (ECLI:ES:APB:2009:1981): «Así las cosas resulta de las alegaciones conformes de las partes que, con posterioridad a la terminación del primer pleito, la demandada ha continuado ocupando la vivienda litigiosa, siendo así que no es posible el desalojo de la demandada en ejecución de lo resuelto en los autos n.o 564/04 del Juzgado de Primera Instancia n.o 3 de Sant Feliu de Llobregat, ya que aquellos autos concluyeron por auto de satisfacción extraprocesal que, según el artículo 22.1, párrafo primero, de la LEC, tiene los mismos efectos que una sentencia absolutoria que, como tal sentencia absolutoria, según el artículo 517.2.1º de la LEC, no puede servir de título para la ejecución».


          


          Solo las declarativas de condena son títulos ejecutivos, pues la actividad ulterior de ejecución se hace necesaria, ante el incumplimiento del condenado, para acomodar la realidad al deber ser contenido en la sentencia. Por ello no son títulos ejecutivos las sentencias meramente declarativas, ni las constitutivas (art. 521 LEC), ya que las primeras se limitan a declarar la existencia de una relación jurídica, quedando satisfecha la pretensión con la mera declaración, por lo que se hace innecesaria cualquier actividad ejecutiva ulterior; mientras que en las constitutivas es la propia sentencia la que produce la mutación jurídica, sin necesidad de actividad ejecutiva posterior. La pretensión se agota y satisface con la propia sentencia. El carácter no ejecutivo de las sentencias merodeclarativas o constitutivas no impide, sin embargo, que, en ocasiones, para su plena eficacia resulte imprescindible la realización de actividades que, sin suponer en sentido estricto ejecución, permitan que la resolución alcance plenos efectos. Se habla así de ejecución impropia.


          El art. 521 de la LEC establece que no se despachará ejecución de las sentencias meramente declarativas ni de las constitutivas, disponiendo igualmente que, mediante su certificación y, en su caso, el mandamiento judicial oportuno, las sentencias constitutivas firmes podrán permitir inscripciones y modificaciones en Registros públicos, sin necesidad de que se despache ejecución. Pero dichas actuaciones respecto de las sentencias constitutivas no son ejecución, sino los meros efectos formales que su contenido despliega. El propio art. 522 de la LEC no habla de ejecución, sino de actuaciones judiciales necesarias. Si una sentencia constitutiva contiene también pronunciamientos de condena (art. 521.3 LEC), éstos se ejecutarán del modo previsto para ellos en la Ley.


          

            Cfr. AAP Madrid (Secc. 10.ª) 14 Sep. 2002 (ECLI:ES:APM:2002:1605A): «Con notable exceso semántico la LEC 1/2000 refiere la ejecución (…) a las «sentencias» y no, como acaso hubiera sido más correcto, a los «pronunciamientos» contenidos en las resoluciones de aquella especie, habida cuenta que en las mismas pueden concurrir disposiciones de diversa índole. Ejemplo paradigmático de esta situación es el fallo recaído en la sentencia de autos, en el que junto a la absolución de los pedimentos principales de la demanda interpuesta se impone a la parte actora vencida la condena al pago de las costas procesales devengadas en la sustanciación del proceso. Obsérvese que atendiendo a lo principal y no a lo accesorio del fallo, una sentencia desestimatoria de la demanda en lo principal no podría calificarse de «sentencia condenatoria» en una interpretación en exceso apegada a la literalidad del precepto, y ello pese a que en estricta aplicación de lo dispuesto en el art. 394, apdo. 1 imponga al vencido el pago de las costas causadas».


          


          Por otro lado, y dado que nuestro ordenamiento jurídico procesal es muy generoso a la hora de permitir la acumulación de acciones, es frecuente que en el seno de una misma sentencia se contengan diversos pronunciamientos condenatorios, los cuales, a su vez, generan sendas acciones ejecutivas para hacerlos efectivos. Aunque en la práctica es frecuente que, con ocasión de la misma demanda, se inste la ejecución de la totalidad de los pronunciamientos, ninguna norma lo impone. En otras palabras, quien ha obtenido diversos pronunciamientos a su favor es dueño y señor para instar la ejecución de unos y no de otros. Además, puede ocurrir que el condenado cumpla voluntariamente alguno de los diversos pronunciamientos, por lo que la ejecución quedaría circunscrita a los no cumplidos. O incluso es posible que el demandante no tenga interés en solicitar la ejecución de la totalidad de los pronunciamientos, sino sólo de alguno de ellos. En consecuencia, cuando existan varios pronunciamientos condenatorios, el plazo de caducidad de la acción ejecutiva ha de aplicarse por separado a cada uno de ellos, caso de que, por diversas razones, se solicite en un primer momento la ejecución de alguno de estos pronunciamientos, y más adelante se inste la ejecución de otros.


          

            Es muy clarificadora al respecto la STS (1.ª) 16 Oct. 2014 (ECLI:ES:TS:2014:4838): «La Sala considera que cada pronunciamiento condenatorio confiere a quien ha obtenido la sentencia a su favor una acción ejecutiva para hacerlo efectivo. Ciertamente, lo habitual es que cuando una sentencia contiene varios pronunciamientos condenatorios (por ejemplo, condena al pago de una cantidad principal, los intereses y las costas), las acciones ejecutivas se ejerciten conjuntamente, aunque en ocasiones el ejercicio de alguna de estas acciones requiera la realización de actuaciones preparatorias (como es el caso de las costas, que necesitan ser tasadas, y los intereses, que por lo general precisan ser liquidados), respecto de cuya solicitud rige también el plazo de caducidad del art. 518 LEC (en este sentido, en relación a la solicitud de tasación de costas, se pronuncian los autos de esta Sala de 23 de febrero de 2010, recurso núm. 3398/1998 1 de junio de 2010, recurso núm. 2674/2001, 11 de noviembre de 2011, recurso núm. 1948/1998, y 11 de septiembre de 2012, recurso núm. 2236/2002, en aplicación del Acuerdo de Pleno gubernativo de esta Sala de 21 de julio de 2009). Pero puede suceder que, por diversas razones, se solicite en un primer momento la ejecución de alguno de estos pronunciamientos, y más adelante se inste la ejecución de otros. Se trataría de diversas acciones ejecutivas a las que, aun tramitadas en un mismo proceso de ejecución, les es aplicable por separado el plazo de caducidad del art. 518 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, de modo que el ejercicio de la acción ejecutiva respecto de uno de estos pronunciamientos no excluye la caducidad de las acciones relativas a los demás pronunciamientos que no hayan sido ejercitadas. Cuando se trata de pronunciamientos condenatorios contenidos en la sentencia, tal plazo de caducidad ha de computarse desde la firmeza de la misma, conforme prevé el citado precepto de la Ley de Enjuiciamiento Civil. No es el caso de otros pronunciamientos condenatorios, explícitos o implícitos, que pueden generarse en la ejecución, como pueden ser las costas generadas en un incidente de oposición a la ejecución, o las propias costas de la ejecución. (…) En el caso objeto del recurso, la condena al pago de los intereses estaba contenida en la sentencia dictada por el tribunal finlandés. La sentencia de apelación había condenado al pago «del interés sentenciado por el Tribunal de Primera Instancia desde la fecha de la citación, 15 de enero de 2002». El pronunciamiento de primera instancia relativo a la condena al pago de intereses, al que se remitía la sentencia de apelación, era el siguiente: «hasta el 30 de junio de 2002 el interés se determinará de acuerdo con el párrafo 3 del art. 4 de la Ley de Intereses (997/1998) y desde el 1 de julio de 2002 el interés se determinará de acuerdo con el párrafo 1 de la Ley de Intereses (340/2002)». (…) El plazo para solicitar su ejecución caducó a los cinco años de la firmeza de la sentencia. Que antes de ese plazo se solicitara la ejecución de otros pronunciamientos condenatorios de la sentencia no obsta a que la acción ejecutiva para obtener la ejecución de la condena al pago de intereses mantuviera su propio plazo de caducidad».


          


          

          

            5.7.

               El singular caso del «auto de cuantía máxima»

          


          En relación con el auto de cuantía máxima, sin duda se trata de un título de origen judicial, si bien sui generis, puesto que en su conformación no existe actividad declarativa previa, por lo que no se le puede aplicar la regla común del art. 518 LEC, que a todas luces está concebida para títulos de origen civil, no penal. Además, la LEC no trata al auto de cuantía máxima como a cualquier título de origen procesal, toda vez que contempla un régimen de oposición específico y distinto del de los restantes títulos procesales, por lo que es perfectamente entendible que en lo atinente a la caducidad de la acción se aplique igualmente un distinto régimen.


          Este es el criterio seguido por la AAP Barcelona (Secc. 1ª) 10 May. 2006 (ECLI:ES:APB:2006:2647A). Además, no hemos de olvidar que toda norma limitativa de derechos —como lo es sin duda el sometimiento de un título ejecutivo a un plazo de caducidad— ha de ser interpretada restrictivamente [criterio mantenido por el AAP Baleares (Secc. 5ª) 7 Feb. 2006 (ECLI:ES:APIB:2006:86A)].


          

          

            5.8. 

             El supuesto de los títulos ejecutivos que contienen prestaciones periódicas

          


          Respecto de los títulos que contienen prestaciones periódicas, como las sentencias de separación y divorcio, que tienen una clara vocación de futuro, dado que por lo común imponen una obligación de prestación periódica, la automática aplicación del plazo de caducidad a meritadas resoluciones conduciría al absurdo, pues el deudor quedaría liberado a partir de los cinco años desde la firmeza [AAP A Coruña (Secc. 4ª) 12 Sep. 2007 (ECLI:ES:APC:2007:155A)]. En similares términos, merece destacar por su claridad el AAP Barcelona (Secc. 6ª) 26 Mar. 2008 (ECLI:ES:APB:2008:1498A): «Así, el momento del devengo de la prestación periódica pasa a ser el «dies a quo» del inicio del cómputo del plazo de caducidad para el ejercicio de la acción ejecutiva, de conformidad con lo preceptuado con carácter general en el artículo 1969 del CC, en el que instituye que «el tiempo para la prescripción de toda clase de acciones, cuando no haya disposición especial que otra cosa determine, se contará desde el día en que pudieron ejercitarse», que es cabalmente en nuestro caso el momento del devengo o nacimiento del derecho, que, en caso de incumplimiento del obligado a satisfacerlo, hace surgir la posibilidad de su reclamación judicial; esto es, de su «acción» (actio)». Vid. igualmente los AAP Madrid (Secc. 24ª) 11 Ene. 2007 (ECLI:ES:APM:2007:1897A), AAP Valencia (Secc. 10ª) 30 Jun. 2009 (ECLI:ES:APV:2009:628A), AAP La Rioja (Secc. 1ª) 11 Sep. 2008 (ECLI:ES:APLO:2008:173A). En relación con las condenas de futuro, vid. el interesante AAP Barcelona (Secc. 12ª) 26 Mar. 2008 (ECLI:ES:APB:2008:1070A) (178) .


          

          

            5.9.

               La inaplicación a los títulos ejecutivos extraprocesales

          


          Nada se dice en el art. 518 LEC respecto de los títulos ejecutivos de factura extraprocesal (pólizas, escrituras públicas, etc.), silencio que permitiría inclinarnos por entender (179)  que hemos de aplicarles extensivamente las previsiones del art. 518 LEC y sostener que están sometidos a la regla de la caducidad quinquenal o, por el contrario, decantarnos por afirmar que están sometidos a la prescripción de cinco años prevista en el art. 1964 CC. Esta segunda postura nos parece la más adecuada y conforme con la naturaleza de los títulos extraprocesales y a la propia tramitación parlamentaria del art. 518 LEC, que transitó desde una inicial regulación unitaria de todos los títulos ejecutivos, sometiéndolos a prescripción, hasta una plasmación final en que se sometió a caducidad exclusivamente a los títulos procesales.


          La doctrina coincide en excluir del régimen de caducidad del art. 518 LEC a los títulos ejecutivos de origen extraprocesal o contractual, como las escrituras públicas o las pólizas mercantiles, aplicando el régimen de la prescripción, lo que supone un plazo variable y la posibilidad de su interrupción (180) . El concreto plazo de prescripción dependerá de la obligación documentada en el título ejecutivo y, a falta de plazo concreto, se aplicará el de cinco años del art. 1964 CC.


          

          

            5.10. 

             La compleja delimitación y su alegación en el proceso de ejecución, de los supuestos de prescripción y caducidad, así como los de caducidad de la acción ejecutiva

          


          En un intento de sistematizar los distintos supuestos que en la práctica pueden plantearse, creemos aconsejable delimitar, por un lado, lo que acontece desde que nace el concreto título ejecutivo hasta la promoción de su ejecución procesal, y por otro, el nuevo panorama que se genera una vez que la ejecución ya ha sido ya despachada. Dentro de cada una de estas situaciones, deberemos, a su vez, distinguir el régimen aplicable a los títulos procesales y asimilados respecto de los extraprocesales.


          

          

            5.10.1. 

             Situación desde la génesis del concreto título ejecutivo hasta la solicitud y despacho de su ejecución

          


          

          

            a) 

             Títulos extraprocesales

          


          Podemos afirmar que, hasta la solicitud y despacho de la ejecución, los títulos extraprocesales, tales como escrituras, pólizas, etc., no están sometidos a la regla de caducidad de la acción ejecutiva recogida en el art. 518 LEC, pero sí a su posible prescripción, siéndoles de aplicación el plazo que, por la naturaleza de la concreta acción plasmada en el título, les corresponda.


          Sin embargo, y aunque por lo general estaremos ante supuestos de prescripción, podemos encontrarnos con casos excepcionales de caducidad (181) , como ocurre en el supuesto de los títulos a que se refiere el art. 517.2.7.ª LEC, que son los certificados no caducados expedidos por las entidades encargadas de los registros contables respecto de los valores representados mediante anotaciones en cuenta a los que se refiere la Ley 24/1988, de 28 de julio, del Mercado de Valores.


          

            Art. 517.2.7.º LEC: «Los certificados no caducados expedidos por las entidades encargadas de los registros contables respecto de los valores representados mediante anotaciones en cuenta a los que se refiere la Ley del Mercado de Valores, siempre que se acompañe copia de la escritura pública de representación de los valores o, en su caso, de la emisión, cuando tal escritura sea necesaria, conforme a la legislación vigente.


            Instada y despachada la ejecución, no caducarán los certificados a que se refiere el párrafo anterior.


          


          El RD 116/1992, de 14 de febrero, que establece la representación de valores por medio de anotaciones en cuenta y la compensación y liquidación de operaciones bursátiles, establece en su art. 21.5 que «los certificados caducarán por el transcurso del plazo de vigencia en ellos establecido, que no podrá exceder de seis meses, o en su ausencia, a los tres meses de su expedición». Nótese que el art. 517.2.7º LEC clarifica que esa caducidad no se produce una vez instada y despachada la ejecución, lo que permite entender, contrario sensu, que si no se despacha la ejecución, puede producirse la caducidad.


          En resumen, los títulos ejecutivos extraprocesales están, por lo general, sometidos a la prescripción del derecho que incorporan (por lo común, un derecho de crédito (182) ), aunque excepcionalmente el legislador sujeta algunos títulos a caducidad, como acontece con los certificados del art. 517.2.7.ª LEC reiteradamente citados.


          

          

            b) 

             Títulos procesales

          


          Por el contrario, respecto de los títulos procesales (tales como sentencias, autos o decretos), están bajo la regla de caducidad del art. 518 LEC y, por ello, habrá de promoverse inexorablemente su ejecución en el improrrogable plazo de cinco años, sin posibilidad de prórroga ni interrupción.


          

          

            c) 

             El auto de cuantía máxima

          


          Pese a ser un título procesal, su carácter sui generis exige su separado análisis, pues como antes dijimos, al no venir su dictado precedido de ninguna actividad declarativa, han de considerarse estos títulos fuera del campo de aplicación del art. 518 LEC y sujetos, en consecuencia, a la eventual prescripción de la acción.


          En el ámbito del seguro obligatorio, el plazo prescriptivo del derecho para obtener la indemnización es de un año, de conformidad con el art. 7.1 de la LRCSCVM


          

            «El asegurador, dentro del ámbito del aseguramiento obligatorio y con cargo al seguro de suscripción obligatoria, habrá de satisfacer al perjudicado el importe de los daños sufridos en su persona y en sus bienes, así como los gastos y otros perjuicios a los que tenga derecho según establece la normativa aplicable. Únicamente quedará exonerado de esta obligación si prueba que el hecho no da lugar a la exigencia de responsabilidad civil conforme al artículo 1 de la presente Ley.


            El perjudicado o sus herederos tendrán acción directa para exigir al asegurador la satisfacción de los referidos daños, que prescribirá por el transcurso de un año.


            No obstante, con carácter previo a la interposición de la demanda judicial, deberán comunicar el siniestro al asegurador, pidiendo la indemnización que corresponda. Esta reclamación extrajudicial contendrá la identificación y los datos relevantes de quien o quienes reclamen, una declaración sobre las circunstancias del hecho, la identificación del vehículo y del conductor que hubiesen intervenido en la producción del mismo de ser conocidas, así como cuanta información médica asistencial o pericial o de cualquier otro tipo tengan en su poder que permita la cuantificación del daño.


            Esta reclamación interrumpirá el cómputo del plazo de prescripción desde el momento en que se presente al asegurador obligado a satisfacer el importe de los daños sufridos al perjudicado. Tal interrupción se prolongará hasta la notificación fehaciente al perjudicado de la oferta o respuesta motivada definitiva».


          


          El dies a quo del plazo para el cómputo arranca desde la notificación del auto de cuantía máxima o, caso de existir, desde el auto aclaratorio.


          

            Cfr. SAP Málaga (Secc. 6ª) 26 May. 1992 (AC 1992\710): «En cuanto a la excepción de prescripción de la acción ejecutiva, al amparo del núm. 4.º del art. 1464 de la LEC en relación con el párrafo final del art. 4.º del Texto Refundido de la Ley 122/1962 del 24-12-1962, de Uso y Circulación de Vehículos de Motor procede su desestimación, pues en primer término, el plazo de un año que para su ejercicio establece el referido precepto, ha de computarse desde la notificación personal del auto ejecutivo o de fijación de la cantidad líquida máxima exigible con cargo al seguro obligatorio de responsabilidad civil derivada del uso y circulación de motor, y no como pretende la aseguradora apelante, desde la Sentencia dictada en el proceso penal, con fecha 23-7-1988, ni tampoco desde su firmeza respecto del ahora ejecutante y perjudicado don Miguel R. C., cuya fecha de firmeza no consta en el ramo de prueba de la demandada. Así resulta de la más reciente jurisprudencia del Tribunal Supremo que, en trance de fijar el día inicial del plazo de prescripción de la acción ejecutiva de la Ley del Automóvil, frente a anteriores posiciones más severas que partían de la firmeza de la resolución que ponía fin a la prejudicialidad penal, ha determinado que la iniciación del cómputo no se debe referir a la notificación de la resolución poniendo fin y archivando las actuaciones penales, sino a la fecha del auto ejecutivo con cargo al seguro obligatorio, último trámite del procedimiento sancionador (SSTS de 15-4-1987 y 9-10-1990). (…) En segundo término, aunque se dictó por el Tribunal Penal, Sección Tercera de esta Audiencia Provincial, un primer auto ejecutivo con fecha 18-12-1989, éste contenía un error material manifiesto, consistente en que se dictó contra el «Consorcio de Compensación de Seguros», siendo a cargo de este organismo la cantidad líquida máxima reclamable como indemnización al perjudicado amparado por el Seguro Obligatorio, error que fue corregido por el propio Tribunal mediante Auto ejecutivo de 25-2-1991, por vía de aclaración, al amparo del art. 267-2.º de la Ley Orgánica del Poder Judicial, que autoriza a rectificar los errores materiales en cualquier momento, sustituyendo en dicho auto al referido Consorcio, por la entidad «Sureste SA» que es la ejecutada apelante, como aseguradora de la motocicleta Bultaco matrícula B-560527 conducida por don Miguel Antonio S. R. que colisionó contra la motocicleta que conducía el hoy ejecutante don Miguel R. C., resultando ambos conductores lesionados, siendo así que es desde la fecha de este segundo auto ejecutivo cuando hay que iniciar el cómputo del año para la prescripción, año que no había transcurrido al presentarse la demanda ejecutiva el 11-10-1991». En el mismo sentido, vid. la STS (1ª) 5 Oct. 1993 (ECLI:ES:TS:1993:6617)


          


          

          

            5.10.2. 

             El control judicial de que la acción esté «viva», a través de la oposición del ejecutado

          


          Como hemos visto, y dado que la acción incorporada al título ejecutivo que abre la ejecución puede estar prescrita o caducada (títulos extraprocesales), o caducada la acción ejecutiva (títulos procesales), la forma que tiene el ejecutado de hacer valer esas circunstancias no es otra que a través de la oposición. Por lo tanto, la oposición es la herramienta por la que el ejecutado —y a su instancia el Tribunal— puede pedir y obtener la depuración de los obstáculos, óbices o deficiencias del propio derecho incorporado al título: la acción que incorpora está prescrita, caducada, o se ha producido la caducidad de la acción ejecutiva, con la consecuencia de que su estimación conduciría a que el Tribunal declare —cfr. art. 561.1.2.ª LEC— «que no procede la ejecución».


          Todas estas circunstancias que afectan al derecho reclamado son, de concurrir y si bien se mira, preexistentes al propio proceso de ejecución, e invocables a través de la oposición del ejecutado. En otras palabras, de haberse producido la prescripción del derecho de crédito documentado, forzosamente lo habrá sido antes de su ejecución, y lo mismo cabe decir de la caducidad de la acción ejecutiva o de la caducidad sustantiva (183) . En consecuencia, el título ejecutivo que abrió la ejecución no era perfecto, pues su acción estaba dañada.


          Así planteadas las cosas, podemos concretar que, frente al despacho de la ejecución, podrá el ejecutado válidamente oponer, si el título ejecutivo es procesal, la caducidad de la acción ejecutiva del art. 518 LEC (cfr. art. 556.1 LEC) (184) ; y si es extraprocesal, podrá oponer las causas previstas en el art. 557.1.4.ª LEC (185) : prescripción y caducidad.


          

            Respecto de los títulos procesales, el art. 556.1 LEC contempla como causa de oposición la «caducidad de la acción ejecutiva», la cual debe formularse por escrito y en el improrrogable plazo de los diez días siguientes al de la notificación al ejecutado del despacho de la ejecución, sin que la oposición formulada suspenda el curso de la ejecución (art. 556.2 LEC).


            El art. 557.1.4.ª LEC, por su parte, se refiere expresamente, como causas de oposición a la ejecución de los «títulos no judiciales ni arbitrales» (extraprocesales), a la «prescripción y caducidad». Generalmente estaremos ante supuestos de prescripción, aunque podemos encontrarnos con algunos de caducidad como ocurre en el caso de los títulos a que se refiere el art. 517.2.7º LEC: concretamente los certificados no caducados expedidos por las entidades encargadas de los registros contables respecto de los valores representados mediante anotaciones en cuenta a los que se refiere la Ley 24/1988, de 28 de julio, del Mercado de Valores; certificados que caducarán por el transcurso del plazo de vigencia en ellos establecido, que no podrá exceder de seis meses, o en su ausencia, a los tres meses de su expedición.


            El tiempo y forma para articular la oposición será también por escrito y en el plazo de diez días a contar desde la notificación del despacho de la ejecución. La oposición formulada en estos supuestos, suspenderá el curso de la ejecución (art. 557.2 LEC).


          


          Acertadamente se ha destacado (186)  que, aunque no lo diga expresamente, el legislador con este último motivo de oposición (caducidad, a secas), no se está refiriendo a la caducidad de la acción ejecutiva del art. 518 LEC, pues la misma sólo afecta a los títulos ejecutivos judiciales o arbitrales. Lo que sí que está sujeto a prescripción —hecho excluyente— o a caducidad — hecho extintivo—, según los casos, es el derecho del ejecutante y el correspondiente deber de prestación del ejecutado documentado en títulos extraprocesales.


          

            Unos ejemplos nos permitirán añadir algo de claridad a esta compleja cuestión.


            Frente a la solicitud de despacho de la ejecución de una sentencia, como título procesal que es, podrá el ejecutado oponer la caducidad de la acción ejecutiva prevista en el art. 518 LEC, cuando la petición de la ejecución se demore más allá de los cinco años previstos. Esta excepción nunca podrá oponerse frente a una escritura o una póliza mercantil, pues ni siquiera está prevista esta causa en la LEC.


            Por el contrario, ante el despacho de la ejecución de una póliza o escritura (títulos extraprocesales) puede oponerse la prescripción de la acción, y cuando el título extraprocesal documente prestaciones sometidas a caducidad, la caducidad de la acción (art. 517.2.7.º LEC, que asigna fuerza ejecutiva a los certificados no caducados a los que se refiere la Ley del Mercado de Valores). V. gr., si promovemos la ejecución de una póliza mercantil cuya deuda se considera prescrita, el deudor ejecutado podrá oponerse al despacho alegando la prescripción del art. 557.1.4.ª LEC. Si ejecutamos como título unos de los certificados del art. 517.2.7.º LEC, antes citados, el deudor ejecutado puede oponerse alegando —no la caducidad de la acción ejecutiva—, sino la caducidad sustantiva del art. 557.1.4.ª LEC.
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